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  PRÓLOGO


  DE CÓMO CUIDAR, DESCUIDAR Y NO CUIDAR A LA JUSTICIA


  En las más diversas situaciones –desde las más íntimas a las más públicas– no conviene desatender esa advertencia (que, entre nosotros, de un modo u otro tanto ha sido recomendada por pensadores como Andrés Bello o Carlos Vaz Ferreira): Ten cuidado con las palabras. Después de todo, haciendo uso de palabras recorremos la vida, bien o mal, y más si se trata de palabras cuyos usos prácticos, morales, legales o políticos las han vuelto tan dramáticas como “justicia”. Porque no cabe la menor duda: “justicia” no es sólo una palabra de uso común, sino una palabra dramática.


  En efecto, no es raro que apenas se la introduce en una conversación, o incluso en la disquisición científica más teórica, tarde o temprano nos pongamos a discutir y, más temprano que tarde los ánimos se acaloren. En algún momento ya no se escucha. Sólo se repite la propia posición y se grita, si es que no se insulta. No es difícil explicar por qué. Con palabras como “justicia” o, más bien, con los conceptos que construimos con sus usos y con otros con que se vincula, no sólo hacemos referencia a sociedades y personas, también las defendemos o atacamos, a menudo con pasión. Así, a partir de conceptos como éstos articulamos el mundo social y sus formaciones (por ejemplo, predicamos de sociedades y personas que son justas o injustas o, al menos, en algunos aspectos justas y, en otros, injustas). Esas evaluaciones –correctas o incorrectas– tienen consecuencias en nuestros modos de creer, desear, sentir, actuar: al usar estos conceptos no sólo juzgamos, sino que también nos damos fuerza o asustamos, nos alegramos o angustiamos, nos aturdimos o consolamos.


  De ahí la importancia de atender las ramificaciones a menudo intrincadas del concepto subdeterminado de justicia y de otros conceptos con que se interrelaciona y, así, de contribuir a cuidar a la justicia. Pero, ¿de dónde proviene esa importancia?


  CONFLICTIVA FAMILIA DE CONCEPTOS SUBDETERMINADOS DE JUSTICIA


  Sospecho que la pregunta anterior acerca de la importancia de cuidar un valor generalmente tan apreciado como la justicia es, en general, más fingida que real. Pero lo es aún más en las “repúblicas llorosas” –la expresión es de José Martí– de América Latina, en donde la justicia desde hace siglos –tanto en la vida pública como en la privada– ha sido, a la vez, la gran ausente y la gran esperada. De ahí que un diccionario de conceptos morales, legales y políticos en torno a la justicia “escrito en América Latina” no necesita justificación. (Precisar que se trata de un diccionario “escrito en América Latina”, sólo informa que sus autores son latinoamericanos, con sus peculiares experiencias, anhelos y fantasmas, pero no que escriban teniendo en cuenta preponderantemente la producción teórica latinoamericana o que escriban sobre América Latina.)


  Más inquieta, sin embargo, la expresión “conflictiva familia de conceptos subdeterminados de justicia”. Porque ¿qué se entiende por “conceptos subdeterminados”? Como sucede al usar palabras dramáticas, cuando atribuimos justicia o algún grado de justicia a una sociedad o a una persona, o a un aspecto de una sociedad o de una persona…, aunque a veces su uso resulte más o menos claro, apenas se examinan tales atribuciones, con frecuencia se descubre que necesitan determinarse más, mucho más. Hasta no es raro descubrir que estamos ante conceptos en extremo subdeterminados. Entre otras causas, en la tradición abundan las ambigüedades, que también se encuentran presentes en el decir de cada día. Por ejemplo, solemos aludir a una atribución personal del concepto de justicia si se lo usa en oraciones como “sospecho que se trata de una persona justa” o “un acto justo como ése era el que todas y todos esperábamos”. En cambio, nos topamos con una atribución social en oraciones como “hace tiempo ignoramos lo que podría ser un orden social justo” o “Ese Estado no es justo”. Con el propósito de eliminar presuntas ambigüedades como éstas, se señala: ambas predicaciones –la personal y la social– tienen poco o nada que ver la una con la otra; relacionarlas sólo produce confusión. No obstante, mucho se ha discrepado acerca de si frente a esta relación o a otras análogas estamos frente a una confusión o no.


  Por eso, comenzaré por tener en cuenta cómo desde la Antigüedad ya se discrepaba con quienes rechazaban las relaciones entre las atribuciones personales y sociales de justicia. El propósito de estos apuntes iniciales es, entonces, esbozar –aunque no sea más que a muy, muy grandes rasgos– una vaga historia no sólo de cómo se ha determinado al concepto de justicia sino, más ambiciosamente –¿demasiado ambiciosamente?– de cómo se ha cuidado, descuidado y no cuidado a la justicia.


  LA JUSTICIA EN LOS ANTIGUOS; POR EJEMPLO, EN PLATÓN


  En el libro IV de La República Platón considera que la justicia es tanto una virtud de las personas –o, más precisamente, del alma– como una virtud de los Estados y del orden social que instauran. Así, al proponer ambas virtudes como isomórficas, Platón no duda –para decirlo en un vocabulario que le es ajeno– en psicologizar la política y, en el mismo movimiento totalizador, en politizar la psicología. ¿Cuáles son sus argumentos? Cada objeto y cada ser vivo tiene su virtud; ésta consiste en la excelencia del operar de su función. La virtud de un cuchillo reside en cortar adecuadamente; la virtud de los ojos en hacernos ver, y un ojo será tanto más virtuoso cuanto vea mejor. De manera análoga, tanto el alma de cada persona como los Estados poseen sus correspondientes funciones. Según Platón, cuando éstas operan con excelencia, operan con virtud.


  Platón distingue tres partes del alma que pueden reconstruirse como las partes funcionales o agentes interiores que nos motivan a actuar. El agente interior “razón” busca conocimiento y, por eso, su virtud es la sabiduría que permite conocer; en Platón el genuino conocimiento es el conocimiento de las Ideas –o en una mejor traducción, aunque más enigmática, de las Formas–. El agente interior “apetitos” busca la satisfacción de los deseos corporales; de ahí que su virtud sea la temperancia que consiste en el dominio de sí que pone límites a la tendencia al exceso de las diversas inclinaciones. El agente interior que tal vez podamos reconstruir –bastante libremente– con la palabra “autoconciencia” (thumos) busca el reconocimiento; su virtud es el coraje tanto para reflexionar sobre sí y arriesgarse a conocerse, como a enfrentarse al peligro.


  A su vez, con una división tripartita análoga, según Platón es posible reconstruir las clases sociales o agentes exteriores que conforman las sociedades y los Estados. El agente exterior “clase gobernante” se ocupa de la planeación y dirección general del Estado, y su virtud es la sabiduría. El agente exterior “clase trabajadora” consiste en los ciudadanos encargados de producir los bienes materiales que precisa el Estado para sobrevivir, y su virtud es la temperancia. El agente exterior “clase militar” se encarga de defender la independencia del Estado, por lo que su virtud es la valentía capaz tanto de evaluar lo que es un peligro y lo que no lo es –quién es amigo y quién es enemigo–, como de hacer frente a los enemigos.


  Urge ya preguntar: además de las funciones que cumplen esas virtudes, ¿cuál es el aporte de la virtud de la justicia para las personas y los Estados? Según Platón, tanto en ese micro Estado que es el alma humana como en esa macro alma que es el Estado, la justicia es la otra virtud. O, si se prefiere: es una meta-virtud. Pues la virtud de la justicia no sólo acompaña, sino que también vigila el funcionamiento de las demás virtudes. Así, cuando éstas dejan de funcionar correctamente, y se producen desgarramientos entre los agentes interiores o exteriores, se debe intervenir con justicia. De este modo, la justicia es la virtud que busca armonizar tendencias disruptivas en las almas y en los Estados. Por consiguiente, los trabajos de la justicia consisten en establecer mediaciones: mediar para armonizar lo diferente –razón, cuerpo, autoconciencia– y mediar para unificar la multiplicidad –multiplicidad de personas, de grupos, de recursos naturales y artificiales–. Si se tiene éxito con las mediaciones y se consigue la armonización, la justicia permite mantener el alma y el Estado como todos bien ordenados. Previsiblemente, cuando esas estructuras se descomponen hay desorden por doquier: caos psíquico que destruye a las personas, caos social que destruye las sociedades. La virtud de la justicia tiene que impedir que las funciones de los diversos componentes del alma y del Estado entren en conflicto o se confundan produciendo guerras civiles interiores o exteriores. De acuerdo con estas observaciones no sorprenderá, pues, que a partir de Platón pueden reconstruirse como sigue dos principios de la justicia social:


  1]Actuar con justicia social implica regir la estructura básica de la sociedad con el principio de subordinación de los intereses de las personas y de los diversos grupos sociales al bien común o principio de la primacía del bien común.


  2]Actuar con justicia social implica regir la estructura básica de la sociedad con el principio de la división natural del trabajo.


  En Platón la justificación de ambos principios descansa en la ontología, esto es, en cómo es, según Platón, la realidad. Así, más allá de las apariencias –más allá de quienes habitamos la caverna de sombras pasajeras y engañosas que es este mundo– existe un Orden. La buena vida de cada persona y de cada grupo de personas consiste en descubrir el lugar que le corresponde en ese Orden: en encontrar su “lugar natural”. Una vez que se sabe de ese lugar, las personas, si resisten las tentaciones de abandonarlo y carecen de debilidad de la voluntad, se encuentran en paz consigo mismas y felices, y los Estados se desarrollan y florecen.


  Claramente, el método de Platón para obtener los principios de justicia es epistémico. La acción justa sólo puede respaldarse en el saber –o, más bien, en los saberes– de aquellos expertos que son capaces de aprehender la Idea –o Forma– de la justicia. Por eso, actuar con justicia implica regir tanto el alma como la sociedad de acuerdo con los saberes que implica la Idea de Justicia. Por ejemplo, es preciso saber cuál es el bien común que hay que preferir a los bienes particulares. A su vez, el principio de diferenciación de funciones implica discernir qué funciones debe realizar cada clase social (por ejemplo, la clase trabajadora debe obtener los bienes materiales, la clase gobernante debe planificar la economía). También los saberes de la Idea de la justicia deben incluir cómo aplicar tales saberes; la felicidad tanto personal como social depende de esa aplicación. (Por supuesto, en Platón estos saberes de la justicia, como los saberes de cualquier Idea, no son relativos a ningún contexto social o personal; obviamente no son relativos a las costumbres de una región o a las preferencias de un individuo. Así, respecto de la justicia –y en general en relación con todo valor o virtud– nadie se encuentra más lejos que Platón del relativismo, sea o no multiculturalista: la validez de valores y virtudes es independiente del espacio y del tiempo.)


  Me apresuro a puntualizar que considero que La República es un libro repleto de buenas y de malas enseñanzas acerca de cómo cuidar la justicia, y entre las malas enseñanzas abundan algunas atroces. Sin embargo, sólo me detengo todavía un momento a indicar unas pocas de las complejas huellas que a lo largo de los siglos ha dejado este modo inmensamente influyente de cuidar la justicia –y, a menudo, tal vez de radicalmente descuidarla o no cuidarla–.


  HERENCIAS PLATÓNICAS O, EN ALGUNA MEDIDA, PLATONIZANTES


  Como en relación con los otros valores morales, legales y políticos, respecto de la justicia las relaciones entre los tiempos modernos y el mundo antiguo son de complejas rupturas y de no menos complejas continuidades en el teorizar y en el actuar. Por supuesto, las teorías de Platón se encuentran lejos de agotar lo que cree y anhela el mundo antiguo en torno a la justicia y, en general, en torno a los valores. No obstante, no sólo su voz se escucha en las más diversas tradiciones, sino que tener en cuenta la radicalidad de esa voz ayuda a subrayar continuidades y rupturas con propuestas sobre la justicia de los tiempos modernos.


  Por ejemplo, es posible defender la primacía del bien común, como lo hacen muchos movimientos de tendencia “comunitarista” –para usar una etiqueta abusiva–. Sin embargo, no hay que olvidar: los “comunitarismos” de los tiempos modernos han sido moral, legal y políticamente a veces conservadores y, otras, revolucionarios. Por consiguiente, tales “comunitarismos” a veces han respaldado versiones del otro principio platónico, el de la división natural del trabajo. En cambio, otras veces lo han rechazado pues este segundo principio elimina la movilidad social: implica una diferencia que fija los talentos y las habilidades de las personas y las condena a formar parte de una de las clases –trabajadora, gobernante o militar– para siempre. Por otra parte, no pocas veces a lo largo de la historia se ha retomado el método de formular o descubrir estos principios –la propuesta acerca de conocer la justicia como se conoce cualquier otra clase natural– bajo banderas tan diversas, y en ocasiones opuestas, como el “derecho natural”, el “realismo metafísico” y hasta –de modo algo oscuro ¿o perverso?– como “teología política”. Así, se han retenido alguno, o algunos, de los motivos platónicos no sólo sin comprometerse con los otros, sino incluso atacándolos.


  Por desgracia, estos apresurados apuntes iniciales no son el lugar para proseguir enumerando los diversos movimientos teóricos y prácticos que se desarrollan con algún tipo de continuidad con herencias platónicas o platonizantes. En cambio, recojo ya movimientos de franca ruptura. En particular interesa atender aquellos que se subsumen bajo las banderas de la Ilustración. En líneas muy, muy generales comienzo por agruparlos en dos direcciones. Si no me equivoco, lo que se piensa acerca de cómo cuidar, descuidar o no cuidar a la justicia a comienzos del siglo XXI, de manera directa o indirecta, en alguna medida se origina en estos dos tipos de argumentaciones opuestas.


  LAS ARGUMENTACIONES ILUSTRADAS QUE ELIMINAN O REDUCEN LAS CONSIDERACIONES SOBRE LA RAZÓN PRÁCTICA Y, EN GENERAL, LAS CONSIDERACIONES NORMATIVAS


  Una fuerte tendencia de los tiempos modernos –que toma fuerza a partir del siglo XIX pero que viene de antes y aún es vigente–, aconseja que si procuramos investigar con seriedad, esto es, de acuerdo con procedimientos racionales, es preciso adoptar en exclusiva el punto de vista de la tercera persona tal como se lo entiende –o se postula que se lo entiende– en las ciencias naturales. A partir de premisas como éstas, también se razona que las ciencias sociales tienen que modelarse según el modelo de las ciencias naturales. De esta manera, se busca eliminar las consideraciones de justicia o reducirlas a consideraciones no normativas. En general, se busca eliminar o reducir los valores morales, legales y políticos como objetos de una consideración racional seria. Así, en ocasiones se concluye que algunas –sólo algunas– de las tareas que eran propias de las argumentaciones –¿o pseudoargumentaciones?– morales, legales y políticas deben ser retomadas por investigaciones en ciencias sociales en lo posible naturalizadas. ¿Cómo es esto?


  Se conoce: a partir de no pocas versiones del positivismo lógico moderno, pero no sólo, algunas propuestas eliminacionistas de la razón práctica han sido extremadamente influyentes en la teoría, aunque también en muchos planes para actuar. Esas propuestas eliminacionistas o propuestas sobre la irracionalidad de todo fin último y, por lo tanto, sobre la irracionalidad de cualquier concepto de justicia sostienen la equivalencia racional de todos los fines y, así, de toda normatividad, cualquiera sea el contenido que ésta pueda tener. Como consecuencia se afirma que los planes de vida más básicos por los que la gente actúa de esta u otra manera responden a preferencias y decisiones privadas, productos de deseos, emociones o intereses de individuos acerca de los cuales no es posible argumentar. Declarar que salvar la vida de un inocente es un acto justo tiene, pues, el mismo valor cognoscitivo que exclamar la interjección “¡ay!”; a saber, no tiene valor cognoscitivo alguno. Así, la primera declaración se puede respaldar en último término tan poco racionalmente como declarar: “torturar a una persona es un acto justo”. (De esta manera se razona, por ejemplo, en muchas teorías emotivistas de los valores.) Por lo tanto, partiendo de estas premisas, las únicas consideraciones sobre la justicia que se pueden llevar a cabo sin abandonar la esfera de lo racionalmente posible, consisten en “describir hechos sociales”, y a partir de esos “hechos”, calcular cuáles son los medios “más justos” en el sentido de “más adecuados para alcanzar ciertos fines”, repito, cualquiera que sea el contenido de éstos. Dicho de otra manera: sólo es posible indagar y discutir racionalmente sobre medios o fines subordinados, no sobre fines últimos. Así, en el esquema de acción “medio-fin”, los fines últimos son parte de una caja negra inescrutable. La razón en las ciencias sociales, la razón en general, sólo puede ser razón instrumental.


  


  Las propuestas reduccionistas son diferentes de las propuesta eliminacionistas, aunque comparten la misma supresión de la razón práctica. En este segundo tipo de reflexiones ya no se declara la irracionalidad de todo fin último, sino que se procura razonar una propuesta sobre el carácter natural de todo fin último. Cierta manera de comprender la teoría de la evolución de las especies nos descubriría el contenido de tales fines, por ejemplo, el contenido de lo que hay que entender por justicia. Pero según otras tradiciones de pensamiento, también nos podrían descubrir ese contenido teorías naturalizadas de la historia y de la sociedad –que fuesen algo así como casos particulares de la teoría de la evolución–.


  Sugerí que ambas propuestas –repito: muy influyentes en el quehacer de las ciencias sociales a partir del siglo XIX– tienen propiedades comunes ya que consideran que los fines últimos son dados, sea por las preferencias de los individuos, sea por la teoría de la evolución o por teorías naturalizadas de la historia o de la sociedad. En las propuestas eliminacionistas este carácter de dado vuelve a los fines últimos racionalmente inescrutables; en las propuestas reduccionistas tales fines son objeto de conocimiento como en las tradiciones platónicas o platonizantes; sin embargo, a diferencia del conocimiento platónico, se trata de conocimientos tan naturalizados como los conocimientos que se obtienen a partir de cualquier investigación científica en ciencias naturales.


  Como consecuencia, estas propuestas vuelven superfluos los trabajos normativos de la razón práctica y su punto de vista de la primera persona en tanto que agente que razona. Por lo tanto, directa o indirectamente se elimina la posibilidad de que los agentes tengan algún poder. Así, se declara sin sentido, o se consideran ilusorias y profundamente falaces, las deliberaciones, por ejemplo, acerca de cuidar la justicia.


  Creo que no exagero si afirmo que todas las direcciones en que se ha trabajado en ciencias sociales y, en general, que todas las teorías sobre la práctica individual o social que se han expuesto desde mitad del siglo XIX – desde las más conservadoras a las más revolucionarias– han tenido versiones influyentes que se dejan reconstruir como propuestas eliminacionistas o reduccionistas para descuidar o enfáticamente no cuidar la justicia. (Las teorías de la tecnocracia y de la llamada “ingeniería social” –elaboradas a partir de ciertas formas de entender el liberalismo–, no pocas veces implican propuestas eliminacionistas de valores como la justicia. A su vez, los denominados “marxismos cientificistas” fueron teorías reduccionistas de tal razón. Entre otros, vale la pena volver a nombrar un representante ya olvidado de esas reducciones, pero que en su momento su moda causó furor, al menos en América Latina. L. Althusser observa –con retórica implacable pero sin argumentos– que el concepto de justicia se reduce por completo al concepto de justeza: hacer justicia es ajustar la política de un movimiento social a los fines dados por la teoría científica de la historia, de manera análoga al mecánico que ajusta un auto teniendo en cuenta las leyes de la física.)


  Sin embargo, dentro de la misma Ilustración, en lo que puede considerarse la otra tradición, se desarrollan argumentos de rompimiento radical tanto con el cuidado de la justicia por parte de la tradición platónica, como con su descuido o no cuidado en las argumentaciones que eliminan o reducen las consideraciones normativas. Por eso, de nuevo con la rapidez que exigen estos apuntes, paso a revisar los contrastes, al menos entre dos maneras de cuidar –¿mal y bien?– la justicia: la de la tradición platónica ya brevemente apuntada y la de la tradición kantiana.


  EL ARGUMENTO ILUSTRADO DE KANT ACERCA DEL PODER DE LOS AGENTES Y EL INCESANTE RECOMENZAR DE LAS REFLEXIONES SOBRE LA JUSTICIA EN LOS TIEMPOS MODERNOS


  En contra del principio de la primacía del bien común, Kant defiende como un imperativo –literalmente– categórico tratar a cada persona como un “fin en sí”. Las personas no deben usarse como medios para alcanzar otros fines, ni siquiera en aras de alcanzar el bien común o la máxima felicidad posible, pues poseen ciertos derechos que no se deben violar en ninguna situación. Éste es el principio de justicia en cuanto principio de la primacía de los derechos humanos. De ahí que ocuparse con la justicia sea, en la tradición que inicia Kant, ante todo ocuparse con lo que a lo largo del siglo XX se ha defendido con vehemencia como tales derechos. De esta manera, los derechos de cada persona, los derechos humanos, introducen algo más que fuertes límites: son barreras que el Estado, las iniciativas privadas o los movimientos sociales no deben franquear incluso en nombre de bienes sociales muy apreciables (una mayor seguridad ciudadana, progreso económico, mayor felicidad para el mayor número de personas, éxito de cierto país en una guerra,…). Por lo tanto, según el principio de la primacía de los derechos, la no instrumentalización de las personas forma parte de lo moral, legal y políticamente no negociable.


  A su vez, el principio de la división natural del trabajo tan presente no sólo en las tradiciones platónicas o platonizantes y, por lo tanto, ese fijar de antemano las obligaciones de cada clase social (gobernantes, el aparato militar, los ciudadanos o cualquier otra diferenciación que se proponga), desaparece en la tradición kantiana. El sujeto moral, legal y político básico pasa a ser cualquier persona que en tanto agente no puede abandonar el punto de vista de la primera persona que razona y actúa. Precisamente, se trata del plebeyo cualquiera: el ciudadano común y corriente, más allá de su oficio y del lugar que esa persona ocasionalmente ocupa en una estructura social. Así, en esta tradición se subraya que las personas más allá de ser –o más bien, de actuar como– soldados, abogadas, agricultores o médicas son, ante todo, personas. Al respecto, en la Fundamentación de la metafísica de las costumbres de 1785, Kant formula la célebre primera fórmula del imperativo categórico de cualquier moral como sigue: Actúa según la máxima de una acción que cualquiera pueda querer como una acción universal. De ahí que, de acuerdo con este imperativo, cuando evaluamos una acción como justa o injusta no importa que esa acción la haya llevado a cabo una mujer o un hombre de gobierno, una obrera o un campesino. La evaluamos según un principio de justicia en cuanto principio de universalidad que rige para cualquier persona.


  Por otra parte, en contra del método de conocimiento no natural de la justicia, muchas teorías de la modernidad introducen el contractualismo. Al menos a partir de Hobbes se postula un estado de naturaleza en el que, como se carece de todo orden moral, legal o político, rige la guerra de todos contra todos. Así, cualquier mujer u hombre en esta miserable condición pronto concluye que estaría mejor si se acordase algún orden moral, legal y político. En la oración anterior hay que subrayar las palabras “si se acordase”, pues la justificación última de la autoridad política –y de sus consecuentes derechos y obligaciones–, descansa para el contractualismo en lo que la gente está “dispuesta a acordar”: en el consentimiento recíproco de los miembros de una sociedad. Por supuesto, expresiones como “estado de naturaleza” y “contrato social” aluden a ficciones o, si se prefiere, a situaciones contrafácticas. No obstante, tal contrato hipotético provee de herramientas para evaluar la legitimación de un Estado y sus leyes. Los principios de justicia no se descubren, pues, mediante el conocimiento de una Idea no natural como en Platón; tampoco se obtienen conociendo un concepto naturalizado de justicia –suponiendo que tiene sentido postular la existencia de tal concepto–, sino que resultan de un conocimiento alcanzado en un acuerdo bajo ciertas condiciones o principio del conocimiento de la justicia en una situación hipotética.


  Notoriamente reconstrucciones ilustradas de la razón práctica como la de Kant –o como las de Rousseau…– provocaron varias de las mayores teorizaciones morales, legales y políticas sobre la justicia de los tiempos modernos. Y, de un modo u otro, estas reflexiones en ningún momento desaparecieron del horizonte de estos tiempos. No obstante, como ya se señaló, a partir del siglo XIX y en gran parte del siglo XX, reconstrucciones de la razón práctica como éstas, más que convivir con las propuestas eliminacionistas o reduccionistas de la justicia, en gran medida resultaron provisoriamente sepultadas por los quehaceres de las ciencias sociales practicadas según el paradigma “meramente describir y explicar”. Esta situación no duró por mucho tiempo. En el último tercio del siglo XX se regresó la mirada hacia el argumento acerca del poder del agente y, así, al punto de vista de la razón práctica. A veces este regreso fue provocado por la insatisfacción teórica creciente que produjeron la mayoría de los intentos de eliminación o de reducción de las consideraciones normativas. Pero también varios acontecimientos sociales contribuyeron a este regreso. (Por ejemplo, la destrucción de no pocas esperanzas a partir de los conocimientos que hemos adquirido al irse precisando las dimensiones criminales de algunas catástrofes sociales del siglo XX: el conocimiento de las atrocidades del nazismo, de los campos stalinistas, de las dictaduras militares de América Latina…).


  Procurando aprender de estas catástrofes, y en contra de las versiones cientificistas del marxismo, en las tradiciones socialistas surgió la necesidad práctica y teórica de reflexionar sobre la normatividad que debe regir las acciones. Respecto de estas tareas, me limito a recordar el nombre más influyente en esa variante de inspiración –en sus comienzos– marxista que fue, que es, la Escuela de Fráncfort: Jürgen Habermas. Pero también en la tradición –tan peculiar– de la filosofía francesa, pensadores como Jacques Rancière con su defensa de la democracia, o Alain Badiou con su insistencia en el carácter innovador del acontecimiento, han roto con cualquier resabio de esos determinismos que difundió la “ciencia ficción” althusseriana. A su vez, en las teorías liberales –en contra del “rational choice” y de algunas versiones del utilitarismo–, también se sintió la necesidad de revalorar la razón práctica. Me detengo todavía un momento, de nuevo con la rapidez que –¿mal?– aconsejan los apresurados apuntes de un prólogo, en la más influyente de estas revaloraciones.


  UNA TEORÍA DE LA JUSTICIA


  John Rawls publicó su libro más famoso en 1971, y a partir de entonces propuso varias correcciones y rectificaciones. En gran parte las dejaré de lado para concentrarme en su propuesta inicial. (Algunas de esas rectificaciones se incluyen en varias de las entradas de este diccionario.) Como Platón, pero con un diseño social opuesto al de Platón, Rawls considera que, cuando se trata de cuidar la justicia social, el lugar a atender es la estructura básica de la sociedad. Tal estructura consiste en el conjunto de instituciones sociales, políticas y económicas y, como consecuencia, en los modos en que esas instituciones asignan los derechos fundamentales y distribuyen los beneficios y las cargas sociales. La distribución de esos bienes primarios debe ser el resultado de la aplicación de los principios de la justicia.


  Sin embargo, a diferencia de Platón, Rawls –como gran parte de la tradición ilustrada–, no supone un método de conocimiento no natural para aproximarse a tales principios, sino ese método que ya se adelantó de conocimiento natural de los principios de justicia basado en el acuerdo mutuo bajo ciertas condiciones hipotéticas. Claramente Rawls recupera este método de las teorías contractualistas ya aludidas. No obstante, los agentes que postula Rawls para elegir los principios de justicia no son los temerosos –¿y tenebrosos?– habitantes del estado de naturaleza de Hobbes, ni los nostálgicos ciudadanos de Rousseau, sino agentes interesados en ponerse acuerdo en los beneficios de la cooperación. ¿A partir de qué principios de justicia están dispuestos esos agentes a llevar a cabo su cooperar? Rawls propone una “posición original” para elegir tales principios. Esta posición es el resultado de un experimento mental que consiste en imaginar agentes libres e iguales pero que sólo disponen de información selectiva. (En la versión de 1971 que comento se agrega que los ciudadanos deben estar motivados por el propio interés; en versiones subsecuentes Rawls hace referencia, de manera más amplia, a la motivación propia de “ciudadanos razonables”.)


  Es decisivo para la independencia lógica del método de Rawls que en la posición originaria quienes elijan los principios de justicia dispongan de “información selectiva”. Por ejemplo, se dispone de conocimientos generales acerca de la naturaleza de las personas y de las realidades empíricas de la vida social, incluida alguna información sociológica sobre las condiciones de la cooperación social. Sin embargo, en esa posición se sitúa a la vez a los agentes detrás de un “velo de la ignorancia”. Ese velo impide que los agentes conozcan qué posición precisa ocuparán en la vida social. Así, esos agentes ignoran circunstancias tales como su situación económica, política o religiosa; tampoco conocen sus talentos, habilidades, salud, género, apariencia, origen étnico o religioso. (Supongamos el comprensible interés o, más bien, la razonabilidad en preferir que la ciudad que habitamos disponga de barrios hermosos y seguros; por eso, detrás del velo de la ignorancia se supone que ningún agente racional se atreverá a elegir una ciudad llena de barrios miserables e inseguros. Supongamos el menos comprensible interés, pero frecuente a lo largo de la historia, de favorecer a gente con el mismo color de piel que uno, con la misma orientación sexual que uno, con la misma religión que uno; detrás del velo de la ignorancia ese interés se descubre como suicida porque nadie sabe qué color de piel tiene, ni qué orientación sexual, ni qué religión.)


  Se asume, pues, que quienes eligen los principios de justicia detrás del “velo de la ignorancia” son suficientemente razonables para no tomar riesgos que es posible que acaben arruinado sus vidas. Según Rawls, los principios correctos de la justicia social para construir las instituciones básicas de la sociedad que determinarán la distribución de beneficios y cargas de la cooperación en una sociedad bien ordenada se deben elegir en una situación hipotética que tenga las características de la posición originaria (de la posición “detrás del velo de la ignorancia”). En tal posición, se supone que los agentes eligen como primer principio para cuidar la justicia lo siguiente:


  1]Cada persona tiene un derecho igual al más amplio sistema de libertades básicas compatible con un sistema similar de libertades para todos.


  En la tradición platónica –y a veces de manera no abierta, pero tácita–, se defienden versiones de algún tipo de estratificación social fijo o más o menos estable (clases sociales, pues, esenciales o relativamente esenciales). En cambio, se supone que los agentes razonables detrás del “velo de la ignorancia”, para proseguir cuidando a la justicia, eligen un segundo principio según el cual


  2]Las desigualdades económicas y sociales han de satisfacer dos condiciones: a] tienen que ser para el mayor beneficio de los miembros menos favorecidos de la sociedad, y b] estar adscritos a cargos y posiciones accesibles a todos en condiciones de equitativa igualdad de oportunidades.


  El principio 1] tiene, en Rawls, primacía léxica y, por eso, debe aplicarse antes del principio 2]. Se puede resumir esta teoría de la justicia en dos pasos. Primer paso: se debe maximizar el sistema de libertades básicas hasta hacerlas compatibles con su igual distribución para todos. Segundo paso: se acepta la distribución desigual de los bienes cuando ésta tiene el efecto de maximizar los bienes de los peor favorecidos.


  Pero he aquí algunas dudas o preguntas –¿o críticas?–. No hay que desatender que en 1] se alude a un “sistema de libertades”, y con razón, porque apenas pronunciamos la palabra “libertad” de inmediato vienen a la mente diversos tipos de libertades: libertad de pensamiento, libertad de expresión…; cada una de las cuales no puede comprenderse ni ejercerse por separado. Más todavía, el sentido y la práctica de cada tipo de libertad dependen de cómo se especifican las otras. Pero, ¿cuáles son las libertades que deben formar parte de ese “sistema”? Junto a las libertades como la libertad de pensamiento y de expresión, dependiendo de la historia de cada una de las sociedades poco a poco se agregan la libertad de movimiento, la libertad de ocupación, la libertad para hacer contratos, la libertad de comercio, la libertad de portar armas… ¿En qué momento y con qué criterios se cierra el “sistema básico de las libertades”? ¿Acaso hay criterios aculturales y ahistóricos para hacerlo? Supongamos que los hay. Incluso disponiendo de esos criterios, la palabra “sistema” sugiere una falsa armonía entre las diversas libertades, cualquiera que sea su número. “Falsa armonía”: los diversos tipos de libertad –incluso los ejemplos más paradigmáticos de libertad–, suelen entrar en conflicto los unos con los otros o con otros bienes. Por ejemplo, si se considera que la libertad de expresión no debe tener ninguna restricción, habrá conflictos si se sucumbe en algún lenguaje de odio que, por ejemplo, incite al racismo, o al sexismo, o meramente a la injuria. Por eso, como no podemos entender el sentido y la práctica de cada tipo de libertad sin remitirnos a los otros tipos –y a cómo la realización de cada tipo de libertad favorece o impide la realización en alguna medida de las otras libertades–, pareciera que se confirma la sospecha con que comencé estos apuntes: estamos ante una conflictiva familia de conceptos subdeterminados no sólo de libertad, sino, en general, de justicia.


  Se responderá: no es ésta una dificultad grave. De situación en situación habrá que ponderar, equilibrar…, por ejemplo, unas libertades en relación con las otras; después de todo un símbolo común de la justicia es la balanza. Sin embargo, ésta puede resultar una dificultad grave según el tipo de teoría que se construye, pues en su versión de 1971, Rawls indica que su teoría procura ser una “geometría moral”. No obstante, para ponderar y equilibrar las libertades (y algo análogo se puede decir tal vez de otros bienes de la familia de la justicia como el respeto a las personas, a la seguridad ciudadana, a la salud…) ¿acaso no se necesita –para recoger el parecer de Pascal– más que un espíritu de geometría, un espíritu de fineza para, en las cambiantes situaciones de la historia, aplicar con discernimiento lo que el mismo Rawls considera una “teoría ideal”? Tal vez el Rawls posterior a 1971 se hace cargo de esta objeción cuando subraya la importancia de una teoría de la razón pública.


  Tampoco han faltado ataques al contenido mismo de los principios de justicia y a su metodología para justificarlos. Rawls pide que nos imaginemos a nosotros mismos en la posición original. Así, si investigamos los principios que cualquier persona que argumentase de manera sistemática adoptaría, descubriremos lo que es objetivamente justo. Pero imaginemos gente tan diferente como Platón, Santo Tomás, Inocencio III, Jefferson, Marx, Simón Bolivar, Zapata,… situándose en la posición originaria e investigando los principios que adoptaría cualquier persona que reflexionase sistemáticamente. Por ejemplo, de seguro Platón –¿y otros integrantes de la lista?– no se decidirían en la posición originaria por los principios que propone Rawls. Sería extraño aducir que, por ejemplo, Platón no era suficientemente razonable como para poder decidir de manera correcta en la posición originaria. Tal vez se generalice el señalamiento anterior con un ataque como: sólo se elige en la posición originaria como primer principio de la justicia un principio de libertad si se predetermina una sociedad que desconoce los profundos lazos que cada persona tiene con su cultura y con sus conciudadanos. Acaso se observe: sin esos lazos tal vez para muchas culturas o, al menos, para mucha gente, la vida no tiene sentido.


  Quizá se responda a estas observaciones con un contraargumento como: después de su propuesta fuertemente kantiana –fuertemente trascendental– de 1971, Rawls no ambiciona una teoría de la justicia para todo lugar y todo tiempo, sino que desarrolla una teoría de la justicia sólo para las “sociedades liberales”. Pero en esta respuesta ¿qué se entiende por “sociedades liberales”? ¿Sólo se trata de aquellas en las que rigen los dos principios rawlsianos de justicia? Frente a esta restricción, tal vez se objete: Rawls presupone de antemano los principios de justicia que declara que se justifican en la posición originaria. Pero, si se toma en serio la última afirmación, ¿no salen sobrando el dramatismo de la posición originaria y la posición misma?


  De nuevo: no cabe la menor duda de que se pueden seguir ofreciendo argumentos y contraargumentos en torno a principios de justicia como los de Rawls, los de Kant, los de Platón u otros. Sin embargo, en estos apuntes iniciales ya es tiempo de regresar otra vez a las advertencias –a estas alturas en expansión– que aparecen en quienes sienten la necesidad de cuidar la justicia. En efecto, creo que conviene extender todavía un poco más el horizonte de preocupaciones y arriesgarse –¿de manera demasiado aventurera?– a advertir:


  Cuando cuides la justicia, ten cuidado de no dejarte intoxicar por hábitos solidificados de reflexión porque tal vez se puedan llevar a cabo tales cuidados desde más perspectivas de las que a menudo sospechas


  ¿A qué nos podemos referir con tal advertencia o, más bien, enigmático consejo? Por diferentes que sean –y lo son en extremo– las concepciones para cuidar la justicia de pensadores antiguos como Platón, por un lado y, por otro, esa compleja tradición contractualista de los modernos que va de Hobbes a Rawls y a tantas otras y otros, podemos indicar que en estas posiciones –sin excluir concepciones como el republicanismo– se discute en niveles muy altos de abstracción acerca de lo que hay que considerar la normatividad de una sociedad justa. En consecuencia, argumentando acerca de lo que debe ser, en general, una sociedad bien ordenada, se construyen “utopías razonables”. Podemos denominar a esta importantísima y heterogénea manera de cuidar la justicia como las vías positivas de cuidarla. No obstante, desde la más remota Antigüedad existen también otras maneras de cuidar la justicia. ¿A qué me refiero?


  LAS VÍAS NEGATIVAS


  Por ejemplo, en otras tradiciones que también buscan cuidar la justicia –¿de manera no menos razonable e ilustrada que la anterior?–, se parte de propuestas que de antemano renuncian a grados altos de abstracción. Así, se comienza por recoger diversas experiencias de injusticias relativamente situadas y los deseos, creencias y emociones que estas experiencias provocan en primeras y en segundas personas del singular o del plural. Son reportes acerca de sufrimientos en ocasiones difícilmente soportables que en muchos lugares del mundo no dejan de repetirse sin el menor tapujo: niñas y niños despedazados, gente arrojada en campos de exterminio, mujeres violadas y vendidas, obreros tratados como esclavos… De esta manera, procesos tales de deshumanización convierten a cada jornada en un martirio que no cesa: que incluso parece que nunca dejará de cesar hasta la muerte. Para cuidar la justicia se parte, entonces, de recoger con la mayor minucia posible experiencias de injusticias más o menos concretas qua injusticias. Luego se procurará explorar, no la injusticia en general, sino esas injusticias particulares, aunque en ocasiones también el tipo o los tipos a que corresponden tales injusticias. En estos casos tal vez no se excluya investigar las condiciones sociales (políticas, económicas, culturales…) que hacen posible y hasta probables tales injusticias. Previsiblemente puede llamarse a esta manera de cuidar la justicia –que parte de los impactos bien concretos y los estragos no menos concretos de su ausencia– como la vías negativas de teorizar sobre la justicia.


  En tales vías la atención busca focalizarse para nombrar y describir las situaciones de dominación que se tienen enfrente con el propósito de despertar indignación y rechazarlas. (Cuidado: no hay que concebir ese “tener enfrente” de manera demasiado estrecha, demasiado literal.) Pero, de hecho ¿cómo se podría llevar a cabo tal teorizar? Entre otros, he aquí tres ejemplos característicos y bien conocidos desde la Antigüedad de cuidar la justicia y de teorizar sobre ella a partir de vías negativas. Se trata


  –de escuchar los testimonios de víctimas;


  –de examinar la no poca literatura, o artes plásticas, o películas, o performances,… que construyen, por ejemplo, historias o caricaturas o llamados de alerta… en las que se inventan o recrean catástrofes sociales, por ejemplo, situaciones de explotación y de violencia; y


  –de cierta manera de trabajar en ciencias sociales (en historia, antropología, sociología, economía…) que no excluye las discusiones normativas.


  En relación con el primer tipo de estas posibles vías negativas hay que tener en cuenta seriamente testimonios de víctimas hay que detener los discursos provenientes del Estado y su continuación en los medios masivos de comunicación. Incluso hay que interrumpir las propias emociones y las propias palabras. ¿Con qué propósito? Se trata de escuchar el dolor que nos es ajeno y de atender las catástrofes a que se hace referencia. Pero no pocas veces tales testimonios remiten a experiencias que, quienes no las han padecido, son incapaces siquiera de imaginar. Al respecto, tengamos presente la escucha a sobrevivientes de una violación o de un secuestro o, para poner un caso extremo, de un campo de exterminio. Esa escucha se lleva a cabo desde fuera de tales situaciones de horror. ¿Qué hacer, pues? Entre otros, hay dos obstáculos opuestos que introduce este “desde fuera” para aprehender esos testimonios. Por un lado, se deben evitar las explicaciones fáciles de esas vivencias que, al subsumirlas en mapas cognoscitivos generales –“sobrevivientes de tal o cual catástrofe”…–, acaban por diluir su densa singularidad, y hasta impiden la genuina atención. Se debe escuchar, pues, la palabra de las víctima no sólo con respeto, sino con entrega. Sin embargo, por otro lado, respecto de estas escuchas hay todavía un obstáculo opuesto que franquear. A menudo se acusa como una forma de consuelo –y hasta de intentar normalizar lo traumáticamente anormal por excelencia–, reflexionar sobre la enormidad de estos traumas. Acaso se juzga como algo todavía peor ofrecer explicaciones complejas (políticas, económicas, culturales,…) que los ubican como fragmentos de ciertas historias, entre otras historias. Considero que este invocar retóricas del silencio y de lo no representable –que no comprometen a nada– más bien insulta a las víctimas. Porque no hay que confundir mirar de frente las injusticias, investigarlas y asumir responsabilidades con consolarse. Más bien, el consuelo y, sobre todo, la trivialización, con la consecuente parálisis de toda acción, resultan de asumir políticas de lo inefable.


  Respecto del segundo tipo de posibles vías negativas de teorizar sobre la justicia en estos apuntes me limito a la literatura. Es bien conocido que, desde los tiempos más remotos, por ejemplo, en la épica, a la vez que se escenifican injusticias bien particulares, se invita también, por ejemplo, a compadecerse y protestar; así, junto a las narraciones de hazañas, es raro que se pase por alto el terrible dolor que desparraman, por ejemplo, los imperios y sus efectos, la guerra, los exilios, el hambre. En las más diversas tradiciones, las grandes tragedias han proseguido esa cirugía de los desmanes del poder y la locura de los poderosos. Y la comedia y la farsa no han dejado de ridiculizar su arrogancia, junto con sus pretendidas glorias. De esta manera, se busca sensibilizarnos para que podamos percibir en detalle lo que las estructuras sociales injustas procuran encubrir con esforzada vehemencia, y no pocas veces con éxito. Observaciones análogas pueden realizarse respecto de las otras artes.


  Un tercer tipo característico de vía negativa de cuidar la justicia –cada vez más importante en los tiempos modernos– lo ofrecen las ciencias sociales cuando éstas no sucumben al paradigma “meramente describir y explicar”. Se conoce: uno de los antecedentes de la constitución de las ciencias sociales fueron los moralistas franceses de los siglos XVII y XVIII con su crítica, aguda y atinada, a los hábitos hipócritas y las costumbres represoras de la corte. No es casual que en Francia estas ciencias nacieran con el nombre de “sciences morales”. De hecho, en no pocas investigaciones han hecho honor a ese nombre. Por ejemplo, estas ciencias han analizado con minucia diversas clases de discriminación, explotación y desmantelamiento de la vida pública. O, en tradiciones distintas pero convergentes, bajo banderas como “crítica de la ideología” o “crítica de la industria cultural”, en no pocas investigaciones sociales se han reconstruido fantasías que sabotean a las personas y las sumen en pánicos y deseos alucinantes que acaban siendo suicidas. Por supuesto, respecto de este tercer tipo de vía negativa es decisivo no desatender los ya mencionados programas en ciencias sociales para eliminar o reducir las consideraciones sobre la razón práctica y, en general, las consideraciones normativas. (Por ejemplo, esos estudios antropológicos que describen los indígenas hambrientos del Amazonas, que lo han perdido todo y sólo esperan la muerte hacinados en campos que se parecen a campos de refugiados, como un paisaje más de Brasil.)


  De seguro, se preguntará ya: ¿acaso no podemos, y debemos, construir a partir de estos y otros materiales análogos que proporcionan las vías negativas una teoría de la injusticia paralela, y con grados tan alto de abstracción, como las teorías de la justicia que se han ofrecido, por ejemplo, de Platón a Rawls? Para comenzar a explorar un poco la respuesta negativa doy –¿demasiado precipitadamente?– las siguientes razones, muy tentativas por cierto. En primer lugar, parecería que, para que tuviese alguna utilidad, una teoría de la injusticia tendría que ser algo específicamente diferente de una simple teoría de la no justicia, esto es, de una teoría parasitaria que indicase, en el mismo nivel de abstracción que una teoría de la justicia, el incumplimiento de uno o varios de sus principios. Por eso, si una teoría de la injusticia aspira a no resultar meramente una teoría parasitaria de la no justicia, tal teoría sustantiva de la injusticia tendría que ser, en segundo lugar, una teoría no formal, sino material. Sin embargo, en tercer lugar, no hay algo así como la injusticia sustantiva, material, sino innumerables y muy diferentes injusticias, e incluso muy diferentes tipos de injusticias concretas. No exagero cuando uso el adjetivo “innumerables”; a cada paso, en cada lugar, en cada tiempo, descubrimos formas inéditas y, a menudo, insospechadas de injusticia.


  Por otro parte, quiero subrayar todavía que respecto de las vías negativas de cuidar a la justicia no he dejado de usar la palabra “teorización”. En efecto, estas vías no tienen por qué castigarse limitándose a sólo narrar ejemplos de injusticias y nada más, evitando, pues, todo grado de abstracción reflexiva. No se castiga de este modo, por ejemplo, Luis Villoro en su libro Los retos de la sociedad por venir. Tampoco lo hacen las numerosas teorizaciones feministas y poscoloniales.


  Inevitablemente se insistirá: ¿cuáles son las relaciones, si es que las hay, entre una teoría altamente abstracta de la justicia y las complejas teorizaciones históricas –sociales, genealógicas…– con diversos niveles de concreción acerca de las muchas y diversas injusticias? Por ejemplo, ¿el segundo tipo de teorización sustituye o, más bien, complementa al primer tipo? ¿O acaso sale sobrando esa segunda serie de tareas y, para cuidar la justicia, basta con una teoría que formule principios de justicia altamente abstractos?


  POSIBLES CONTRIBUCIONES DE ESTE DICCIONARIO PARA CUIDAR LA JUSTICIA (Y HASTA PARA AYUDAR A RESPONDER O, AL MENOS, A COMENZAR A RESPONDER LAS INQUIETUDES ANTERIORES)


  Si no me equivoco, algo se ha respaldado la propuesta de que, en relación con los conceptos de la familia de la justicia, estamos ante conceptos subdeterminados y, así, cuando se quiere determinar uno de estos conceptos, se nos remite a otros. Por ejemplo, a partir de un principio de justicia como el de la primacía del bien común, la libertad personal se convierte en un bien relativo o, en algunos casos, deja de ser un bien; así, en contra de la tradición kantiana, en la tradición platónica la libertad tiende a no ser una virtud ni de las personas ni del orden político justo, pues se razona que la libertad –como posibilidad de elegir el propio plan de vida y como derecho de cualquiera a participar en la conducción de los asuntos públicos– conduce en las personas a desgarramientos, digamos, entre entendimiento y afectos, y en los Estados promueve el desorden y la anarquía.


  Cada uno de los conceptos de la familia de la justicia depende, pues, de cómo se especifican otros valores sociales y personales –como la libertad, la igualdad, el orden social, la anarquía, la fraternidad en la que tanto han insistido algunas teorías republicanas…–. Precisamente, esos diversos tipos de bienes o de males de la vida moral, legal y política que determinan los conceptos subdeterminados de la justicia y, a la vez, son determinados por estos conceptos son los contenidos que recogen las entradas de este diccionario.


  Sin embargo, repito que no estamos sólo ante conceptos subdeterminados, sino –como se acaba de aludir en relación con la libertad– también ante conceptos en conflicto normativamente. De ahí que cada vez que se consulte un diccionario como éste no sólo se contribuye a posiblemente determinar los conceptos –en este caso, de la conflictiva familia de la justicia–, sino también a posiblemente desestabilizarlos. No obstante, ¿por qué debemos saludar ambas tareas como fecundas, como alimentos positivos de la reflexión? Para responder, daré un rodeo tomando en cuenta algunas consideraciones generales sobre los diccionarios.


  SOBRE LOS MUCHOS DICCIONARIOS

  Y AQUELLOS QUE EN PARTICULAR CUIDAN MILITANTEMENTE A CIERTOS CONCEPTOS


  Los diccionarios son libros que se fabrican especialmente para cuidar los usos de las palabras y, así, a los conceptos y, así, a los objetos, sucesos o prácticas que se recogen con tales conceptos; por ejemplo, en este caso, la justicia, las acciones justas e injustas, las imparticiones institucionales de justicia... Pero disponemos de varios tipos de diccionarios. O tal vez haya que afirmar, con mayor precisión, que los diversos diccionarios se encuentran en algún lugar del continuo entre dos extremos: un polo informativo con aspiraciones de neutralidad valorativa y un interesado polo interpretativo que, de antemano, renuncia a tales aspiraciones para cuidar los conceptos desde diversas perspectivas.


  Los diccionarios lexicográficos, que caracterizan los usos de una palabra en la propia lengua, o que ofrecen equivalentes de esos usos en otra lengua, o muchas enciclopedias, procuran aproximarse al polo neutralmente informativo. En cambio, las entradas de un diccionario como éste a menudo se sitúan –y estos rápidos apuntes iniciales no son una excepción– en diversos grados de cercanía con el polo interpretativo. Por eso, ninguna de las entradas de este diccionario ofrece, ni pretende ofrecer, una definición en sentido estricto con aspiraciones de neutralidad valorativa –y menos con aspiraciones de lo definitivo y lo absoluto–. Por el contrario, de caso en caso se proponen caracterizaciones desde puntos de vista bien interesados sobre los conceptos atendidos. Además, esos puntos de vista suelen variar en cada una de las entradas. Sin embargo, ¿no produce esta situación mera confusión y hasta caos?


  No se olvide: a diferencia de la mayoría de los libros, esos cuidadores de palabras que son los diccionarios no se leen a partir de la primera página y se continúa leyendo de manera continua como se hace, por ejemplo, con una novela. En efecto: estrictamente, no se lee un diccionario, sino que de vez en cuando se lo consulta. Respecto de diccionarios del tipo de este diccionario de la justicia se espera que en cada una de las entradas se contribuya a determinar un concepto en la familia de conceptos subdeterminados de la justicia. Pero también se espera que, por ejemplo, contraponiendo entradas de inspiración platónica con entradas de inspiración kantiana, o aristotélica, o marxista…, o a partir de vías negativas de teorizar sobre la justicia, también se desestabilicen –al menos provisoriamente– fragmentos de la familia de conceptos de la justicia: que por algunos momentos se los reevalúe y hasta se los ponga en cuestión.


  Ésta no es ninguna experiencia rara cuando reflexionamos, si nos atrevemos a indagar y a discutir genuinamente y, por lo tanto, a desobedecer la regla: Siempre es bueno más de lo mismo. Porque si se hace un uso poroso de la razón, en el ir y venir de los argumentos y contraargumentos, ese determinar y desestabilizar conceptos sucede todo el tiempo. Casi diría que no hay argumentación que valga la pena en la que, al menos en varias de sus fases, no aparezcan o, al menos, se esbocen, o insinúen un poco, propuestas sea de nuevas determinaciones conceptuales, sea de nuevas desestabilizaciones.


  Agrego todavía: no es un secreto que las entradas de este diccionario son capaces de llevar a cabo esas determinaciones y desestabilizaciones conceptuales sobre la familia de conceptos de la justicia porque estamos ante productos de diferentes memorias tanto teóricas como prácticas. De ahí que cualquiera que sea la manera discontinua cómo se lo consulte, este diccionario contiene memorias, no por subdeterminadas y conflictivas, menos educadoras: memorias del pasado y del presente de teorizaciones sobre la justicia, pero también memorias de injusticias bien concretas del pasado y del presente. Cuando se habla de memoria a veces viene a la mente la imagen del espejo, porque las memorias tienen algo de espejos que nos confirman y hasta nos determinan. Sin embargo, en ocasiones las memorias también se comportan como ventanas. Espero que muchas entradas de este diccionario puedan contribuir a alguna de esas funciones y, así, directa o indirectamente, ayuden en alguna medida a cuidar la justicia.


  CARLOS PEREDA


  A


  acción afirmativa


  La búsqueda de la justicia es una de las preocupaciones fundamentales de las instancias de los Estados, y en ese marco se pretende la incorporación de todos los miembros de la sociedad para participar de los beneficios generados por tales Estados. Se aspira a construir acciones positivas incluyentes que promuevan estrategias varias para el alcance de dicha justicia y entre esos programas se hallan las políticas de acción afirmativa, que son utilizadas en diversos escenarios públicos, como universidades y espacios políticos, a modo de cuotas de inclusión. Estas acciones dan preferencia a las minorías para promover su presencia y participación en los diferentes ámbitos públicos –históricamente excluidos– y buscan compensar y corregir los daños generados en el pasado –principalmente por discriminaciones en contra de las minorías raciales–, entre ellas, las mujeres, los discapacitados, los indígenas y otros grupos históricamente desaventajados. De este modo, la pretendida equidad que se vincula al ámbito de la justicia fue lo que motivó a un grupo de países a transitar de las políticas de la igualdad de trato a las de igualdad de oportunidades, para promover acciones afirmativas desde ahí.


  Para los apologistas de este programa, es insuficiente la legislación que busca la cancelación de la discriminación en los diversos campos tales como la educación, empleo y participación política; por ello, se requieren de manera urgente y temporal estas acciones que intentan una mayor equidad.


  La expresión “acción afirmativa” se usó en Estados Unidos y en Gran Bretaña, y en el resto de Europa fue conocida como acción positiva. Este término tuvo sus orígenes en el Acta Wagner de 1935, apoyada por Franklin D. Roosevelt y propuesta por el senador Richard F. Wagner. Esta ley emanó del derecho laboral y se relacionó con los reclamos y protestas de los grupos minoritarios, principalmente afroamericanos sumados a movimientos de contestación social. Éstos recayeron en lo que es el derecho antidiscriminatorio.


  Más tarde en 1955, el paradigmático evento de Rosa Louise Parks –en la ciudad de Montgomery, se negó a ceder su lugar a un viajero blanco en un autobús– detonó serias y fuertes protestas. A partir de ahí, esta acción afirmativa se propuso como política pública en el ánimo de generar equidad.


  Con John F. Kennedy, en 1961, se exigió la señalada adopción de las medidas de integración de minorías, y en 1963 se hizo la Propuesta del Acta de Derechos Civiles impulsada por él mismo. Ahí se reconoció la imperiosa necesidad de hacer de la acción afirmativa una política de Estado que ayudara a conformar al país en tanto comunidad democrática. Con ese Acta, se buscaba permitir el acceso a los puestos de trabajo a todos los ciudadanos, sin distingo del color de piel.


  En 1965, con Lyndon B. Johnson, la presidencia de Estados Unidos consideró ilegal la discriminación de las minorías según sea por raza, color, religión o por el origen nacional. En 1967, se enmienda tal Orden del Ejecutivo y se incluye la discriminación sexual (Barrère, 2003: 3). La acción afirmativa tuvo un enorme impacto en las universidades, las cuales intentaban incorporar a las minorías raciales, y esto se logró gracias a los apoyos y a la financiación pública con que fueron favorecidas dichas universidades. En Estados Unidos, esta política se entendió como una de las medidas para compensar o corregir una discriminación presente o pasada, y para impedir que se repitiera en el futuro. Se buscaba la integración tanto en el mercado de trabajo como en las instituciones, así como la igualdad de oportunidades para todos, puesto que hay quienes no se incorporan debido a la exclusión histórica recurrente y estructural. En las acciones afirmativas, se da un trato preferencial en ciertas actividades de carácter cívico, privado o político, hacia quienes han estado persistentemente discriminados.


  Algunos resultados de esta política de la acción afirmativa demostraron –en Estados Unidos durante los años setenta– una situación en la que más que nunca, la población estudiantil negra formó parte de las filas universitarias. Esto suscitó también fuertes críticas, principalmente de solicitantes blancos rechazados que obtenían puntajes más altos que los estudiantes de las minorías admitidos en esas universidades. Y estos casos llegaron hasta la Suprema Corte de Justicia, como el de una estudiante de la Universidad de California en Davis. El juicio de la Corte fue confuso, porque, por un lado, señaló que el uso de cuotas violaba la Décimo Cuarta Enmienda de la Constitución, por lo que la alumna debería ser admitida, pero al mismo tiempo los jueces afirmaban que era constitucionalmente aceptable considerar la acción afirmativa en los temas de admisiones por cuestiones de raza.


  La apuesta de este programa se vincula con la integración e inclusión y con el principio de igualdad de oportunidades para quienes sistemáticamente han sido excluidos. El caso de las mujeres trabajadoras busca defenderse de las discriminaciones recurrentes, por lo que se propone en la legislación norteamericana, lo que se conoció como ERA (Equal Rights Amendment), en 1972 y se discutió hasta 1982. Sin embargo, al abocarse a los empleos del gobierno, y esto unido a los prejuicios conservadores antifeministas y a las ideologizaciones, las propuestas para esta Enmienda fenecieron (Mansbridge, 1986: 1-8 y 39). Con ello se buscaba generar una igualdad en las oportunidades para las mujeres, un intento de cambio de los papeles de las mujeres en el trabajo, en la casa y en la sociedad que habría de haberse reflejado en sus salarios.


  En México, esta acción afirmativa ha sido implementada de manera principal en la vida política y partidista –mediante el establecimiento de cuotas electorales– a partir de las pretensiones iniciales de incorporación de las mujeres en la escena político-electoral. Así, México cuenta con un sistema de cuotas desde 2002, respaldado por el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. En él, está la justificación debida a la subrepresentación de las mujeres en cargos de toma de decisión política. Esto ha impulsado de manera significativa la participación y el reconocimiento de la equidad de las mujeres que las legislaciones han ido reivindicando ante la heredada deuda de exclusión, no lo es en el caso de los indígenas, ante los cuales las instituciones políticas y educativas quedan en deuda.


  Los cambios en las legislaciones han sido capaces de transformar de manera decisiva las formas de vida en la sociedad, y esto ha redundado de manera indefectible en variadas consecuencias en lo social y en las estructuras culturales tradicionales que han mantenido a las mujeres en la marginación política. Su presencia muestra la participación tan necesaria para la realización de los procesos democráticos. Desde ahí se van generando cambios en la construcción cultural y poco a poco incorporan y desarrollan capacidades de comprensión y de sensibilización. El andamiaje de carácter jurídico generado desde el ámbito legislativo que se ha construido en los últimos quince años en México ha servido para transformar los contextos socioculturales y políticos. Con ello, podrán desmantelarse aquellas estructuras que reproducen y continúan generando desigualdad.


  Apelar a la acción afirmativa obliga a considerar que los recursos preferenciales son transitorios y podrán abandonarse gradualmente cuando se hayan cambiado las percepciones socioculturales y se lleven a cabo con respeto las funciones que propician la igualdad de oportunidades para todos los ciudadanos, en cuanto a la raza y al género principalmente, pero pensando siempre en que no puede ser una medida permanente. Por tal motivo, el principio de acción afirmativa propicia que las medidas de inclusión sean vistas como excepción a un principio de igualdad. Es posible cuestionar la acción afirmativa al establecer las políticas de admisiones, por ejemplo, a las universidades o de las cuotas de mujeres en las cámaras legislativas, dado que violan las constituciones que exigen y garantizan la protección igual. Con independencia de esta cuestión constitucional y si nos enfocamos directamente en la cuestión moral, podría preguntarse si es injusto considerar la raza, la etnicidad o el género como factores para contratar trabajadores o trabajadoras o admitir estudiantes en las universidades (Sandel, 2009: 169). En realidad, las razones para justificar lo anterior se ubican principalmente en el argumento compensatorio y en el de la diversidad. En el caso del primero, es un remedio ante los daños y males del pasado, y la idea es dar preferencia a quienes han sido protagonistas de una historia de discriminación que los ha ubicado en un sitio de desventajas injustas. Se busca distribuir el beneficio o la inclusión de modo que se compensen las injusticias pasadas. Este argumento tiene un reto enorme, porque los críticos señalan que aquellos a los que se beneficia no son necesariamente aquellos que han sufrido, y entre aquellos que pagan la compensación, sólo algunos son responsables por los daños que han sido rectificados (Sandel, 2009: 170).


  Como puede verse, el tema de la acción afirmativa es complejo, porque con ella se aplican criterios determinados desde alguna razón, principalmente una responsabilidad colectiva histórica y heredada. Esto constituye un problema, ya que la compensación de la acción afirmativa depende de un concepto altamente complejo, como ocurre con la responsabilidad colectiva. La pregunta sobre qué habría de hacerse llega hasta donde hay responsabilidad moral para rectificar daños o males cometidos por generaciones previas. Esta cuestión es relevante, pero complicada y rebasa los límites de este escrito.


  En cuanto a la razón de promoción de la diversidad, tiene que ver con la búsqueda de una meta comunal y democrática que implica el avance social, puesto que se vincula con el bien común y con la riqueza que existe en la conformación de las diversas perspectivas humanas. La acción afirmativa permite a los desaventajados ocupar posiciones de liderazgo en las esferas públicas y privadas, lo cual es una contribución y apoyo a la realización del bien común apoyándose en la igualdad, como lo señaló en 2001 la ONU.


  Ahora bien, los argumentos sobre la pluralidad y el beneficio comunal son percibidos por los críticos de la acción afirmativa como no necesariamente provechosos, pues consideran que en vez de forjar una sociedad plural o reducir los prejuicios y desigualdades, a la larga dañarán la autoestima de las personas que buscan oportunidades, como los estudiantes minoritarios o las mujeres. Para ellos, esto hará crecer la conciencia racial y de género en ambos lados, incrementando las tensiones y provocando resentimiento entre los grupos a los que les son quitadas las oportunidades ganadas justamente. Como puede advertirse, los criterios para generar la acción afirmativa suelen pensarse como injustos al ponerlos en desventaja competitiva. Los críticos también consideran que no necesariamente es injusta esta acción afirmativa; sin embargo, piensan que, lejos que alcanzar la meta perseguida, provocan más mal que bien. No obstante, los efectos que podemos anotar en torno de las acciones afirmativas muestran que han servido como recurso real para la incorporación de los históricamente excluidos de las oportunidades.


  La reflexión sobre si la acción afirmativa viola los derechos puede tener dos perspectivas: la utilitarista, cuya preocupación será evaluar los beneficios finales, y por el otro, los casos de los liberales kantianos o rawlsianos que consideran que los derechos no pueden ser ignorados; si cualquier acción viola los derechos de alguien, tal acción es injusta. En su obra Una teoría de la justicia, John Rawls señala líneas fundamentales y defiende que pueden llevarse a cabo procedimientos diferenciados en favor de quienes están en situaciones menos aventajadas en la sociedad, para con ello lograr la igualdad (Rawls, 1999: 63-77). Ésta es la argumentación del principio rawlsiano de la diferencia que acepta situaciones compensatorias que resultan ser necesarias para lograr la igualdad y para enmendar las desigualdades sociales. Sin embargo, estos asertos no quedaron sin respuestas y Thomas Nagel (1973: 348-363) las discutió, reflexionando sobre la discriminación compensatoria y la acción afirmativa frente al consenso. Se ha aceptado de manera generalizada que la discriminación debe ser rechazada, pero considera que algunas instituciones públicas pueden mantener criterios de cuotas para las universidades que dan cuenta de la discriminación inversa. Evidentemente, la discriminación explícita no es aceptable, pero porque aun con su rechazo persiste en ciertos grupos; por ello, pueden aceptarse medidas compensatorias. Nagel alza el debate en el que las opiniones y argumentos se dividen.


  Por su parte y desde la filosofía del derecho, Ronald Dworkin sostiene que la acción afirmativa no viola los derechos de las personas y defiende que la inclusión siempre involucra criterios de admisión que están fuera del nuestro control. Esto depende según el ámbito en el que estemos; es decir, de acuerdo con Dworkin, serán los criterios que deben prevalecer. En el ámbito universitario, los criterios de este tipo deberán ser considerados de manera única y no principal y tales criterios no son cuestión de merecimiento moral. La acción afirmativa no incluye esos prejuicios, sino que afirma que dada la importancia de la promoción de la diversidad de ser indígena, mujer, negro o hispano en Estados Unidos, puede ser socialmente una característica o rasgo útil (Dworkin, 1977: 327). Éste fue el reclamo en el caso Hopwood, estudiante rechazada en la escuela de Leyes,1 de la Universidad de Texas, o de Allen Bakke, quien tuvo notas más destacadas que los estudiantes minoritarios y quedó fuera de la universidad. El rechazo de Hopwood, según Dworkin, no tiene fuerza moral porque no se señala en la Escuela de Leyes que ella sea inferior o que la minoría de estudiantes admitidos merecieran alguna ventaja que ella no tenía. Por ende, esto no podía señalarse como injusticia, lo que muestra la existencia de cuotas de integración para generar balances, no por prejuicios de ningún tipo; para defender una comunidad integral que sirva al bien común, es una cuestión de utilidad social. Sin embargo, los reclamos de los opositores a este principio de acción afirmativa continúan hoy día, como evidencia el caso de Abigail Fisher, quien en octubre de 2012 emprendió un juicio contra la Universidad de Texas en Austin, que considera a la raza como uno de los criterios de admisión. Su argumento fue que la raza y la etnicidad no deberían de ser consideradas en las admisiones (la suya, en 2008), porque violaban la Cláusula de Igual Protección de la 14a Enmienda y esto contradecía a la Constitución que apela a la igualdad. Según ella, fue la raza lo que le quitó la oportunidad de ser admitida en la citada universidad,2 ya que era caucásica. La sentencia favorable volvió a remover las críticas y los argumentos en favor y en contra de la acción afirmativa.


  Por los reclamos hechos desde los casos de los setenta, este proceso fue conocido como “discriminación positiva”: se dará preferencia a aquel candidato o candidata que forme parte del grupo infrarrepresentado y que posea las aptitudes suficientes. Ahora bien, es relevante señalar que la acción afirmativa viene a ser una excepción a un derecho obtenido. La justificación de la discriminación positiva radica en la igualdad, una igualdad que se ha de conseguir a mediano y a largo plazo. De ahí surge la pregunta sobre si ésta satisface el principio de igualdad, dado que éste exige tratar a las personas como iguales (Dworkin, 1984: 332). Hay una evidente discriminación que es positiva –o inversa– (Dworkin, 1984: 327) al considerarse valiosa, necesaria y justa. Es una diferenciación en el trato, debido a que existen condiciones relevantes en relación con los efectos de las normas. Este trato diferenciado busca compensar injusticias o desigualdades históricas que no se corregirían por medio de la igualdad de oportunidades. Es posible decir que la igualdad sí está en la discriminación positiva; sin embargo, se trata de la igualdad visualizada a futuro. A los defensores de la acción afirmativa les parece que esta denominación de discriminación positiva es errónea, porque alude a un tipo de injusticia al diferenciar en un derecho igualitarista y porque rompe con el principio de igualdad de oportunidades basado en presupuestos de mérito y capacidad. Es imperativo pugnar sin descanso por erradicar las desigualdades estructurales de ciertos grupos para alcanzar el momento en que esta acción afirmativa no sea necesaria.


  Como puede verse, la consideración de la acción afirmativa ha sido y es controvertida, y quienes se oponen a ella insisten en que socava uno de los máximos valores contemporáneos –como la igualdad de oportunidades–, aunque lo que se busca con tal acción es precisamente esa igualdad para todos y con ello lograr una sociedad incluyente y justa.
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  [DORA ELVIRA GARCÍA]


  argumentación jurídica


  Las teorías de la argumentación jurídica estudian la práctica de justificar afirmaciones en relación con la aplicación e interpretación de normas jurídicas para la resolución de casos difíciles por parte de los tribunales (Atienza, 1991). También contribuyen al análisis teórico por parte de abogados y académicos especialistas en derecho. En menor medida, se ocupan de las razones del establecimiento de normas jurídicas (legislación, reglamentos y otras) y de los argumentos acerca de la prueba de los hechos en las controversias judiciales.


  DE LA NUEVA RETÓRICA A LAS TEORÍAS DE LA ARGUMENTACIÓN. Luego de la segunda guerra mundial, el neopositivismo recibe críticas por excluir nociones supuestamente metafísicas o carentes de sentido como “justicia”, “moral” o “Estado”. En Tópica y Jurisprudencia (1953), Theodor Viehweg recurre a Vico para contrastar el método retórico de la antigüedad con el método cartesiano. El primero estaba fundado en la búsqueda de lugares comunes o tópica, a partir del sentido común y la disputa; el de Descartes en el modo geométrico. Viehweg también aborda la tópica aristotélica y luego la ciceroniana.


  Según Viehweg, la tópica es una técnica de pensamiento dedicada a resolver problemas, a diferencia del pensamiento sistemático de la lógica deductiva, cuya prioridad es construir sistemas. El modo sistemático funciona desde el todo, mientras que el pensamiento problemático hace una selección de cuestiones, fundamentalmente prácticas. La tópica ofrece al orador un conjunto de “lugares comunes” que sirven como candidatos a premisas. Este repertorio de tópicos estimula la invención retórica.


  Para Viehweg, la jurisprudencia no es una disciplina sistematizable. De hecho, como su nombre lo indica, se trata de una versión específica de la virtud de la prudencia, referida a lo que es justo aquí y ahora. Tanto el Ius Civile como la jurisprudencia medieval fueron esencialmente tópicos. El primero era una tópica aceptada por los notables. En el segundo caso, el llamado mos italicus o estilo italiano de estudiar el derecho constituía una tendencia práctica o utilitaria, entre glosadores o comentaristas.


  Viehweg atribuye a Leibniz y a los civilistas empeñados en codificar las leyes, el hecho de que se haya abandonado la tópica, por la supuesta búsqueda del método axiomático. El proyecto estaba, según el autor, condenado al fracaso porque la naturaleza del lenguaje jurídico no resistiría, afirma, la precisión y formalización del lenguaje matemático. Cabe destacar la ingenuidad de esta crítica, pues la axiomática no formaba parte de la práctica jurídica en 1953, ni siquiera del positivismo jurídico de Hans Kelsen y, al momento de aparecer la obra de Viehweg, la lógica deóntica fundada por von Wright apenas acababa de nacer.


  Contemporáneo de Viehweg, Chaïm Perelman deja la filosofía analítica para estudiar la tradición retórica antigua. Ésta permite emplear juicios de valor en las discusiones. No se trata de una lógica propiamente dicha, pues no parte de deducciones formalmente correctas, sino de argumentos cuya finalidad no es alcanzar la verdad sino ganar la adhesión del auditorio. La retórica es el arte de lo plausible y razonable, de la persuasión y del convencimiento.


  Para Aristóteles, la retórica comprendía la invención, la composición del discurso y su elocución. Pero después la disciplina cae en descrédito, porque los tratados se concentran principalmente en la composición. Perelman y Olbrechts-Tyteca afirman que la nueva retórica constituye un retorno a la tradición original.


  El razonamiento jurídico es, para Perelman y Olbrechts-Tyteca, específicamente dialéctico, no analítico. A partir de la publicación de su famoso Tratado de la argumentación (1958), comenzará a llamarse “lógica jurídica” a la nueva retórica, supuestamente específica del derecho y distinta de la lógica filosófica. Sin embargo, es controvertido llamar “lógica” a la retórica jurídica descrita por estos autores, en la cual el objetivo es incidir en el juicio y la íntima convicción del juez y modificar la jurisprudencia o la legislación. Eso no significa que la retórica jurídica carezca completamente de justificación racional, pues el orador debe ofrecer motivos de sus pretensiones.


  Perelman destaca tres periodos históricos: el razonamiento judicial antes de la Revolución francesa, que despreciaba la motivación en favor de la justicia. La etapa que persigue la legalidad y la seguridad (separación de poderes, codificación y obligación del juez de decidir siempre, sin pretextar lagunas). Finalmente, luego de la segunda guerra mundial, el positivismo jurídico pierde terreno ante un neoaristotelismo que postula que un juez razonable debe interpretar y aplicar las normas de acuerdo con la equidad. Aunque, para Perelman, esta última fase no es una vuelta al iusnaturalismo de los siglos XVII y XVIII, autores de la posguerra como Radbruch popularizarán la tesis moral de que la extrema injusticia no debe ser considerada derecho.


  El tercer gran crítico del razonamiento lógico en el derecho que abre la vía a las teorías de la argumentación jurídica es Stephen Toulmin. Más que un retorno a la tradición tópica y retórica de la antigüedad, a este autor le interesan los argumentos en el sentido de disputas, es decir, interacciones humanas por medio de las cuales se formulan, debaten y se revierten tramos de razonamiento. Toulmin distingue entre el uso instrumental y argumentativo del lenguaje. El primero no ofrece razones, aparte de las emisiones lingüísticas directas que exclaman u ordenan. El uso argumentativo, en cambio, depende del respaldo que las afirmaciones proferidas tengan en razones.


  A pesar de la diversidad de situaciones posibles, Toulmin cree que existe una estructura en la argumentación (cuatro elementos de los que están compuestos los argumentos, funciones de cada uno de éstos y relaciones entre ellos): pretensión, razones, garantía y respaldo. La pretensión es la afirmación central de un argumento (“Juan tiene derecho a recibir la herencia”). Las razones son los hechos específicos que lo acompañan (“Juan es hijo de Pedro, muerto sin testamento”). La garantía es el enunciado que autoriza el paso de las razones a la pretensión (“Los hijos tienen derecho de heredar de sus padres fallecidos ab intestato”). Finalmente, el respaldo es el enunciado que indica la validez de la garantía gracias al campo general de información que presupone (“El artículo 1602 del Código Civil para el Distrito Federal”).


  La diferencia entre garantía y respaldo permite distinguir, según Toulmin, entre argumentos analíticos y argumentos llamados sustanciales. Son analíticos aquellos en los cuales el respaldo para la garantía contiene la información presente en la conclusión. De otro modo, son sustanciales. En la práctica son más importantes los argumentos sustanciales y, sin embargo, la lógica se ocupa principalmente de los analíticos. Ésta es la principal crítica de Toulmin a los enfoques lógicos de la argumentación.


  En las cadenas de argumentos, las razones y garantías de una pretensión pueden convertirse, a su vez, en pretensiones que necesiten sus propias razones, garantías y respaldo. De modo que la clasificación de los enunciados por la función que cumplen como elementos en la argumentación depende del lugar en la cadena argumentativa.


  En un esquema más general, Toulmin agrega dos elementos: los cualificadores modales (“probablemente”, “necesariamente”, etcétera) y condiciones de refutación (“excepto si...”).


  Aunque en la obra de Toulmin tenemos ya una teoría de la argumentación, recibirá importantes críticas, entre otros de Jürgen Habermas. Éste le reclama que divida la argumentación en campos institucionales (derecho, medicina, ciencia, dirección de empresas, arte e ingeniería), en vez de distinguirla por sus pretensiones de validez (verdad de las proposiciones, corrección de las normas de acción, adecuación a estándares de valor, veracidad de manifestaciones expresivas e inteligibilidad en el uso de medios de expresión) (Habermas, 1987). La noción de pretensión de validez tiene su antecedente en la retórica antigua en la teoría de las causas de la argumentación que va de Hermágoras a Quintiliano (Bolaños, 2002: 28-32). Paradójicamente, el enfoque habermasiano no institucional será retomado por Robert Alexy para dar lugar a una teoría de la argumentación específicamente jurídica.


  LA TEORÍA DE ROBERT ALEXY. En su influyente Teoría de la argumentación jurídica (1978), Robert Alexy observa que las decisiones judiciales no siempre consisten en la mera subsunción lógica de un hecho en una norma jurídica. La subsunción es insuficiente por: la vaguedad del lenguaje jurídico, la existencia de conflictos entre normas, la presencia de lagunas y la posibilidad de decidir válidamente contra legem.


  Algunos de estos problemas se resuelven mediante cánones de la interpretación (“la ley posterior deroga a la anterior”, etcétera). Pero dado que cada canon puede sugerir un resultado diferente y no existe una jerarquía entre ellos, no es raro reencontrar conflictos interpretativos. Algo semejante ocurre si conformamos un sistema de principios generales de derecho (“nadie puede beneficiarse de su mala fe”, etcétera); éstos pueden colisionar.


  Aunque la elección de normas jurídicas y reglas metodológicas sea un ejercicio de valoración, es posible objetivarlo. El juez puede apoyarse en valores sociales existentes o eficaces, siempre que justifique por qué. También debe atender a los precedentes. Finalmente, el juez debe apelar al sistema interno de valoraciones del derecho (enfoques presentes en la Constitución, las leyes y las resoluciones judiciales).


  La argumentación jurídica es, según Alexy, un caso especial de la teoría del discurso práctico general y racional, que es el estudio de los procedimientos que permiten fundamentar racionalmente juicios de valor. Además de la pretensión de justificabilidad racional, la teoría de la argumentación enarbola una pretensión de generalizabilidad, según la cual quien justifica acepta también como igual a su interlocutor y descarta la fuerza como modo de persuasión. Inspirado, como decíamos, en la teoría de Habermas, Alexy postula que el discurso jurídico racional presupone un ideal de diálogo en el cual las partes buscan convencer, no manipular, mediante reglas procedimentales que faciliten la racionalidad. En su caso, es necesario justificar la exclusión de algún actor mediante sólidas razones pragmáticas.


  Alexy menciona como rivales de su modelo del discurso racional al deductivo (la exégesis en Francia o la jurisprudencia de conceptos en Alemania), al decisorio (realismo jurídico y perspectiva tardía de Kelsen acerca de las relaciones entre lógica y derecho), al hermenéutico (que postula una relación circular entre norma e interpretación) y al de la coherencia (Savigny y Dworkin que suponen la existencia de un sistema jurídico completo).


  Alexy enuncia una serie de reglas fundamentales del discurso práctico general: el principio de no contradicción, la regla de pretensión de sinceridad, el principio de univocidad o uso común del lenguaje, el principio de universalidad. Alude a tres “reglas de la razón” (el principio de igualdad de las partes, el de universalidad y la regla de la no coerción). Reglas técnicas sobre la carga de la argumentación obligan a fundamentar cualquier trato desigual excepcional, a ofrecer razones para desconocer una norma y fijan los límites al deber de ofrecer razones. Por lo que respecta a las aseveraciones sobre deseos, opiniones o necesidades propios del hablante, deben ser justificados cuando se solicite.


  Alexy también clasifica la forma de los argumentos. Por un lado, los que refieren a una regla válida y presuponen la existencia de un enunciado de hecho que describe las condiciones de aplicación de la regla. Por el otro, los que señalan sus consecuencias y presuponen una regla que califica éstas como buenas u obligatorias. Cuando surgen problemas que no pueden ser resueltos mediante el discurso práctico se aplican reglas de transición que conducen hacia un discurso teórico, de análisis del lenguaje o de teoría del discurso.


  A pesar de esta lista de procedimientos, Alexy reconoce que no siempre puede llegarse a un acuerdo racional. De ahí la importancia del carácter coactivo de la decisión jurídica. La coacción legítima cierra la discusión racional.


  Una importante distinción destacada por Alexy es entre justificación interna y justificación externa de los enunciados normativos. En el primer caso, la forma de la justificación incluye un cuantificador universal, una constante que represente al individuo, predicados que representen hecho y conducta, y un operador deóntico. Por su parte, la justificación externa concierne a la justificación de las premisas jurídicas sustantivas, empíricas y procedimentales empleadas en la justificación interna.


  Recientemente, Alexy ha elaborado una fórmula aritmética para ayudar al jurista a ponderar normas en conflicto. Esta innovación ha abierto nuevos caminos a la argumentación jurídica (Carbonell, 2012).


  LA TEORÍA DE NEIL MACCORMICK. Otra teoría estándar de la argumentación jurídica es la de Neil MacCormick (1978) quien se sitúa entre el ultrarracionalismo de Ronald Dworkin y el irracionalismo de los realistas jurídicos. Él admite la existencia de dos dimensiones en la argumentación jurídica: la normativa, cuyo objetivo es la justificación, y la subjetiva, con un componente afectivo. Cuando no pueden recurrir a una inferencia lógica directa, los jueces deciden movidos por sus preferencias personales; pero las premisas de sus argumentos no deben ser arbitrarias, sino poseer una dimensión universal. El carácter universal de la argumentación jurídica es lo que la hace una especie de la razón práctica.


  Para MacCormick, existen cuatro tipos de casos difíciles en los cuales el razonamiento lógico es insuficiente: difíciles por su interpretación o por su relevancia (en los cuales el problema reside en la premisa normativa) y difíciles por la prueba o por la calificación (reside en la premisa fáctica). Justificar una decisión jurídica supone cumplir los requisitos de universalidad, de sistematicidad y el consecuencialista. La universalidad no significa optar por la mayor generalidad posible, sino por corrección conforme a reglas y principios válidos o por la equidad. Una decisión es acorde con el sistema si satisface requisitos de consistencia (es decir, no contradicción) y de coherencia (es posible inferir válidamente la conclusión a partir de principios, fines o valores legítimos, o mediante analogía con otros casos). En tercer lugar, los jueces deben tomar en cuenta las consecuencias de sus decisiones en términos de justicia, sentido común y bien público.


  Digamos, para concluir, que la antigua oposición entre retórica y lógica, entre las tradiciones dialéctica y sistemática, está vigente en las teorías de la argumentación jurídica.
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  [BERNARDO BOLAÑOS]


  autonomía


  En la Grecia antigua, ya se halla la noción “autonomía” como la capacidad política y constitucional de una ciudad para emitir sus propias leyes. Más tarde, “el término pasó a ser usado en controversias religiosas durante la reforma; pero su principal uso en el inicio de los tiempos modernos fue en las discusiones políticas” (Schneewind, 2005: 3).


  El concepto de autonomía gana una importancia central sólo con Kant. Al ser entendido como una autolegislación por medio de la razón, la autonomía puede ser comprendida como principio estructural de toda la filosofía kantiana.3


  Para Kant, la autonomía es elemento de la moralidad a la cual se subordina el propio principio del derecho; consiste en la “propiedad de la razón de dar leyes a sí misma”, aspecto positivo del concepto de libertad. En contraste con el sentido negativo de libertad (independencia de las leyes naturales), el aspecto positivo de la libertad, al no poder comprobarse ontológicamente como una propiedad sustancial del ser humano –ella se funda apenas como un punto de vista–, representa la posibilidad de actuar libremente, pues la imposibilidad de refutar tal facultad de acción basta para establecer su realidad y cogencia “para propósitos prácticos”, es decir, como “razón pura práctica”.


  Sin embargo, para que ese principio no se convierta en un contenido más, en la larga historia de los sistemas morales doctrinarios, es necesario, según Kant, que éste sea estrictamente formal, en cuanto procedimiento de universalización de máximas, capaz de fundar tanto las leyes éticas como las jurídicas –las primeras atinentes, al aspecto interior de la acción (el propio deber ha de ser su móvil), y las últimas, al aspecto exterior (basta que la acción sea conforme a la ley, independientemente de la intención). Sólo así, cree Kant, puede constituirse un sistema de leyes prácticas –una metafísica de las costumbres– que evita no sólo el escepticismo de un Hobbes, ya que se halla anclado en la universalidad de la autonomía, sino también el dogmatismo de un Spinoza, en tanto desproveído de un conjunto prescriptivo, predeterminado, de normas específicas.


  De esa manera, Kant pretende compatibilizar la libertad comprendida como limitación recíproca, principio fundamental del liberalismo político, y la libertad comprendida como autonomía (la capacidad, como se señaló, de dar leyes a sí mismo). Desde el punto de vista de la razón legisladora –o del hombre como “ser inteligible”–, el imperativo categórico se instituye como principio supremo de una legislación ideal, el “derecho natural” o, mejor dicho, derecho racional, que sirve de modelo para la institución de una legislación efectiva, el “derecho positivo”, el cual se hace necesario, desde el punto de vista de la sensibilidad –o del hombre como “ser sensible”, dotado de apetitos e inclinaciones–, para regular el convivio entre los hombres en una sociedad dada. Tal es el esquema que permite a Kant, a partir de las categorías racionales, pensar un progreso posible de las instituciones humanas: en la medida en que la política se paute por lo ideal de la ley moral como un principio regulador –lo que, a su vez, sólo es posible por medio de la consolidación de una “esfera pública” donde sea dado a los individuos ejercer su autonomía de pensamiento (o aquello a lo que Kant llama un “uso público de la razón”)–, será posible concebir la historia como un proceso de aproximación gradual a aquel ideal.


  Así, en Kant, el principio de autonomía permite articular, a partir de la moral, los demás dominios de la filosofía práctica: la política, el derecho y la historia. En el debate contemporáneo de la filosofía política, algunos autores procuraron recuperar el núcleo central del concepto kantiano de autonomía. Aunque la autolegislación moral y jurídica, así como la autodeterminación política, hayan sido elucidadas de forma diversificada en el cuadro del kantismo contemporáneo, es posible formular una idea común de autonomía: actuamos de forma autónoma cuando obedecemos estrictamente a las leyes que todos los involucrados podrían aceptar como buenas razones, con base en el uso público de su razón.4 Por eso, en la tradición que sigue Kant, no es posible desasociar la autonomía de la noción de “razón pública” o “uso público de la razón” ––o del papel normativo desempeñado por la “esfera pública”– (Habermas, 1990).


  Es justamente ese papel articulador que la autonomía ejercerá en el proyecto habermasiano, ya sea en La ética del discurso y la cuestión de la verdad (2003), donde la primacía de la moral es todavía similar a la de Kant, ya sea en Facticidad y validez, donde la autonomía, en la cualidad de un “principio del discurso”, toca un grado mayor de generalidad y, al tornarse neutral en relación con la moral y con el derecho, pasa a diferenciarse conforme la naturaleza de las cuestiones prácticas debatidas en la esfera pública, es decir, cuestiones todavía morales, pero también ético-políticas y pragmáticas (Habermas, 1992).


  En la tradición de la teoría crítica, Jürgen Habermas es el autor que recoloca el concepto kantiano de autonomía en la base de la reflexión filosófico-política, intentando elucidar y fundamentar sus propios criterios normativos. Tal movimiento se completa en dos etapas: en la primera, que está centrada en La ética del discurso y la cuestión de la verdad (2003), Habermas actualiza la moral kantiana de tal manera que ella contenga elementos consecuencialistas, siendo así capaz de responder simultáneamente a dos objeciones: a la crítica hegeliana de formalismo y a la distinción introducida por Weber entre ética de la convicción y ética de la responsabilidad. En la segunda, se verifica un mayor alejamiento de la matriz kantiana en la medida en que el derecho y la teoría política se muestran como desarrollos necesarios de la teoría de Habermas. En ese contexto, él percibe la necesidad de desligar el derecho de su anterior subordinación a la moral, tornándose urgente distinguir también diferentes dominios y principios para autonomía: la persona moral pasa a distinguirse de la persona de derecho, y los aspectos de autonomía envueltos en los dos tipos pasan a relacionarse según un elemento mediador, que puede denominarse, en sentido amplio, política.


  A partir de 1990, Habermas percibe que, si evaluásemos todas las normas jurídicas sólo a la luz de razones morales, limitaríamos los temas, contribuciones y críticas que componen el ámbito del derecho, más allá de limitar la propia autonomía. Por esa razón, el principio del discurso recibirá más una especificación cuando su procedimiento corresponda a las normalizaciones legítimas del derecho. Esa especificación correspondiente lleva a Habermas a formular, en Facticidad y validez, su “principio de democracia”, según el cual sólo pueden pretender validez legítima las leyes jurídicas capaces de encontrar el asentimiento de todos los parceros del derecho, en un proceso jurídico de normalización discursiva. El principio de democracia, así como el principio moral, resulta de una especificación del “principio del discurso” para las normas de acción que surgen en la forma del derecho y que pueden ser auxiliadas, como vimos, con argumentos ético-políticos, pragmáticos, más allá de los morales. En ese “proceso jurídico de normalización discursiva”, que alude al proceso político de formación democrática de la opinión y de la voluntad asegurado jurídicamente, los argumentos morales surgen juntamente con los otros dos.


  Con el concepto de autonomía, Habermas también puede elucidar su tesis sobre la cooriginaridad entre derechos humanos y soberanía popular (Habermas, 1997), tesis que, de acuerdo con el autor, fue implícitamente defendida ya por Kant. Cuando respondemos a la cuestión sobre cuáles derechos los ciudadanos necesitan atribuirse mutuamente en caso de que quieran regular de manera legítima su vida común por medio del derecho positivo, tenemos que referirnos normativamente tanto al dominio de las leyes presentes en los derechos humanos cuanto al principio de soberanía popular. Las autonomías privada y pública deben ser recíprocamente presupuestas. La práctica de autolegislación de los ciudadanos necesita ser institucionalizada en la forma de derechos de participación política; pero esto presupone el estatus de personas jurídicas en calidad de portadoras de derechos subjetivos; y un tal orden no puede existir sin los clásicos conceptos de libertad, ya que los ciudadanos son cooriginariamente destinatarios de las leyes y autolegisladores.


  Así, las autonomías pública y privada no sólo poseen un fundamento común, alojado en discursos exentos de coerción, sino que también se presuponen mutuamente; esto quiere decir que comparten un nexo conceptual que impide la afirmación de una de las formas de autonomía sin la afirmación simultánea de la otra. Ese nexo normativo-conceptual entre los dos momentos de la autonomía jurídica representa la llamada “tesis de la cooriginariedad”, con la cual Habermas juzga superar el conflicto entre las autonomías pública y privada, presente a lo largo de toda la tradición occidental del pensamiento político-filosófico.


  Los debates más actuales de la filosofía política en torno del concepto de autonomía son configurados en virtud de reacciones, la mayoría de las veces, al estilo aristotélico-hegeliano, enfrente de la formulación kantiana. Ellos resaltan aspectos éticos y comunitarios de la autonomía, critican la orientación bastante individualista de los derechos y de la libertad, subrayan las condiciones materiales para la conducción autónoma de la vida y entienden que es necesario anclar el concepto de autonomía en las demandas particulares de los movimientos sociales y de las luchas por reconocimiento.5 Se parte, sobre todo, del debate de los ochenta, caracterizado por determinadas oposiciones –Kant contra Aristóteles/Hegel, liberales contra comunitaristas/republicanos–; más tarde, en las décadas siguientes, el debate se altera en razón de tentativas de mediación entre las perspectivas teóricas en disputa. De ese modo, se trata de entender la articulación entre autonomía y autodeterminación, de un lado, y autonomía y autorrealización, del otro.


  Axel Honneth contribuye de forma significativa en ese debate al ofrecer una teoría capaz de aclarar cómo orientaciones normativas éticamente justificadas pueden ser compatibles con un pluralismo de valores y de formas de vida. La peculiaridad de su solución “hegeliana” consiste así en justificar metodológicamente el referencial normativo de su teoría en una concepción formal de vida buena, esto es, mostrar que relaciones de reconocimiento postradicionales pueden ser justificadas con base en elementos estructurales de la vida ética, dependiendo así de los presupuestos intersubjetivos que necesitan ser llenados para que los sujetos aseguren condiciones de autorrealización.


  En su libro más conocido, La lucha por el reconocimiento (1992), Honneth desarrolla, partiendo de la filosofía del joven Hegel, una teoría fundamentada en la idea de una formación intersubjetiva de la identidad y de la autorrealización personal a partir de las relaciones de reconocimiento mutuo y de lucha por reconocimiento entre individuos y grupos. Esa teoría resonó de manera decisiva en las discusiones acerca de las demandas por reconocimiento de diferencias culturales, de orientación sexual, de género, de raza, etcétera, presentes cada vez más en nuestro horizonte político y jurídico. Aunque Honneth defienda junto con el liberalismo político la idea de una consideración igual de las personas y el reconocimiento del derecho de autonomía de los individuos, él procura también combinar las preocupaciones de la filosofía política con el interés de la teoría crítica por las “condiciones sociales de la autonomía individual” (Honneth y Anderson, 2005: 179).


  En el intento de abarcar los diferentes sentidos en que el concepto de autonomía es disputado en el debate actual de la filosofía política normativa, Rainer Forst (1996) propone una interpretación multidimensional de tal concepto. La “autonomía ética” está ligada a la validez de valores éticos y a la autorrealización de la persona; la “autonomía jurídica” es característica de personas de derecho y es asegurada a todos los destinatarios del derecho; la “autonomía política” es ejercida por el ciudadano considerado autor de los derechos; y la “autonomía moral” es presupuesta en las personas en la calidad de autoras y destinatarias de normas morales. La justificación normativa ejercida en los distintos contextos puede validar argumentos y principios de justicia con referencia a la autorrealización ética, a la libertad personal de acción, a la autolegislación política o a la autodeterminación moral. En tales contextos, de nuevo la propia constitución del self (en que la persona ética es considerada miembro de una comunidad constitutiva de la identidad) puede distinguirse de la persona de derecho (miembro de una comunidad de derecho), como el ciudadano (perteneciente a la comunidad política) que desempeña un papel diferente de aquel de la persona moral (perteneciente a la comunidad moral de agentes moralmente autónomos).


  Forst resalta así la pertinencia del concepto de autonomía para diferentes contextos de justificación práctica (pensados en el campo de la ética, de la moral, de la política o del derecho), de modo que ninguna de esas concepciones de autonomía puede pretender ser la única válida como base de la justicia y de la democracia. Por esa razón, la tarea del análisis crítico consistiría en saber cómo integrarlas, compatibilizarlas y percibir cuándo entran en conflicto “de modo que una dimensión no sea sacrificada en nombre de las otras” (Forst, 1996: 386).6
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  [RICARDO RIBEIRO TERRA]


  autoridad


  La palabra autoridad proviene del latín auctoritas, derivado del verbo augere que significa aumentar, hacer crecer, magnificar. Este origen nos remite a la singularidad de la autoridad que implica acatamiento u obediencia pero no sustentada en la coacción ni en la persuasión (Kojève, 2004), sino en un reconocimiento legítimo por parte del que obedece en relación con el que manda. Por este motivo, la autoridad aunque se encuentre íntimamente vinculada con el poder, no debe ser meramente subsumida en este fenómeno (Arendt, 1996). Si quien detenta autoridad debe recurrir a la coacción o a la persuasión para realizar su voluntad, entonces en realidad resulta que hay un déficit de autoridad. Para los romanos, quien tiene autoridad es aquel que logra aumentar, acrecentar o magnificar algo, en el sentido de hacer posible que algo establecido se expanda. La autoridad se vincula con la magnificencia de un legado originario que es susceptible de ser aumentado. Para clarificar este sentido, veamos otro vocablo también derivado del verbo augere, que es auctor, que no se identifica con quien crea o inventa algo (artifex), sino más bien con quien logra que una obra prospere, se magnifique y llegue a constituir de algún modo un legado. De manera análoga, los padres y los educadores detentan autoridad en la medida en que procuran el buen crecimiento y desarrollo intelectual de los niños. En estos casos, la fuente de la autoridad reside en el reconocimiento de una de las partes implicadas, con base en la potencialidad de crecimiento y magnificencia que esa relación ofrece. Por eso mismo, si bien tanto la presencia de autoridad como de poder se manifiestan en el acatamiento, no debe confundirse la autoridad sustentada en el reconocimiento, con el poder ya sea que se funde éste en la persuasión o en la coacción. Volveremos sobre esta cuestión en relación con el tratamiento de la autoridad en el pensamiento político moderno, en función de reconsiderar la noción de autoridad política.


  La autoridad supone siempre una relación social determinada y una cierta asimetría, en tanto una de las partes reconoce en el otro –ya sea una persona o una institución– una potencialidad que redunda en el crecimiento, el enriquecimiento o el perfeccionamiento por medio del consejo o de su influencia misma. Este carácter asimétrico de la autoridad ha llevado a que se le confunda también con el autoritarismo. Sin embargo, el autoritarismo como sistema político es una variante en la que la autoridad se ha desligado de sus bases de reconocimiento y ha cristalizado en torno de los poderes establecidos, por lo que el autoritarismo es un sistema jerárquico y piramidal, sustentado en la coacción antes que en una modalidad de autoridad reconocida. De manera que, aunque pueda tener sus orígenes en un vínculo de autoridad, en su interior ésta se ha reducido hasta volverse irreconocible y desvanecerse completamente en el imperio de los medios de coerción y las consecuentes restricciones de la libertad. Así, mientras que el autoritarismo al basarse en la coacción, atenta y restringe la libertad, la autoridad, en tanto se funda en el reconocimiento, resulta compatible con la libertad.


  Un somero rastreo de los antecedentes históricos de la noción de autoridad nos conduce a sus orígenes romanos, pero también al pensamiento político moderno, donde se produce una cierta tendencia a la identificación entre autoridad, poder (legítimo) y dominación, con lo cual se pierde el singular elemento de reconocimiento que caracteriza a la autoridad. El pensamiento político moderno surge en disputa y confrontación con la autoridad de la Iglesia y su papel en los asuntos políticos. Esto no implica un desplazamiento de la autoridad, sino más bien una secularización de la autoridad religiosa en términos políticos. Así, la autoridad deja de tener su fuente en una instancia trascendente para situarse en el seno de los asuntos humanos. En la filosofía de Hobbes, la autoridad política del Estado tiene su origen en el pacto entre los hombres, de manera que es una autoridad inmanente, pero que, no obstante que el pacto es de sujeción al poder soberano, la autoridad política detenta ciertos caracteres afines con la religiosa: es ilimitada, indivisible y no se encuentra sujeta a las leyes que rigen a los hombres. De este modo, la autoridad política ostenta, al igual que la religiosa, un carácter absoluto, al tiempo que se identifica con el poder. En la introducción de Leviatán, Hobbes señala que el libro consta de tres partes referidas al soberano y que en la segunda se propone indagar “cómo y por qué pactos, se instituye, cuáles son los derechos y el poder justo o la autoridad justa de un soberano; y qué es lo que lo mantiene o aniquila” (1998: 4). La autoridad se reduce al poder justo o legítimo, por lo que se caracteriza por la capacidad de imponerse y de hacer cumplir los designios. No hay necesidad de reconocimiento por parte de los súbditos para sustentar la autoridad política, sino que ésta reside en el pacto de sujeción que suscribieron los individuos al encontrarse inmersos en la guerra de todos contra todos.


  Así, el soberano que queda instituido en el pacto resulta legislador, juez y garante absoluto de la aplicación de las leyes que bregan por la seguridad. Él mismo no puede ser puesto en cuestión por quienes pactaron, porque no ha participado del pacto y porque es la garantía de ese pacto –quien garantiza su cumplimiento–; si pudiese ser juzgado, entonces, habría a su vez que poder juzgar a quien juzgó al soberano y se caería en una regresión al infinito. En este sentido, el soberano no detenta ninguna obligación para con sus súbditos, ni respecto de las leyes que él mismo promulga. El soberano, según el Diccionario de la Lengua Española, es aquel “que ejerce o posee la autoridad suprema e independiente” (2014), y por eso mismo, su autoridad no puede estar sometida a ninguna otra instancia. A lo único que está obligado el soberano es a cumplir la ley de la naturaleza tendiente al mantenimiento de la paz y la producción de la seguridad. De manera que el poder soberano se identifica con la autoridad suprema, por lo que ésta resulta asimismo absoluta e indivisible en tanto se encuentra, en palabras de Hobbes, “inseparablemente aneja a la soberanía” (1998: 149).


  Si en Hobbes la autoridad se subsume por completo al poder soberano y resulta absoluta y en consecuencia completamente independiente del reconocimiento por parte de los individuos, la cuestión se modifica sensiblemente en la filosofía de Locke. El origen de la sociedad civil y política se remonta a una serie de pactos de confianza (trust) que los individuos que se reúnen otorgan al poder político, lo que también les confiere el derecho a rebelarse cuando no se cumple con lo estipulado en esos pactos. De esta manera, los miembros de la sociedad no se someten incondicionalmente al poder político, sino que establecen con él una relación de confianza basada en el reconocimiento de su capacidad de garantizar y proteger ciertos derechos fundamentales. Por eso, ningún poder del Estado puede destruir o apropiarse de lo que los miembros de la sociedad quisieron asegurar mediante el establecimiento del pacto. Cuando esto sucede, está traicionando el fin para el cual fue instituido y con ello las bases de sustento del contrato. Como consecuencia, “el pueblo queda absuelto de prestar obediencia [...] y tendrá entonces el derecho de retomar su libertad original y el de establecer un nuevo cuerpo legislativo que le parezca apropiado y que le proporcione protección y seguridad, que es el fin que perseguía al unirse en sociedad” (Locke, 1993: 213). La rebelión del pueblo no conlleva a la anarquía, según Locke, porque la disolución del gobierno político no implica, al mismo tiempo, la disolución de la sociedad. Ésta subsiste y cuando el gobierno político ha roto el pacto de confianza, por abusos de poder o por no cumplir con las expectativas que la sociedad depositó en él, “entonces el poder revierte a la sociedad, y el pueblo tiene el derecho de actuar con autoridad suprema, y el de asumir la legislatura; o, si lo estima beneficioso, puede erigir una nueva forma de gobierno, o depositar la vieja en otras manos” (Locke, 1993: 232, las cursivas son mías). El derecho a la rebelión asegura que la autoridad que los individuos habían depositado en el poder político vuelva a la sociedad para enfrentar a los abusos del gobierno. Así, la autoridad política se sustenta en el reconocimiento por parte de los individuos de la capacidad del gobierno de asegurar lo establecido en el pacto y sólo se mantiene mientras persista este reconocimiento, por lo cual en definitiva la “autoridad suprema” tiene su fuente en la sociedad. No obstante, en los casos de rebelión junto con la autoridad, el poder también vuelve a la sociedad, por lo que desde la perspectiva de Locke se reconoce el carácter relacional, plural y limitado de la autoridad, pero a la vez vuelve a difuminarse esta noción respecto del ejercicio del poder.


  A comienzos del siglo XX, en el pensamiento político prosiguió esta tendencia a cierta identificación y reducción de la autoridad al poder legítimo. La formulación paradigmática se encuentra en la distinción de Max Weber (1987: 172) entre tres tipos puros de dominación legítima que a su vez dan lugar a tres formas de autoridad –legal, tradicional y carismática, respectivamente–. Mientras el poder es la probabilidad de imponer la propia voluntad a los otros, la dominación es un fenómeno más delimitado que remite a la probabilidad de encontrar obediencia a un mandato determinado (Weber, 1987: 43). La dominación entendida como el fenómeno de mandar eficazmente a alguien se encuentra íntimamente vinculada con “toda relación auténtica de autoridad” en tanto que ésta requiere “un determinado mínimo de voluntad de obediencia” (Weber, 1987: 170). La autoridad es definida, entonces, como la obediencia a tipos de dominación legítimas, con lo cual resulta reducida a una manifestación colindante de la dominación, pero sin una especificidad propia, en tanto que ambas se caracterizan por la obediencia.


  Los desarrollos contemporáneos se han desplazado hacia una conceptualización de la singularidad de la noción de autoridad. En 1942, Alexandre Kojève escribe sobre La noción de autoridad, aunque el texto se publicó póstumamente más de sesenta años después. Uno de sus primeros señalamientos sostiene que, mientras “la Autoridad excluye la fuerza, el Derecho la implica y la presupone” (Kojève, 2005: 37). En lugar de la imposición de la fuerza que el derecho requiere para su cumplimiento por medio de la policía, la autoridad es siempre una autoridad reconocida y en tanto deja de ser reconocida, se destruye (el derecho puede detentar reconocimiento, pero su funcionamiento no se sustenta en él). Asimismo, sostiene que es necesario diferenciar el poder de la autoridad, aunque advierte que un poder desprovisto de autoridad “no es necesariamente legítimo” (Kojève, 2005: 39). Mediante un análisis fenomenológico, Kojève distingue cuatro tipos puros de autoridad –del padre, del amo, del jefe y del juez–, a los que vincula con cuatro teorías irreductibles de la autoridad –de la escolástica, de Hegel, de Aristóteles y de Platón, respectivamente–. Estos tipos puros tienen lugar en la realidad en diversas combinaciones, dando lugar a autoridades selectivas, que resulta preciso delimitar de la autoridad total que engloba a los cuatro tipos puros de autoridad. El estudio de Kojève avanza, así, en una definición de la “esencia” del concepto de autoridad (2005: 33) que, no obstante, parece permanecer en cierto grado de abstracción en relación con los fenómenos históricos y políticos concretos.


  El ensayo de Hannah Arendt “¿Qué es la autoridad?”, publicado en 1958, no se propone ofrecer una “definición de la esencia de la ‘autoridad en general’” (1996: 102), sino analizar la experiencia de autoridad imperante en la tradición y sus implicancias en el horizonte de los problemas políticos del siglo XX. En este sentido, resulta preciso delimitar una tradición predominante que se remonta a la filosofía griega y que encuentra continuidad en la religión cristiana y en parte del pensamiento político moderno, la cual entiende la autoridad como una fuente trascendente a los asuntos humanos y que actúa en consecuencia como un criterio externo para el ordenamiento de la política –ya sean las ideas de Platón, la sanción religiosa de la vida después de la muerte, o la soberanía absoluta–. Por otra parte, la experiencia romana de la autoridad no concibe a ésta de manera trascendente sino anclada dentro de las relaciones humanas, y vinculada con la grandeza del pasado, y en especial con la fundación del cuerpo político; de ahí la relevancia de Jano, dios del comienzo, y de Minerva, diosa de la memoria. La autoridad reside precisamente en ese engrandecimiento del legado del pasado en el presente, que a su vez otorga estabilidad y perdurabilidad a los asuntos humanos. La autoridad resulta inherente al ámbito humano y remite al reconocimiento de acciones pasadas y de su carácter orientador para el presente. Sin embargo, esta relación con el pasado es lo que se quebró en el transcurso del siglo pasado. La emergencia del mal absoluto en los campos de concentración y exterminio hace que ningún legado del pasado puede ser perpetuado y utilizado para orientarnos en el presente. Incluso las categorías políticas y los patrones de juicio moral de la tradición se muestran impotentes para comprender la aciaga novedad que el siglo XX trajo consigo. En este sentido, Arendt sostiene que se ha producido una ruptura de la tradición, en tanto vínculo con el pasado y guía de las acciones presentes, que ha traído consigo el hecho de que “la autoridad se ha esfumado del mundo moderno” (1996: 101). A pesar de los riesgos que supone vivir sin el marco estabilizador de la autoridad, al mismo tiempo Arendt advierte las posibilidades que esto ofrece en tanto “significa verse enfrentado de nuevo –sin la fe religiosa en un comienzo sacro y sin la protección de las normas de comportamiento tradicionales y, por lo tanto, obvias– con los problemas elementales de la convivencia humana” (Arendt, 1996: 153).


  El diagnóstico arendtiano, no obstante, nos deja la inquietud de si acaso puede prescindirse de la autoridad en un sentido trascendente, pero si no resulta preciso la reconsideración de la autoridad entendida como un reconocimiento inherente a la esfera de los asuntos humanos. En esta dirección, pueden situarse las reflexiones de Gadamer en Verdad y método (1960) advirtiendo que la autoridad no se basa en la obediencia ciega ni es un acto de subordinación irracional. Antes bien, supone reconocer también los límites de la propia razón, en tanto la autoridad se funda en un “acto de reconocimiento y de conocimiento: se reconoce que el otro está por encima de uno en juicio y perspectiva y que en consecuencia su juicio es preferente o tiene primacía respecto al propio” (Gadamer, 1999: 347). De este modo, Gadamer considera que la autoridad “no tiene nada que ver con obediencia sino con conocimiento” (1999: 347), en tanto la obediencia no es ciega y sólo es consecuencia del reconocimiento. Sin embargo, resulta un tanto limitante identificar las fuentes de la autoridad con el conocimiento, puesto que también la justicia puede ser fuente de autoridad. Cuando cualquier hombre honesto o justo procede en sus juicios según criterios de equidad, imparcialidad, desinterés, se ve revestido de la autoridad que emana de la justicia y que Kojève (2004: 49) denomina autoridad del juez. Por ello, las fuentes de la autoridad pueden ser de diversa índole –conocimiento, justicia, capacidad, idoneidad, etcétera–, pero se caracterizan todas ellas por suscitar el reconocimiento de los otros.


  Para concluir, quisiéramos realizar algunas breves consideraciones sobre el vínculo entre autoridad y justicia. En su trabajo “Del derecho a la justicia” (1989), Derrida ha indagado el “fundamento místico de la autoridad” distinguiendo entre derecho y justicia. Mientras que el derecho es un sistema de legalidad que estabiliza, calcula, prescribe y codifica, la justicia sería del orden de lo infinito, incalculable, que se resiste a la regla (Derrida, 1992: 147-148). Aunque Derrida, volviendo a la tradición que subsume autoridad a poder o dominación, coloca a la autoridad del lado del derecho en oposición a la justicia, proponemos situar a la autoridad como una mediación que permite aproximar el derecho a la justicia. En este sentido, el derecho detentaría autoridad cuando realiza la justicia, aunque ésta siempre lo exceda; sin embargo, como el derecho tiende a perpetrarse, cerrándose sobre sí mismo, va perdiendo esa autoridad. La justicia como exceso es lo que permite dinamizar el derecho y a su vez hace posible que vuelva a detentar autoridad. La autoridad se erigiría así en la mediación entre el surgimiento del derecho revestido del reconocimiento de realización de la justicia y el anquilosamiento del derecho en la conservación de lo establecido, con su consecuente pérdida de autoridad, y sería, por lo tanto, la actualización de la demanda de justicia en el derecho, lo que vuelve a revestirlo de autoridad. Eso explica la relevancia de este vínculo entre justicia y autoridad para la renovación de las bases de legitimidad de los sistemas de derecho vigentes.
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  [ANABELLA DI PEGO]


  autoritarismo


  En el uso ordinario, fuera de contextos académicos, “autoritarismo” es un término de combate. Designa al ejercicio del poder que contraviene estándares democráticos. Se trata de un concepto doblemente negativo. En primer lugar, su significado se establece por oposición o negación de la democracia. Para saber qué cuenta como autoritario, es necesario y suficiente saber qué cuenta como democrático. Autoritarismo, en este sentido cotidiano, es un concepto abierto o genérico: denota el ejercicio del poder que no es democrático, pero sin especificar un tipo de régimen político. Puede aparecer en la conversación habitual en referencia tanto a una monarquía hereditaria preocupada por el interés general como a una junta militar que gobierna en beneficio de unos pocos. En segundo lugar, autoritarismo es un concepto que denigra. Señalar a un régimen o a un individuo, como autoritario es descalificarlo moralmente. Más allá de esta acepción habitual, cotidiana, el uso de autoritarismo en la academia es más complejo, como se explica a continuación.


  EL ESTUDIO POLITOLÓGICO DEL AUTORITARISMO. Independientemente del uso ordinario, en la ciencia política moderna autoritarismo y democracia aparecen como conceptos incompatibles, pero no estrictamente como contrarios. No basta saber qué es la democracia para deducir, negativamente, el significado preciso de autoritarismo. En esta literatura se entiende al autoritarismo como un tipo particular de régimen, no como la negación genérica de la democracia. El esfuerzo por definir al autoritarismo como un tipo de régimen específico puede agruparse en dos etapas principales. La primera cubre los años cincuenta hasta finales de los ochenta del siglo XX, cuando los estudios sobre la transición a la democracia alcanzaron su madurez. La segunda etapa incluye los años noventa y llega hasta nuestros días.


  Durante la primera etapa, el objetivo fue distinguir a los sistemas totalitarios de los autoritarios. El advenimiento del fascismo, el nazismo y el comunismo soviético, desde la perspectiva de los enemigos de estos movimientos, dividió al mundo en dos clanes: los partidarios de la democracia y los partidarios del totalitarismo. En el uso corriente, y también en ciertos círculos académicos, autoritarismo y totalitarismo se fundieron y confundieron. Para varios autores, sin embargo, tratar estos conceptos como intercambiables significó un retroceso en el estudio de las formas de gobierno. Hannah Arendt (1996), por ejemplo, insistió célebremente en la importancia de distinguir entre la restricción de la libertad, propia de los sistemas autoritarios; la eliminación total de la libertad política, propia de las dictaduras y las tiranías; y la destrucción de la agencia humana, de la capacidad elemental de iniciativa, propia de los regímenes totalitarios. Para Arendt, más allá de los grados de libertad, lo importante era entender los distintos fundamentos de estas formas de gobierno. El autoritarismo, propiamente entendido, comprende un ejercicio de autoridad, lo cual es distinto de un ejercicio de persuasión y del empleo de la violencia. Por su parte, la tiranía y la dictadura implican, precisamente, el despliegue de la fuerza por parte de uno en contra de todos. Y, por último, el totalitarismo combina ideología y terror de una forma sin precedentes (véase también Arendt, 2006).


  Entre aquellos que se sumaron al esfuerzo por distinguir entre totalitarismo y autoritarismo en esta primera etapa se encuentran algunos de los fundadores de la ciencia política contemporánea. Carl J. Friedrich y Zbigniew K. Brzezinski (1956) entendieron al totalitarismo como una nueva forma de gobierno con seis características: una ideología oficial monopólica; un partido de masas controlado por el líder; una policía que despliega terror; un monopolio de los medios de comunicación; un monopolio de las armas y una economía de planeación central. Mientras que Arendt trató de entender las raíces y naturaleza del fenómeno totalitario en general, Friedrich y Brzezinski desarrollaron un modelo institucional para el análisis comparativo. Los sistemas autoritarios o autocráticos aparecen aquí por exclusión como aquellos que no son ni totalitarios ni democráticos.


  Los procesos políticos en América Latina en la segunda mitad del siglo XX inspiraron algunos de los primeros esfuerzos por identificar al autoritarismo como un tipo específico de régimen. El trabajo de O’Donnell (1973) en torno del “autoritarismo burocrático” (al que distingue de “oligarquía” y “populismo”) fue uno de los más influyentes. O’Donnell señaló que ciertos sistemas, como el brasileño y el argentino de la segunda mitad de los años sesenta, habían logrado desarrollarse social y económicamente al mismo tiempo que mantenían la falta de competencia y libertad política. Estos sistemas, de acuerdo con O’Donnell, pusieron en duda los postulados de la teoría de la modernización. Si bien no todos aceptaron la teoría de O’Donnell, su trabajo generó un debate importante en torno del estudio del autoritarismo (Collier, 1980).


  Juan J. Linz (1975) propuso criterios para identificar al autoritarismo como un tipo específico de régimen, en lugar de definirlo simplemente de manera residual. En su trabajo con Alfred Stepan, el objetivo fue dejar atrás la trilogía democracia-autoritarismo-totalitarismo para crear una clasificación más sofisticada. Linz y Stepan (1996) desarrollaron una tipología que distingue cinco sistemas –democracia, autoritarismo, totalitarismo, postotalitarismo y sultanismo–, en función de cuatro variables: el grado de pluralismo, el tipo de ideología, el nivel de movilización y la naturaleza del liderazgo político. Según esta teoría, en un sistema autoritario el pluralismo político es limitado y no está sujeto a rendición de cuentas; no existe una ideología sofisticada y comprensiva que ofrezca un gran modelo de sociedad hacia el futuro; la movilización política no es intensa ni extensiva; y un líder o una élite ejercen el poder bajo un conjunto de reglas flexibles.


  Mientras que los primeros esfuerzos en la ciencia política moderna exploraron las fronteras entre distintos tipos de sistemas que claramente no eran democráticos, los estudios más recientes se han dedicado al análisis de un tipo de régimen que está en la frontera con la democracia: nos encontramos en la era del autoritarismo electoral (Morse, 2012; Levitsky y Way, 2010; Schedler, 2006 y 2013). El autoritarismo electoral o competitivo está compuesto por las principales instituciones de la democracia liberal representativa. Sin embargo, el grado de manipulación es tal que no existe un sistema suficientemente competitivo. La línea divisoria entre una democracia electoral y una autocracia electoral es inevitablemente borrosa, porque la manipulación puede variar sutilmente en grados y modos (Schedler, 2013). Algunos críticos de esta literatura señalan que, si bien el estudio del autoritarismo electoral es importante, se ha dejado de lado el proyecto de formular una tipología completa de sistemas no democráticos (Hadenius y Teorell, 2007).


  EL ESTUDIO FILOSÓFICO DEL AUTORITARISMO. A diferencia de otros tiempos, hoy la democracia tiene pocos opositores en la filosofía política. Esto no quiere decir, sin embargo, que hayan desaparecido los esfuerzos filosóficos por identificar los méritos del autoritarismo. La justificación de la democracia es necesariamente un ejercicio comparativo: implica demostrar que ni siquiera la mejor forma de autoritarismo es superior al modelo democrático que busca defenderse. Para articular la mejor defensa de la democracia, tenemos, pues, que articular la mejor defensa del autoritarismo. Por esto, la tarea de demostrar que la democracia se justifica no es más que la tarea de demostrar que el autoritarismo no se justifica.


  ¿Por qué no el autoritarismo? ¿Qué concepción de autoritarismo presenta el mayor reto a la democracia? En primer lugar, es necesario identificar las principales dimensiones normativas para la evaluación y comparación de distintos arreglos políticos. Por un lado, está la dimensión instrumental. El proceso político importa, al menos en parte, porque sus resultados importan. Desde el punto de vista de la justicia social, las leyes y políticas públicas determinan decisivamente cómo se distribuyen los derechos, las oportunidades y los recursos económicos entre quienes componen una comunidad política. De manera más general, la calidad del gobierno afecta la calidad de vida de los gobernados y el tipo de relación que mantienen entre ellos.


  Hay quienes consideran que la dimensión instrumental es la única que existe, o la única que importa moralmente. Se les conoce como “instrumentalistas”. Richard Arneson (2004: 40) es uno de sus principales exponentes contemporáneos: “El poder político pertenece por derecho a quienes son buenos para ejercerlo.” El mejor sistema político es aquel que producirá los mejores resultados, bajo una cierta teoría de lo que son buenos resultados: por ejemplo, una teoría de la justicia. Arneson de hecho es un demócrata, pero es fácil ver cómo el instrumentalismo podría conducir a la justificación del autoritarismo. Si un diseño autoritario fuera instrumentalmente el mejor, estaríamos obligados a adoptarlo. Arneson, como otros instrumentalistas, es un demócrata porque no considera que exista un diseño autoritario que, en el largo plazo, funcione mejor que la democracia liberal. Lo que para muchos es el modelo más plausible de autoritarismo –el tutelaje platónico (Dahl, 1989) o epistocracia (Estlund, 2008), que consiste en dejar que los más sabios y virtuosos gobiernen– tiene serios problemas. Se ha afirmado, por ejemplo, que en cuestiones políticas no existen expertos con esos atributos; que aun si existieran, no podríamos confiablemente identificarlos; que aunque pudiéramos identificarlos, su sabiduría y virtud podrían estar correlacionadas con otras características negativas, como un sesgo racial o de clase, cancelando los efectos positivos.


  El autoritarismo se vuelve aún menos atractivo, según algunos demócratas, cuando consideramos la dimensión no-instrumental en la comparación normativa de los sistemas políticos. Los críticos del instrumentalismo señalan que las instituciones políticas no sólo importan por los resultados que producen. También importan en sí mismas, en virtud del trato que reciben las personas por el simple hecho de adoptar una forma de gobierno en lugar de otra. Para algunos, las instituciones autoritarias son inferiores porque la libertad política es intrínsecamente valiosa, ya sea porque la participación política es constitutiva de la vida buena (la perspectiva republicana aristotélica) o porque amplía el menú de opciones de planes de vida para todas las personas (la perspectiva liberal).


  Para efectos de esta discusión, es fundamental determinar si en verdad, en la filosofía política, hemos puesto a competir a la democracia con su mejor rival, es decir, con la mejor forma de autoritarismo. ¿Realmente no existen instituciones autoritarias que sean justificables? A propósito de esta pregunta, el giro que ha tomado la teoría democrática en tiempos recientes es muy relevante. De acuerdo con la concepción deliberativa de la democracia, que sin duda es la que tiene hoy más adeptos, previo a la toma de las decisiones debe existir un debate incluyente, imparcial y exhaustivo sobre las virtudes de las distintas opciones a elegir. Además de que esto en principio contribuye a la legitimación del proceso, también mejora sus propiedades epistémicas o instrumentales, es decir, reduce la probabilidad de tomar malas decisiones. Una de las propuestas más interesantes para llevar la deliberación a la práctica consiste en la creación de “minipúblicos”: grupos relativamente pequeños de ciudadanos elegidos al azar que discuten y deciden sobre algún problema concreto (Goodin, 2008). Puesto que la selección es aleatoria, lo que surge es una versión en miniatura de la sociedad en su conjunto: ninguna clase o grupo queda fuera. Y justamente porque su número es reducido, la deliberación auténtica es posible. Para muchos, los minipúblicos son una innovación que hace posible la democracia deliberativa en sociedades masivas y complejas como las nuestras.


  Sin embargo, no está claro que los minipúblicos, creados y aplaudidos por los teóricos de la democracia, sean realmente instituciones democráticas. Sin duda, el proceso aleatorio y la presunción de igualdad son atributos democráticos. Pero, en última instancia, el objetivo es poner el asunto en cuestión en manos de un grupo que, tras la deliberación, se ha vuelto más competente que el resto de los ciudadanos en su conjunto. Tras el proceso, sólo una minoría tendría el derecho de decidir, y lo tiene en virtud de su superioridad epistémica. En la metodología aristocrática tradicional, la idea es seleccionar a los más competentes; en la metodología de los minipúblicos, la idea es producir a los más competentes, sin los sesgos que presuntamente tienen los modelos aristocráticos clásicos. Por esto, algunos críticos han señalado que los minipúblicos son claramente elitistas, es decir, antidemocráticos (Saward, 2000; Walzer 2007).


  Si aquellos que defienden este tipo de innovaciones institucionales tienen razón sobre sus ventajas, y si aquellos que las clasifican como autoritarias tienen razón sobre el aspecto conceptual o descriptivo, estaríamos ante la posibilidad de justificar ciertos tipos de instituciones autoritarias, para ciertos propósitos. Podemos imaginar, por ejemplo, que en ciertos contextos sería justificable adoptar un sistema basado en los minipúblicos para elegir gobernantes, en lugar del sufragio universal (López-Guerra 2011 y 2014).


  BIBLIOGRAFÍA. Arendt, H. (1996), “¿Qué es la autoridad?”, en Entre el pasado y el presente, Barcelona, Ediciones Península, pp. 104-154; Arendt, H. (2006), Los orígenes del totalitarismo, Madrid, Alianza Editorial; Arneson, R. (2004), “Democracy is not intrinsically just”, en K. Dowding, R. Goodin y C. Pateman (eds.), Justice and Democracy: Essays for Brian Barry, Cambridge, Cambridge University Press, pp. 40-58; Collier, D. (1980), The New Authoritarianism in Latin America, Princeton, Princeton University Press; Dahl, R. A. (1989), Democracy and its Critics, New Haven, Yale University Press; Estlund, D. (2008), Democratic Authority, Princeton, Princeton University Press; Friedrich C. J., y Brzezinski, Z. K. (1956), Totalitarian Dictatorship and Autocracy, Cambridge, Harvard University Press; Goodin, R. (2008), Innovating democracy, Nueva York y Oxford, Oxford University Press; Hadenius, A. y Teorell, J. (2007), “Pathways from authoritarianism,” en Journal of Democracy, vol. 18, núm. 1, pp. 143-157; Levitsky, S. y Way, L. A. (2010), Competitive Authoritarianism: Hybrid Regimes after the Cold War, Cambridge, Cambridge University Press; Linz, J. J. (1975), “Totalitarian and authoritarian regimes”, en F. J. Greenstein y N. W. Polsby (eds.), Handbook of political science, vol. 3, Reading, Addison-Wesley, pp. 175–411; Linz, J. J. y Stepan, A. (1996), Problems of democratic transition and consolidation, Baltimore, Johns Hopkins University Press; López-Guerra, C. (2011), “The enfranchisement lottery”, en Politics, Philosophy and Economics, vol. 10, núm. 2, Sage, pp. 211-233; López-Guerra, C. (2014), Democracy and Disenfranchisement: The Morality of Electoral Exclusions, Oxford, Oxford University Press; O’Donnell, G. (1973), Modernization and Bureaucratic-Authoritarianism: Studies in South American Politics, Berkeley, Institute of International Studies, University of California; Morse, Y. L. (2012), “The era of electoral authoritarianism”, en World Politics, vol. 62, núm. 1, enero, Cambridge Journals, pp. 161-198; Saward, M. (2000), “Less than meets the eye: democratic legitimacy and deliberative theory”, en M. Saward (ed.), Democratic Innovation: Deliberation, Representation and Association, Nueva York, Londres, Routledge, pp. 66-77; Schedler, A. (ed.) (2006), Electoral Authoritarianism: the Dynamics of Unfree Competition, Boulder, Lynne Rienner Publishers; Schedler, A. (2013), The Politics of Uncertainty: Sustaining and Subverting Electoral Authoritarianism, Nueva York y Oxford, Oxford University Press; Walzer, M. (2007), “Deliberation, and what else?”, en S. Macedo, Deliberative Politics: Essays on Democracy and Disagreement, Nueva York, Oxford University Press, pp. 58-69.


  [CLAUDIO LÓPEZ-GUERRA]


   


  1 La historia del caso de Hopwood fue que obtuvo un resultado bueno en el examen de admisión, no obstante lo cual fue rechazada. Ella consideró que esto era injusto, porque algunos de los solicitantes admitidos eran afroamericanos y mexicano-americanos, quienes tenían pésimas calificaciones en college y más bajas notas en las pruebas de admisión. La escuela de Leyes de la Universidad de Texas defendía la política de la acción afirmativa que daba preferencia a los solicitantes de minorías. Ella llevó el caso a la Corte, argumentando discriminación.


  2 El caso de Abigail Fisher contra la Universidad de Texas en Austin es similar al de Hopwood, y los jueces argumentaron que la Universidad tenía que demostrar que su meta de diversidad era acorde con un estricto escrutinio. La opinión de la Corte del 24 de junio de 2013 señaló que a la raza no se le asigna un valor numérico y los criterios son varios: puntaje numérico, resultados del desarrollo académico en high school y, en tercer lugar, una medición más holística, como son actividades de liderazgo, experiencia laboral, etcétera.


  3 Una defensa enfática del papel de la autonomía para el conjunto de la obra de Kant es presentado en la palabra “Autonomie”, escrita por T. Ballauf (1971).


  4 Más allá de Habermas, otros autores incorporaron esa formulación kantiana de la relación entre autonomía y razón pública. Cf. J. Rawls (2005), Political Liberalism, Nueva York, Columbia University Press; O. O’Neill (1995), Constructions of Reason, Cambridge, Cambridge University; I. Maus (1992), Zur Aufklärung der Demokratietheorie, Frankfurt am Main, Suhrkamp. Para una discusión que comprenda el modelo kantiano en el debate contemporáneo, cf. K. Baynes (1992), The Normative Grounds os Social Criticism: Kant, Rawls, Habermas, Nueva York, State University of New York Press.


  5 Autores como Amartya Sen y Marta Nussbaum coinciden en la necesidad de encontrar una “base material” para la autonomía individual. Sin negar que la libertad de los sujetos sea éticamente constituida, entienden que la garantía directa de soporte material (por ejemplo, un ingreso monetario regular) contribuye de forma decisiva para el ejercicio de la autonomía. La relación entre “dinero” y autonomía individual, por lo tanto, no podría ser negligente. A. Sen (1999), Development as Freedom, Oxford. Oxford University Press; de ella misma (2011), The Idea of Justice, Harvard University Press, Belknap; también, M. Nussbaum (2000), Women and Human Development. The Capabilities Approach. Cambridge University Press y, además (2011), Creating Capabilities. The Human Development Approach, Cambridge, Belknap.


  6 Posteriormente, Forst adiciona todavía una quinta concepción de autonomía a su lista, a saber, la autonomía social (Forst, 2007: 189-210).


  B


  bien común


  “Bien común” es un concepto que parece central en la filosofía práctica. Tanto más asombroso resulta, entonces, que apenas reciba atención en los diccionarios filosóficos actuales más corrientes, y que, cuando la recibe, suele ser por su asociación casi exclusiva con el neotomismo y el personalismo cristiano.1


  El concepto tiene una larga, en buena parte eclipsada y, por lo mismo, desconocida historia, sin entenderla apenas pueden discutirse las ideas filosóficas más o menos complejas subyacentes a los distintos usos.


  ARISTÓTELES: BIEN COMÚN, VENTAJA COMÚN Y COMUNIDAD POLÍTICA. En Política, Aristóteles se refiere al bien común con dos términos griegos muy distintos, aun así a menudo confundidos por la posteridad. Dos veces –sólo dos– alude al bien común propiamente dicho, como koinon agathon (κοινών ἀγατόν) (1989: 1268b31 y 1284b6-7). Muchas más ocasiones habla, en cambio, de koinon sympheron (κοινών συμφέρων), cuya traducción correcta es “ventaja común”, preferible a otras posibilidades como “interés común” o “utilidad común”, por razones que se verán.


  Que koinon agathon y koinon sympheron suelen referir a cosas muy distintas, queda claro cuando se advierte que el último término (sympheron) adquiere su uso más privilegiado en la célebre discusión aristotélica de la tiranía, donde se describe la corrupción oportunista del imperio del bien común exigible a toda república o comunidad política (koinonía politiké, κοινωνία πολιτική) que acontece bajo las monarquías, las oligarquías y las democracias: “La tiranía es monarquía que gobierna para ventaja (sympheron) del monarca; oligarquía, gobierno para ventaja de los ricos; y democracia, gobierno para ventaja de los pobres. En ninguno de esos regímenes se gobierna con vistas al beneficio público común (to koino lysiteloun)” (1970: 1279b7-10).


  La idea de que la democracia plebeya era una suerte de tiranía fanática de los pobres era corriente entre los enemigos de la democracia republicana ateniense, y Aristóteles no fue una excepción. No importa mucho esto, por ahora. Baste retener que bien común y ventaja común son cosas muy distintas.


  CICERÓN, LA REPÚBLICA Y LA UTILITATIS COMMUNIONES. En la definición ciceroniana de república, res publica, res populi, la cosa pública es la cosa del pueblo. Pero el pueblo no es una colección arbitraria de seres humanos juntados de cualquier manera, sino una asamblea de personas libres (es decir, con capacidad para realizar actos y negocios jurídicos) que están de acuerdo en una noción de justicia y se asocian con miras al bien común. La locución empleada para bien común es utilitatis communiones. Traducirla como utilidad común sería impreciso, habida cuenta de las connotaciones actuales –instrumentales y particularistas– de la palabra “utilidad”: es obvio que Cicerón no equipara a la república con una asociación privada de individuos que se limitan a perseguir ventajas particulares mutuas.


  Los equívocos empezaron después, cuando Agustín de Hipona (1946: D: II, 22) y, tras él, Tomás de Aquino (1953: II-II, Q42, A2) dieron a entender que la utilitatis communio ciceroniana podía ser una propiedad característica de la “ciudad terrena” pretendidamente fundada en la fuerza y en la pugnaz composición pública o común de intereses2 individuales particulares al oponerle el bonum commune de la “Ciudad de Dios”, pretendidamente fundada en el amor gratuito (caritas) divino. Surgirá en buena medida de aquí la tendencia a presentar una dicotomía más o menos inconciliable entre el bien o el beneficio privado y el bien o el beneficio público o común.


  BIEN PARTICULAR Y BIEN PÚBLICO O COMÚN. Es importante darse cuenta de que, para el pensamiento mediterráneo clásico, no hay, en general, oposición radical e inconciliable entre el individuo y el espacio público (la koinonía politiké o la res publica). Es célebre la idea aristotélica de que el buen ciudadano es precisamente un individuo que se gobierna bien a sí mismo, y de que el mal ciudadano, el idiotés encapsulado en sus asuntos particulares, es un infeliz, incapaz también de autogobierno privado (1970: 1066b).


  Más importante aún: para el derecho romano (y para nuestro actual derecho, heredero del romano), el ciudadano privado libre es precisamente una creación legal de la república. Es la república la que le da personalidad jurídica (capacidad para realizar actos y negocios jurídicos), y con ella, unos derechos inalienables que lo constituyen como tal ciudadano libre: nadie puede venderse voluntariamente como esclavo, ni alienar la ciudadanía, ni regalar o vender el derecho de sufragio, ni participar lucrativamente en un posible mercado de compraventa de órganos (Domènech, 1989: 332).


  ALGUNAS CONSECUENCIAS FILOSÓFICAS NO TRIVIALES DE INTERPRETAR EL BIEN COMO VENTAJA. Si por “bien” se entiende agathon (o utilitas ciceroniana), no necesariamente hay oposición radical entre bien público y bien privado. Si, por el contrario, se concibe por bien sympheron (ventaja particular), entonces el bien común entendido como agregación o composición colectiva de ventajas individuales se convierte en un concepto, cuando menos, cargado de consecuencias problemáticas, pues quien tiende a interpretar el bien común como institución colectiva para la ventaja mutua, necesariamente habrá de tender también a:


  1]difuminar o eliminar la diferencia conceptual entre las repúblicas o comunidades políticas y las distintas asociaciones privadas existentes para la promoción colectiva de distintas ventajas particulares;3


  2]difuminar o eliminar la diferencia entre el pequeño pero decisivo conjunto de inalienables derechos constitutivos (ciudadanía, libertad, sufragio) y la muchedumbre de derechos meramente instrumentales y alienables; por ejemplo, regalar o vender el derecho de propiedad sobre mi casa; y, como consecuencia de esto,


  3]tenderá a desdibujarse la idea misma de la inalienabilidad de la libertad política (de los individuos y de los pueblos). El primer filósofo que explícitamente defendió, contra la tradición, la alienabilidad de la libertad humana fue el español Francisco de Suárez (Tierney, B. 2006: 191) La innovación suareciana pasó luego a Grocio, a Puffendorf y a Hobbes, y fue redescubierta en el siglo XIX por el utilitarismo benthamita, y por una buena parte del liberalismo europeo-continental. La escuela de Salamanca y, luego, Locke, Mably, Kant y Marx, se mantuvieron en el concepto clásico de inalienabilidad de la libertad. Por último,


  4]difuminar o eliminar la crucial diferencia conceptual entre la negociación colectiva y la deliberación pública. En una negociación, las preferencias de las partes están, por así decirlo, congeladas a lo largo del proceso, y cada cual busca lícitamente promover en ese proceso su mejor ventaja, aportando legítimamente razones privadas. En una deliberación pública se busca, en cambio, persuadir a la otra parte para que modifique sus preferencias. Sería absurdo que, en una negociación sindical, los trabajadores trataran de persuadir a los empresarios para que, por razones de interés público, modificaran sus ansias de maximizar beneficios; no hay negociación posible sin que los trabajadores consideren como un dato inamovible la maximización de beneficios empresarial, y los empresarios a su vez, el deseo de incrementos salariales de los trabajadores. Sin embargo, resultaría impensable, en una deliberación pública en el parlamento, que un diputado defendiera un proyecto de ley con la razón puramente privada de que esa ley le beneficia mucho a él o a su familia.4


  Así pues, en resolución, la idea de que el característico bien público o común de una república es cosa harto distinta de las particulares ventajas mutuas o comunes dimanantes de una asociación privada cualquiera, la idea, esto es, de que una república no puede ser una mera colectividad de “demonios inteligentes” –como diría Kant–, sino una asociación que exige virtudes ciudadanas, tiene su paralelo –y acaso su fundamento epistemológico– en la idea de que el sentido común no es la intersección estadística o la azarosa convergencia de opiniones recibidas, corrientes o “vulgares”, sino que tiene relación con la naturaleza intelectual común a todos los seres humanos. Esa naturaleza intelectual común es la que posibilita la deliberación pública o común. Sin ella, los humanos estarían condenados a la mera negociación fundada en la fuerza, y no llegaría a formarse nunca lo que la Ilustración bautizó como publicidad u opinión pública.


  BIENES COMUNES, DERECHOS INDIVIDUALES, LIBERTAD POPULAR Y LA CONCEPCIÓN FIDUCIARIA DE LA PROPIEDAD. En un sentido muy importante que se hizo invisible en el siglo XIX, la Ilustración europea del XVIII fue hija consciente del iusnaturalismo popular liberador y de la Escuela de Salamanca (contra el colonialismo y en favor de los pueblos “conquistados y destruidos de las Yndias”) en el siglo XVI.


  Pues bien; en esa tradición iusnaturalista rige la idea de que el derecho natural manda la communis possessio. Dado que, para el iusnaturalismo, un derecho civil justo no puede violar los derechos naturales; y dado que el derecho civil instituye derechos de propiedad privada, surge inevitablemente la pregunta: ¿cómo debe entonces entenderse la propiedad privada? Locke –para quien la autoridad civil existe, sobre todo, para proteger la propiedad– dibujó la solución de un modo muy influyente como ahora mal comprendido, y que puede reconstruirse del modo que sigue:


  Toda la propiedad –la más importante de su tiempo, la de la tierra– es pública o común. Ahora bien, por motivos de bien común, la comunidad política puede llegar a permitir la apropiación privada de recursos de titularidad pública, pero siempre en régimen de fideicomiso. Aun con cierta confusión terminológica –no siempre distingue adecuadamente entre dominium y possessio–, Locke resolvió el problema que para el iusnaturalismo revolucionario planteaban la existencia civil de la autoridad o poder político, por un lado, y de la propiedad privada, por el otro, sirviéndose del mismo esquema iusfilosófico.


  Así como la autoridad política no es sino un trustee, un fideicomisario del pueblo libre fideicomitente, razón por la cual –como en toda relación fiduciaria asimétrica de este tipo– el pueblo fideicomitente puede romper unilateralmente en cualquier momento su relación con la autoridad fideicomisaria (“sin más que manifestar su pérdida de confianza en ella”); así también la apropiación privada de la tierra y de los recursos productivos no es sino un fideicomiso concedido por el común –por la república o commonwealth– que puede ser usufructuado mientras se haga buen uso –conforme al interés público– de él, y por lo mismo, puede ser expropiado por el común en caso contrario.5 En todas las constituciones políticas contemporáneas se habla de la “función social de la propiedad privada”; todas ellas, podría decirse, rinden tributo a la ingeniosa solución iusnaturalista republicana de Locke.6 En ninguna de ellas, en cambio, consta lo que los libros de texto académicos suelen presentar como “el concepto liberal moderno” de propiedad privada que, supuestamente inspirado en el derecho civil romano, formuló el historiador británico William Blackstone “el exclusivo y despótico dominio que un hombre exige sobre las cosas externas del mundo, con total exclusión del derecho de cualquier otro individuo en el universo” (1893: 1723-1780).


  Tan arraigada está en el derecho constitucional esa noción de propiedad privada como fideicomiso público que ni siquiera en una época como la nuestra de las últimas cuatro décadas, de intensa ofensiva política reprivatizadora de los bienes públicos, ha sido puesta en duda en el mundo real: las privatizaciones del sector público se efectúan todavía como concesiones en régimen de fideicomiso, atendiendo –pretendidamente– al interés público y se justifican –pretendidamente– con argumentos de razón pública, no con razones privadas que apelan a ventajas de particulares.7 Algo similar ocurre con el arrollador proceso de privatización de los antiguos comunes –los comunes de la naturaleza– cuya privatización también se justifica –pretendidamente– con argumentos de razón o de utilidad pública. La poderosísima metáfora de Hardin, la “tragedia de los comunes” (1968: 1244) cobró vida propia y pasó a significar que todo tipo de bien común es trágico, por ineficiente, y que los derechos de propiedad (privada) son una condición necesaria para cualquier tipo de gestión que no quiera despilfarrar recursos comunes. Nuevamente, pretendidos argumentos de utilidad pública para defender la apropiación privada de los antiguos comunes.


  BIBLIOGRAFÍA. Aristóteles (1970), Ética nicomaquea, Madrid, Instituto de Estudios Políticos; Aristóteles (1989), Política, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales; Agustín de Hipona (1946), Obras de san Agustín, Madrid, Biblioteca de Autores Cristianos; Bertomeu, M. J. (2007), “Patentes en biotecnología. Una nueva forma de acumulación por desposesión”, en Carlos Correa (coord.), Nuevos temas del derecho económico, propiedad intelectual y bioética, Buenos Aires, La ley, pp. 53-72; Blackstone, W. (1893), Commentaries of the Laws of England in Four Books, Philadelphia, J. B. Lippincott Co; Cumbers, A. (2012), Reclaiming Public Ownership, Londres/Nueva York, Zed Books; Domenech, A. (1989), De la ética a la política. De la razón erótica a la razón inerte, Barcelona, Crítica; Domenech, A. (2004), El Eclipse de la fraternidad. Una revisión republicana de la tradición socialista, Barcelona, Crítica; Elster, J. (1986), “The market and the forum: three varieties of political theory”, en J. Elster y A. Hyland (coord.), Foundations of social choice theory, Cambridge, Cambridge University Press, pp. 103-132; Gauthier, D. (1986), Morals by Agreement, Oxford, Oxford University Press; Habermas, J. (1962), Strukturwandel der Öffentlichkeit, Frankfurt, Suhrkamp; Hardin, G. (1968), The tragedy of the commons, Science, New Series, núm. 162, pp. 1243-1248; Nozik, R. (1974), Anarchy, State and Utopia, Nueva York, Basic Books; Rawls, J. (1972), A Theory of Justice, Oxford, Oxford University Press; Tomás de Aquino (1953), Suma Teológica de Santo Tomás de Aquino, Madrid, Biblioteca de Autores Cristianos; Tierney, B. (2006), “Dominion of self and natural rights before Locke and after”, en V. Mäkinen, P. Korkman (coords.), Transformations in medieval and early-modern rights Discurse, Dordrecht, Springer; Tully, J. (1980), A Discourse on Property: John Locke and his Adversaries, Cambridge, Cambridge University Press.


  [MARÍA JULIA BERTOMEU]


  bienestar


  Bienestar (welfare y well-being en inglés; bien-être en francés; Wohlfahrt en alemán): estar o sentirse bien, bienandanza, buen vivir, felicidad. En general, designa –en múltiples y quizá irreductibles sentidos– cuán bien se encuentran las personas en relación con la vida que llevan.


  La idea de bienestar ha ocupado un lugar importante en la ética, la política y la economía. Ya en la Antigüedad griega, Aristóteles en Ética nicomaquea (Libro I) examina las bases del buen vivir y la felicidad (eu zen, eudaimonia). Del mismo modo, en Política (Libro I) Aristóteles justifica la polis como imprescindible para el buen vivir de los seres humanos, inscribiendo de este modo un vínculo inseparable entre el buen vivir personal y el bien común.


  Este vínculo permanece presente en la doble significación que tiene el concepto de bienestar en nuestros días. Por una parte, bienestar significa cómo le va a uno en su vida personal, y por otra, refiere al conjunto de programas de asistencia social que caracteriza al Estado social. En español (y también en otros idiomas), usamos la misma palabra para ambas designaciones. El idioma inglés ofrece well-being y welfare, preferentemente, para uno y otro caso. Ambas acepciones juegan un papel preeminente en las determinaciones teóricas y prácticas de las políticas públicas, sea que éstas se entiendan bajo la noción de justicia social, o bajo la idea de solidaridad humana o bien en términos de la creación y el mantenimiento de las condiciones que posibilitan la cohesión sociopolítica.


  En el campo de la economía, a comienzos del siglo XX, la reflexión sobre el bienestar ha dado lugar al surgimiento de la Economía del Bienestar, rama normativa que se ha constituido en un instrumento teórico importante para el Estado social. Las distintas contribuciones teóricas y prácticas sobre el bienestar desarrolladas hasta nuestros días, tienden a ubicarse en el contexto de los supuestos fundamentales de esta disciplina, bien para basarse en ellos o bien para cuestionarlos y ofrecer aproximaciones más acuciosas.


  La economía del bienestar abriga la razonable presunción de que existe una relación entre bienestar económico y bienestar social, al punto de que ninguno de los dos puede medirse independientemente. Al mismo tiempo, parte de la idea de que el Estado, además de su papel de asegurar el marco jurídico para el buen funcionamiento de la economía –suposición común a toda la teoría económica–, tiene también la atribución de intervenir directa o indirectamente en la marcha de la economía, con el fin de que los ciudadanos alcancen un nivel de vida socialmente considerado honroso. Así, los aportes de esta disciplina se orientan hacia el alcance del bienestar social, sobre la base de políticas públicas que inciden en la producción o en la distribución de bienes y servicios, ya sea en términos de maximización, ya sea en términos de satisfacción de niveles considerados imprescindibles.


  La economía del bienestar se inscribe dentro de una tradición de pensamiento que venía desarrollándose desde el siglo XVIII –y especialmente desde Adam Smith–, caracterizada por la interpenetración temática entre la ética, la economía y la política. Puede decirse que en las discusiones entre los fisiócratas y los mercantilistas habría sido redundante, por lo menos del lado de los fisiócratas, hablar de economía del bienestar, porque el provecho social constituía el eje de las preocupaciones en torno de la economía –que en sus orígenes fue economía política–. Sin embargo, en el siglo XX, la teoría económica cambió de paradigma y este componente de economía política quedó desdibujado (Buchanan y Brennan, 1987). El surgimiento de la economía del bienestar viene entonces a recuperar, de alguna manera, lo que en sus orígenes fue la razón de ser de la economía (política) como disciplina teórica.


  Desde sus inicios, la economía del bienestar ha estado fuertemente influida por la doctrina utilitarista. Su búsqueda del bienestar social tiene arraigo en la idea formulada por los representantes clásicos de tal doctrina, según la cual la mejor alternativa social es aquella que reporta el mayor balance neto de satisfacción (o felicidad) total, obtenido por la suma de las satisfacciones individuales. El concepto de utilidad constituye la variable focal básica para evaluar las distintas alternativas sociales. En este orden de ideas, algunos textos hablan de bienestar y de utilidad indistintamente, asumiéndolos como palabras sinónimas. La noción de utilidad, si bien propia de la teoría económica, separada del contexto político-normativo, explica los comportamientos en el marco del mercado en función de las preferencias subjetivas manifestadas. En cambio, en el marco de la temática del bienestar, la utilidad puede significar todo beneficio que un estado de cosas reporta a una persona. La concepción hedonista de Bentham ha sido una tentativa de introducir un patrón común métrico para comparar tales beneficios, en función de los niveles de placer, felicidad o deseos alcanzados por las personas. Otro punto de partida fundamental ha sido la existencia de una relación funcional entre el bienestar (o utilidad) individual y el ingreso, dado que relacionar el bienestar con el poder de compra real y de consumo de mercancías es el recurso más simple y expedito para estimarlo.


  Ahora bien, desde muy temprano, la mensurabilidad –y, en general, la operacionalidad– de la utilidad (identificada con estados mentales hedonistas) fue objeto de amplias discusiones que, influenciadas en gran parte por el positivismo lógico, señalaron la ausencia de bases científicas y de razonabilidad en tales procedimientos (Van Praag, 1998). Igualmente, en el orden de los comportamientos económicos, en 1932, Robbins objetaba las mediciones de la utilidad dentro de una escala cardinal, afirmando que “cada mente es inescrutable por las otras mentes” (citado por Sen, 2010: 307), señalando de esta manera la irrelevancia de todo recurso a beneficios concebidos en términos hedonistas o, de otro modo, su insuficiencia a los efectos de la previsión de los comportamientos económicos. Lo que tendría que contar son las preferencias efectivamente manifestadas en el intercambio. Así también en el orden de las consideraciones del bienestar, la utilidad pasó a ser definida como “satisfacción de preferencias”, entendidas estas últimas como realización objetiva de situaciones deseadas que pueden ser ordenadas jerárquicamente, tal como lo reseñan Cohen (1998) y Brock (1998). Sin embargo, con razones de peso se considera que esta última definición no supera al enfoque hedonista, pues también se inscribe en una determinación subjetiva o psicológica del bienestar, al depender –a fin de cuentas– de las creencias anticipadas, de lo que hace feliz o de lo que desean en un momento dado las personas (Brock, 1998).


  A su vez, ya hacia el cuarto decenio del siglo XX, la agregación de las utilidades individuales como procedimiento de determinación del bienestar social quedó fuertemente cuestionada, al igual que las comparaciones interpersonales (Van Praag, 1998). Si bien la base informativa de la economía del bienestar permanecía estrechamente confinada a las utilidades, las formas permitidas de utilización de la información fueron en extremo restringidas (Sen, 2010). En el ámbito individual, la economía del bienestar no podía ir más allá de parámetros comparativos intrapersonales dentro de una escala ordinal; mientras que en el ámbito social, debía ajustarse a criterios del tipo siguiente: “una asignación de bienes sociales para los individuos puede mejorarse si nadie obtiene menos, y por lo menos alguien obtiene más en la asignación nueva” (Van Praag, 1998: 469).


  Este marco epistemológico adverso se agudizó en 1951, cuando apareció el “teorema de imposibilidad” de Arrow, que “precipitó una crisis fundamental en la economía del bienestar” (Sen, 2010: 309). Según dicho teorema, es imposible agregar las preferencias individuales en una preferencia colectiva; ya que, si se agregan, tendremos como resultado un orden inconsistente, por falla en la transitividad. Dado este contexto, algunos esfuerzos de evaluación del bienestar optaron por prescindir de los problemas metodológicos planteados por la mensurabilidad de las utilidades (y la agregación de preferencias) y prefirieron concentrarse únicamente en los ingresos. Las distintas medidas de agregación económica –principalmente el producto interno bruto (PIB) per capita– adquirieron amplia aceptación en los cincuenta, como parámetros generales para la evaluación del bienestar social, sin desconocerse, no obstante, su insuficiencia como patrón único (R. Erikson, 1998).


  Aparte de los cuestionamientos epistemológicos, la idea de preferencia también recibió varias críticas acerca de su relevancia sociopolítica, complementadas con señalamientos sobre la efectiva relevancia social de los puntos de vista ético-normativos. En efecto, John Rawls (1999) criticó que se otorgue atención normativa a las preferencias sólo por ser tales, señalando que algunas de ellas pueden ser ofensivas, discriminativas o gravosas injustificadamente. Una cosa es que haya libertad para las preferencias personales y otra, muy distinta, que éstas puedan servir como fundamento para reclamos sociopolíticos o de justicia. John Harsanyi (1955) sugirió que no se tomen las preferencias efectivas, sino las que se manifiestan “bajo condiciones ideales”, al actuar con información, lógica y cuidados apropiados. Dentro de la misma orientación, James Griffin (1993) también señaló que el bienestar no puede basarse en los deseos efectivos de las personas, pues cuando muchos deseos alcanzan su realización, descubrimos que no ha sido para nuestro bien. Por ello, propuso que las evaluaciones del bienestar se basen en lo que llama “deseos informados”, esto es, los deseos que permanecen después de la apreciación de la verdadera naturaleza de sus objetos. Adicionalmente, tienen su peso los argumentos de Amartya Sen, que señalan que las preferencias reveladas, al circunscribir el análisis dentro de la perspectiva psicológica del deseo, terminan justificando desigualdades enquistadas dentro de la sociedad, cuando se trata de evaluar la situación objetiva de personas en estado de privación crónica, pues éstas –por condicionamiento prudencial– suelen conformarse con pequeñas dádivas, cuando no pierden del todo su capacidad de desear: “El más débil se ajusta a las desigualdades sociales amoldando sus deseos a su viabilidad” (Sen, 2001: 15).


  Por su parte, la insuficiencia del PIB per capita como base para la medición del bienestar deriva del hecho de que no toma en cuenta la distribución real de los ingresos. Por cuanto eclipsa la variación de los ingresos reales entre los individuos, es insuficiente para reflejar la existencia de un bienestar mínimo para una parte importante de la población. Pero, además, otra limitación relevante del punto de vista de los ingresos, tomados como variable focal, es que no brinda información de las dificultades de algunos individuos –por limitaciones físicas o condicionamientos sociales– para convertir tales recursos en niveles de bienestar (Sen, 1995).


  Este contexto problemático en torno de las variables focales tradicionales de la economía del bienestar, obligó a emprender esfuerzos teóricos y prácticos orientados a la revisión y ampliación de los criterios evaluativos hacia los últimos decenios del siglo XX. Ya en 1954, un grupo de expertos de las Naciones Unidas sugería que las medidas del bienestar deberían ir más allá de las medidas monetarias y “fundamentarse en componentes diferentes” (R. Erikson, 1998: 101). En consecuencia, nuevas variables focales surgieron en los análisis. Entre otros nuevos enfoques, la propuesta escandinava formulada en 1968 toma en cuenta los recursos como una variable amplia y diversa, que incorpora factores no tradicionales hasta entonces, al lado del ingreso y la riqueza. Su definición del bienestar individual se formula como “El dominio del individuo sobre los recursos en forma de dinero, posesiones, conocimiento, energía, mental y física, relaciones sociales, seguridad y otros” (R. Erikson, 1998: 107). También, entre los sesenta y los ochenta, Paul Streeten, Frances Stewart y Mabub ul Haq (Crocker, 1998) propusieron las necesidades básicas como un conjunto de aspectos que incluyen en la evaluación las distintas condiciones materiales de vida imprescindibles: salud, vivienda, alimentación, educación, empleo, entre otras.


  No sólo se diversificaron las variables focales, sino que, además, y en particular en el modelo escandinavo, en lugar de un ámbito de evaluación único, completo y universal, se impuso la opción de conjugar varias variables de medición al mismo tiempo, dentro de las propuestas evaluativas, enfatizando la multidimensionalidad (Allardt, 1998). También la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) combina en su actual instrumento evaluativo el análisis de distintos factores como: empleo, vivienda, salud, equilibrio entre la vida privada y laboral, educación, relaciones sociales, participación ciudadana y seguridad personal, al lado de las tradicionales mediciones de la felicidad y del PIB per capita (OCDE, 2013). La perspectiva de las capacidades de Amartya Sen –que ha funcionado como base teórica de los Informes sobre Desarrollo Humano del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), publicados anualmente desde 1990– combina diversas variables focales como los funcionamientos, las capacidades y la agencia de las personas.


  La pluralidad de dimensiones en la evaluación del bienestar ha implicado una reorientación en los criterios epistemológicos, propiciando la aceptación de la imperfección o la parcialidad, como aspectos inevitables de las evaluaciones del bienestar. Las distintas dimensiones exigen patrones de medida heterogéneos, de modo que se impone la inconmensurabilidad entre ellas mismas. No sólo no admiten un patrón de medida común, sino que sus mediciones ni son equivalentes ni son transferibles entre sí. “No existe ninguna forma objetiva o imparcial –afirma R. Erikson (1998)– por la que sería posible decidir cuál de dos hombres está mejor, si uno de ellos tiene, por ejemplo, una salud deficiente, pero mejores condiciones económicas que el otro”. Así, antes que un ordenamiento completo, en las evaluaciones del bienestar hoy vigentes se aceptan los ordenamientos parciales y el alcance delimitado de las valoraciones que se tienen claras (Sen, 1995; 2010). Por otra parte, las evaluaciones conjugan la intervención de las propias personas y la observación externa, así como criterios descriptivos y criterios normativos (R. Erikson, 1998).


  El reconocimiento de la esencial pluralidad de las dimensiones del bienestar se complementa con el reconocimiento de que la vida social que llevan las personas, su forma de relacionarse socialmente, tiene fundamental importancia. De este modo, el bienestar moral importa, entendido como “[l]a realización de valores que son genuinamente buenos –para las personas como unidades psíquicas; para las instituciones como empresas beneficiosas; para las comunidades como marcos de vidas valiosas–” (Selznick, 1994: 34). Por lo tanto, se incorpora en las propuestas evaluativas la dimensión de las personas como sujetos autónomos y miembros de una comunidad moral, abriendo paso a nuevas variables focales tales como la agencia, la participación en las decisiones que afectan la propia vida, el ejercicio de las libertades –negativas y positivas–, los ideales de la vida buena, el mutuo reconocimiento, la amistad cívica, la integración a las identidades sociales, la recreación y otras.


  Así, entre otros ejemplos, encontramos que para el modelo de bienestar escandinavo el énfasis reposa en el papel activo del individuo en el control y dirección de sus condiciones de vida para perseguir sus intereses, en el ámbito de su vida personal y social (R. Erikson 1998; Allardt, 1998). Del mismo modo, en la perspectiva de las capacidades de Sen, el énfasis –entre otros aspectos importantes– en los ejercicios de evaluación del bienestar apunta hacia las oportunidades de florecimiento humano, por una parte, y los funcionamientos valiosos alcanzados, por otra; hacia la agencia para hacer efectivas las propias capacidades, así como hacia las posibilidades de ejercer las libertades políticas y civiles.
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  [FABIOLA VETHENCOURT]


  bioética


  En su sentido más amplio, la bioética abarca no sólo el ámbito de la ética médica, sino también el de la ética de la biotecnología, el de la ética ecológica y el de las ciencias de la vida, en general todo cuanto compete a bíos.


  La bioética constituye un campo de confluencia de las ciencias y las humanidades, o más bien de un literal reencuentro entre ellas. En efecto, es lugar común reconocer que convergen en ella varias disciplinas, tanto científicas como humanísticas; por el lado de bíos, las ciencias biológicas y biomédicas, donde tienen destacada importancia la genética y las neurociencias, así como los enfoques de la biotecnología, en sus diversas proyecciones. Por el de ethos, la filosofía, especialmente como filosofía moral o ética, pero también como filosofía de la ciencia, filosofía política, antropología filosófica, ontología del hombre, filosofía de la naturaleza y de la vida; y, por supuesto, convergen otras ciencias humanas y sociales como el derecho y la investigación jurídica, la psicología, la sociología, la historia y la antropología social. Así, se produce una doble y correlativa aproximación, pues el campo de bíos se mueve hacia el de ethos tanto como éste hacia el de bíos. Pero la bioética no es mera suma de disciplinas o perspectivas, sino un territorio de recíproca inter-acción que da lugar a nuevos campos de conocimiento y de praxis. En este sentido, es una literal interdisciplina.


  El carácter controversial presente en la bioética depende, en especial, del hecho de que ella es tratada desde distintas perspectivas, particularmente desde dos enfoques principales: uno, de índole religiosa; otro, desde el laicismo, particularmente filosófico. Y éste, a su vez, se distingue entre los puntos de vista que ponen el acento en la significación científica y práctica, incluso pragmática de la bioética, y los que se proyectan preferentemente en dirección a las cuestiones teóricas, señaladamente filosóficas, en especial hacia el nivel de los fundamentos. Aunque también se dan los enfoques que reconocen una doble proyección de la bioética y sostienen su carácter teórico-práctico. O, como precisa Hottois: “la bioética es práctica discursiva y discurso práctico” (2001: 125).


  Cabe destacar, además, dos observaciones sobre el cauce religioso y el cauce laico de la bioética. Respecto del primero, importa tener presente que aun cuando su fundamento sea de orden teológico y trascendente, la fuerza que suelen tener las valoraciones y las posturas de las Iglesias frente a los avances de las ciencias de la vida, no se basan sólo en sus dogmas de fe y en su influencia social; sino que también cuentan con los argumentos que les proporciona la tradición de pensamiento que se remonta, incluso, al conocimiento filosófico de los griegos, interpretados a la luz del cristianismo. Es cierto, desde luego, que la línea teológica y metafísica de la bioética no es más que una de las posibilidades de la bioética, y sólo uno de los posibles enfoques ontológicos y humanísticos, sin por esto desconocer que ella trae consigo una tradición de sapiencia y representa un punto de vista en muchos sentidos imprescindible, que se ha de sumar a los enfoques laicos o seculares.


  Respecto del cauce laico, puede señalarse que éste discurre muy cercanamente a la ética médica, que cuenta también con una tradición desde los tiempos hipocráticos. También está próxima al quehacer práctico de la genética y en general de las ciencias y tecnologías de la vida. La bioética laica incorpora sus avances y revoluciones, buscando atender a los cambios que ellas generan tanto en el ámbito del conocimiento como en el de la práctica.


  ANTECEDENTES. El destino de lo que en 1970 Potter denominó “bioética” es inseparable de los grandes cambios históricos del siglo XX, tanto los de carácter científico y tecnológico, como los de orden filosófico, político, social y cultural en general. Desde luego, el surgimiento de los problemas bioéticos es anterior a la acuñación del nombre. En principio no pueden desconocerse sus orígenes en la ética médica, que se remontan de menos a los dos milenios y medio que nos separan de Hipócrates. Pero además importa destacar que la relevancia que estos problemas cobran en nuestro días y su creciente expansión no han surgido en respuesta sólo a los avances de las ciencias y tecnologías de la vida y la salud, sino también a los fundamentales acontecimientos de la historia política y social (particularmente de la segunda mitad del siglo XX), y sobre todo, a las transformaciones ocurridas en el ámbito de la vida ética, en la evolución del ethos mismo del hombre contemporáneo.


  Por un lado, están los mencionados hechos de la revolución biológica y biotecnológica que son reveladores del aumento del saber y del poder que el hombre ha adquirido sobre la naturaleza. Saber y poder de tal envergadura que, en muchos sentidos van transformando nuestras formas de vida, pues alteran un sinnúmero de nuestros conceptos y nuestras creencias más básicas acerca de la vida y la muerte, del hombre y la naturaleza, del bien y el mal, del presente y del futuro de la condición humana. La medida del progreso biocientífico y biotecnológico ha sido también la medida en que ha brotado todo un universo de problemas, dilemas e incertidumbres de índole ética; éstos son justamente los que han dado lugar al nuevo campo de la bioética y, en consecuencia, a los empeños teóricos y prácticos de éstas por encauzar éticamente esos nuevos saberes y nuevos poderes.


  Por otro lado, se trata, en efecto, de cambios sociohistóricos decisivos que repercuten de manera determinante en la conformación de lo que habría de consolidarse como bioética. Es seguro que el principal detonador fue la conciencia de los horrores de la segunda guerra mundial, de las atrocidades de los nazis y de las significaciones del Código de Nüremberg. Y a partir de ahí, la profunda y generalizada convicción de que los valores éticos tienen que estar particularmente presentes y actuantes en todos los ámbitos de las ciencias y las tecnologías de la vida, como primordial fuerza de custodia de la sobrevivencia del hombre y la conservación del planeta. Desde luego, ha sido esencial para el destino de la bioética el surgimiento de la Organización de las Naciones Unidas, junto con la significación fundamental y universal de la Declaración Universal de los Derechos Humanos. Y a partir de ahí, la creación de múltiples instituciones, organizaciones, comités y comisiones, encuentros nacionales e internacionales, asociaciones mundiales, todos ellos abocados a la defensa de los derechos fundamentales, así como de los valores y estándares éticos.


  Todo esto se produce en consonancia con otros tantos acontecimientos en verdad sustantivos y también revolucionarios en la historia de la civilización occidental, como son las luchas por la igualdad entre los seres humanos y por los derechos de la mujer, los negros, los pueblos indígenas y de cuantos carecen de ellos; el progreso de la democracia y el auge de los valores de la libertad y la dignidad; la conciencia ecológica, así como la defensa ética de la vida animal. A todo lo cual habría que añadir, entre otros tantos hechos, la revolución de la moral sexual, las nuevas ideas de la educación y los afanes contemporáneos por afirmar la vida y la reconciliación con la tierra.


  Imposible acercarse al campo de la bioética sin advertir cuánto de nuestro mundo, en sus hechos positivos y negativos, ha contribuido a configurar la razón de ser de esta interdisciplina y sus principales horizontes de reflexión y de acción. En este sentido, puede decirse que ella se propone responder a problemas fundamentales de nuestro tiempo.


  DESARROLLO CONTEMPORÁNEO. Es indudable que el campo de la bioética está en proceso, como lo está su objeto, en permanente cambio. “Las verdades” se revisan y se modifican constantemente y, en consecuencia, cabe presuponer que vendrán nuevos hallazgos y nuevos poderes, hoy apenas imaginados pero de análoga o mayor magnitud de los que ya han ocurrido.


  Y si hay algo que en efecto caracterice a la bioética laica es su carácter plural y polémico, el contraste de interpretaciones y valoraciones con que son asumidos sus dilemas. Los disensos, los desacuerdos, las controversias, e incluso las pugnas, llegan a veces a tal estado de aporía que parece no caber la posibilidad de acuerdo.


  En este sentido, la bioética laica se define ante todo por su naturaleza relativa, abierta y dialógica, opuesta esencialmente a toda pretensión de poseer verdades absolutas, universales o uniformes, que no estén sujetas a incertidumbre. Por ello, la bioética laica es una bioética filosófica. La bioética laica, como bioética filosófica es, en efecto, plural, responde a distintos enfoques y razonamientos, es controvertida, ejerce de manera consciente la problematicidad y se mantiene abierta a la búsqueda, antes que saberse poseedora de respuestas únicas y definitivas. En este sentido, puede decirse que se debate entre la ambigüedad de los hechos, sobre todo biomédicos, y la diversidad de distintas interpretaciones morales (e ideológicas) de ellos.


  La bioética laica debe asumir de modo pleno la inequívoca pluralidad de las morales y de las culturas. En su proyección práctica, la tarea de la bioética es, en gran medida, promover la comunicación entre diferentes, basada sin duda en el respeto a dichas diferencias y en la promoción de la tolerancia como virtud, la cual significa auténtico respeto y genuina aceptación de la diversidad.


  Pero no basta reconocer y propiciar los consensos y el libre consentimiento en todo trato moral, sino que al mismo tiempo, la bioética necesita atender al fundamento real, y no formal, de dichos consensos y de la comunicación en general. Pues la diferencia misma no es absoluta, como tampoco lo son los disensos, ni la diversidad o “extrañeza” moral. No existe un atomismo moral. La evidencia de la pluralidad no invalida la de la unidad y comunidad interhumanas.


  Justo en su proyección filosófica la bioética tiene la mirada puesta en “lo uno y común”. Éste es, a mi juicio, uno de los aspectos diferenciales entre la ética, en tanto que filosofía moral, y las morales mismas, siempre plurales. Su objetivo principal es encontrar aquello que presta universalidad y posibilita la existencia de la diversidad moral; es decir, las que son, en principio, las condiciones de posibilidad (ontológicas, trascendentales o empíricas) de la moralidad en general. Además, desde Platón y Aristóteles hasta Spinoza y Kant y, desde éste, hasta la mayoría de las éticas de nuestros siglos, la ética ha hecho propuestas sobre pautas y criterios universales, racionales y fundamentales para la moralidad; “cánones éticos” que, aunque sujetos también a la historicidad, tienen una significación distinta a la de la diversidad circunstancial de las morales. Como han advertido varios filósofos, éstas cambian y hasta se contradicen, con sólo cruzar las aguas de un río.


  Parece cierto, en todo caso, que no reina unilateralmente una relación entre “extraños morales”, atomizados, ni entre diversas tradiciones culturales absolutamente incomunicables. Si es posible tender puentes, dialogar y buscar consensos es porque existe “algo en común”, alguna básica “amistad” ética entre los hombres. Somos “semejantes”, “prójimos” o próximos en el fundamento mismo de la pluralidad de mores y morales, que es nuestra condición humana. La raíz está en la comunidad ontológica interhumana, y en la común condición (y aspiración) ética, que nos hermana más allá de las discrepancias. La otredad no es absoluta; se conjuga con la mismidad. Como diría Nicol “El otro no es un ser ajeno en el sentido de ontológicamente extraño al propio […] El otro es un ser al que llamamos prójimo o semejante, porque su ser no es tan ajeno que no pueda apropiarse” (1972: 17-18).


  Hay incluso una dimensión que tiene que incluirse en la reflexión ética y bioética. Y ésta es la de la naturaleza biológica y genética del ser humano. Y aun cuando no se comparta una visión biologicista o naturalista, es innegable que en la corporeidad están las raíces vitales de la moralidad. Y que más allá de toda tendencia reductivista hay que prestar atención a cuanto la nueva biología, las neurociencias y la genómica, exhiben como “los orígenes naturales” (y universales) de la ética o de la virtud. En la naturaleza biológica habría otra fuente de “elementos comunes” para entender el mundo de la moralidad. De bíos no recibe la ética sólo un caudal de problemas: también puede obtener luces para su autocomprensión. De ahí la necesidad de preguntarnos qué tienen que decir las ciencias de la vida para los fundamentos y los problemas de la ética y la libertad misma. De ahí la importancia ética y ontológica que ha de confirmar el carácter abierto al otro y al mundo (y abierto a la vez al tiempo), que tiene la vida biológica.


  Es necesario que se supere el divorcio metafísico ancestral entre la unidad y la pluralidad, correspondiente a la escisión entre el ser y el devenir, lo permanente y lo cambiante. Y esto implica, en el fondo, reconocer la implicación dialéctica de los contrarios.


  En la mayoría de los problemas de bioética no existe un consenso, pero hay un constante movimiento hacia él, y en el proceso de la discusión plural no sólo se llega a discrepancias insalvables (aunque esto también ocurre); también van obteniéndose valoraciones comunes y marcos conceptuales compartidos, junto con las seguridades que dan, tanto el conocimiento científico (en la medida en que se funda en hechos y razones), como la conciencia crítica y la penetración en lo esencial, que son propias de la filosofía. Y ciertamente, en su concepción laica –la única a la que aquí nos referimos– no tiene cabida el dogma, ni las soluciones unívocas y definitivas. Por el contrario, por su naturaleza misma, los problemas de bioética han de ser en todo momento objeto de reflexión conjunta, de discusión racional y heterogénea, de contrastación dialógica, de esclarecimiento y deliberación. Y en todo esto están implicados dos hechos principales.


  Primero. El del valor positivo que pueden tener las discrepancias y los disensos, aun cuando resulten insuperables; pues bien comprendidas, las controversias, junto con la visión crítica y la duda, promueven el avance en el conocimiento, son motor de búsqueda. Y en segundo término, admitir el hecho de que no todo es disenso; de que, en efecto, hay consensos, e incluso un nivel de universalidad axiológica, aun cuando ésta sea abstracta y formal, aun cuando no proporcione sino pautas generales, puntos de orientación que en la realidad concreta se pluralizan y diversifican.


  En este punto, encuentro imposible no coincidir con la generalizada convicción de que los derechos humanos son, en principio, el paradigma ético –no sólo jurídico– de nuestro tiempo. Cualquier relativismo se frena, y en realidad se invalida ante su existencia. La propia bioética, junto con sus conocidos “principios”, se nutre en gran medida de ellos y le sirven como parámetros o pautas que guían u orientan las decisiones y las acciones.


  Los derechos humanos constituyen las bases jurídicas y, a la vez, el mínimo ético irrenunciable, sobre las que deben asentarse las sociedades occidentales. La anterior afirmación es central para establecer pautas de conductas asumibles para todos, con independencia de la fundamentación de la que se parte: “Dado que vivimos en sociedades plurales, los derechos humanos […] parecen el más apropiado vínculo de unión entre posiciones diversas” (Casado, 1998: 69-70).


  Segundo. La ética actual enseña la significación cardinal de la phrónesis aristotélica, esa sabiduría práctica que permite “aplicar” la ley universal a los “casos” concretos y particulares, que hace posible conjuntar el principio universal y el hecho singular, lo abstracto y lo concreto. La phrónesis, como sapiencia, es ciertamente medular para la vida ética.


  BIBLIOGRAFÍA. Casado González, M. (1998), “Nuevo derecho para la nueva genética”, en Bioética, derecho y sociedad, Madrid, Trotta; González Valenzuela, J. (2000), El poder de Eros. Fundamentos y valores de ética y bioética, México, Paidós/Universidad Nacional Autónoma de México; González Valenzuela, J. (2005), Genoma humano y dignidad humana, Barcelona, Anthropos/UNAM; Hottois, G. y Missa, J. N. (2001), (coords.), Nouvelle Enciclopédie de Bioéthique. Medicine. Environment. Biotechnologie, Bruselas, De Boeck Université; Nicol, E. (1972), El porvenir de la filosofía, México, Fondo de Cultura Económica.


  [JULIANA GONZÁLEZ]


   


  1 Me refiero al diccionario de Ferrater Mora en español, de Lalande en francés, de Hoffmeister en alemán y de Edwards/Pap en inglés.


  2 La palabra “intereses” resulta anacrónica en este contexto. Por eso es mejor traducir koinon sympheron por “ventajas comunes” que como “intereses comunes”.


  3 Autores tan distintos como Robert Nozick (1974), quien argumenta de manera deontológica pretendidamente neolockeana, o David Gauthier (1986 ), quien argumenta neohobbesianamente de manera consecuencialista, comparten la idea de que una comunidad política no es, en sustancia, distinta de una asociación entre individuos particulares. Autores contemporáneos importantes como Rawls (1971), Dworkin (1978) o, en el continente europeo, Habermas (1962), en cambio, se mantienen en este punto en la tradición republicana clásica.


  4 Jürgen Habermas (1962) es el filósofo contemporáneo que más atención ha prestado a esta crucial distinción, ya desde su obra juvenil de habilitación. El sociólogo noruego Jon Elster (1986) hizo hace años una influyente reconstrucción conceptual de la aportación habermasiana. Por otra parte, la obra de David Gauthier puede entenderse como un colosal intento de reducir toda la vida política a negociación.


  5 Para la concepción republicana fideicomisaria moderna del poder y de la propiedad, cf. Domènech, 2004.


  6 Particularmente influyente en este punto para las Constituciones democráticas europeas de entreguerras (la primera soviética de 1918, la de Weimar de 1919, la de la Primera República austriaca de 1919 y la II República española de 1931) fue el famoso artículo 27 de la Constitución revolucionaria mexicana de 1917.


  7 Cf. la reciente discusión de este asunto de Andrew Cumbers, Reclaiming Public Ownership, Londres/Nueva York, Zed Books, 2012.


  C


  capital social


  El capital social es fundamentalmente una noción surgida en el ámbito de la teoría social que alude a la reunión de los recursos reales o potenciales emanados de la construcción de vínculos de reconocimiento mutuo entre los miembros de una sociedad, generados a través de la existencia de redes y estructuras sociales, normas de reciprocidad y actitudes de confianza, cuyo objetivo es producir, desarrollar y alcanzar coordinadamente logros y beneficios individuales y de grupo. El capital social permanece en el tiempo, y puede ser movilizable y acumulado.


  Sin embargo, a pesar de este origen sociológico, debe indicarse su conexión de sentido con ciertos conceptos de la ciencia económica (recursos, intercambio, acumulación, etcétera), aunque no precisamente de sus corrientes clásicas y neoclásicas basadas en postulados de individuos egoístas, sólo guiados por las búsqueda de sus preferencias individuales, con comportamientos atómicos, que cuentan con información perfecta e igualmente completa racionalidad y entendimiento, entre otros. No obstante, algunos autores sí los integrarán de manera diferencial a sus enfoques.


  El concepto de capital social se situaría, de acuerdo con John Durston (2002), en el plano conductual de las relaciones y estructuras sociales; es decir, en una realidad menos tangible que el capital económico y el capital humano, situados, respectivamente, en los planos material y abstracto, debiéndose mencionar que la existencia de cada plano no es determinada por la existencia del otro, sino que éstos interactúan entre sí.


  La presencia de capital social estaría caracterizada por los aspectos generados a partir de la existencia de cada uno de sus elementos; es decir, las redes, las normas y la confianza. Estos componentes y su vínculo con el capital social han sido analizados desde los primeros estudios sobre este concepto.


  Es importante indicar que, a pesar de la fertilidad del concepto de capital social y de la diversidad de su aplicación, no existe hasta la fecha un consenso pleno sobre su significado teórico y sus debidos alcances, puesto que las indagaciones realizadas (tanto conceptuales, metodológicas como empíricas) sobre esta noción, no han logrado delimitar de modo adecuado su definición y uso, sino que lo ha impulsado en ocasiones de manera difusa y sin fronteras.


  Las aportaciones registrarán todo tipo de pretensiones. Desde esfuerzos insertos en macroteorías sociales, en teorías de alcance intermedio, hasta aplicaciones prácticas que optarán (justificando o no) por alguna de las definiciones conceptuales en juego.


  En la literatura existente, la visión dominante señala que la importancia de conceptualizar y tipificar al capital social radica en que por medio de éste pueden describirse y analizarse la fortaleza, la densidad, la extensión y el protagonismo de la sociedad (sus agrupaciones y miembros) en todos los aspectos. Básicamente, porque el capital social resulta una suerte de recursos que se derivan de la sociedad misma.


  PRIMERAS APORTACIONES Y DERIVACIONES. La aparición más temprana del concepto de capital social es atribuida a Lyda Judson Hanifan (1916), quien define al capital social como las “sustancias tangibles” que cuentan en la vida cotidiana de una comunidad; es decir, la buena voluntad, el compañerismo, la simpatía mutua y las relaciones sociales que se dan entre un grupo de personas y familias que conforman una unidad social. En su obra The rural school community center, Hanifan utilizó dicha noción al analizar la estructura y las actividades de las escuelas rurales ubicadas al este de Virginia, Estados Unidos, resaltando la importancia de la participación de la comunidad en la creación de escuelas exitosas, puesto que en su análisis concluyó que la intervención de los maestros, de las autoridades y de la comunidad, en actividades que buscaban el desarrollo y fortalecimiento de la estructura escolar, generó vínculos entre éstos; mediante estos vínculos, y adicional a los espacios de participación, se logró que cada individuo descubriera por sí mismo lo que debía hacer y que persistiera hasta lograrlo, sabedor de que cuantas más personas hicieran lo que debían hacer por sí mismas, aportarían al desarrollo comunitario, creando así el capital social de la colectividad.


  Pero no fue sino hasta los años ochenta que este concepto reapareció en el mundo académico, con los trabajos realizados por los sociólogos Pierre Bourdieu y James Coleman.


  Para Bourdieu (1986), el mundo social es una acumulación de historia, la cual no está reducida a una serie discontinua de mecanismos dados de forma instantánea y equilibrada, donde los agentes son tratados como partículas intercambiables, sino que es necesario reintroducir a esta historia la noción de capital para entender la interacción de estos agentes y de sus mecanismos de intercambio en la generación de bienes tangibles e intangibles. En su obra The forms of Capital (1986), define al capital como el trabajo acumulado (tangible e intangible), el cual, al ser asumido de forma particular por los agentes o grupo de agentes, genera bases para éstos, las cuales les permiten apropiarse de la energía social que se ve cosificada o utilizada en la construcción del “trabajo acumulado”. En la búsqueda de contextualizar de una forma más ampliada al concepto de capital, este autor lo define como la capacidad potencial de producir beneficios individuales; además, establece que éste puede reproducirse a sí mismo de manera idéntica o ampliada, y contiene una tendencia a persistir en su ser.


  Así, el autor pone de manifiesto el hecho de la apropiación de un trabajo social acumulado con el fin de obtener un rendimiento económico privado. También señala el carácter objetivamente económico de estas relaciones e intercambios sociales, aunque no resulta fácilmente reconocible, porque es solapado por las sucesivas transmutaciones de unos tipos de capital en otros.


  Bourdieu (1986) establece que la estructura inherente del mundo social está representada por las características y la distribución de los diferentes tipos y subtipos de capitales. Dependiendo del campo1 en el que funciona y en razón de la condición previa que posee para su eficacia en el ámbito que se trate, el capital puede presentarse en tres formas fundamentales (económico, cultural/simbólico y social). El capital social situado en el campo societal está determinado por dos aspectos: el primero, una red duradera de relaciones más o menos institucionalizadas de conocimiento y reconocimiento mutuo, es decir, la pertenencia a un grupo, proporcionada por cada uno de sus miembros; y el segundo, la generación de recursos por medio de estas relaciones.


  Por su parte, James Coleman (1988) en su obra Social Capital in the Creation of Human Capital plantea cómo el capital social colabora en la generación de capital humano en la sociedad de Estados Unidos. Básicamente, realiza una investigación que demuestra que el primer tipo de capital influye en el éxito académico de los estudiantes para finalizar los estudios de nivel medio o bachillerato. El autor ve al capital social desde la utilización de recursos y la cooperación entre individuos, el cual posee historia, continuidad y estructura con aspectos que lo determinan (funciones, valores y las diferencias existentes dentro de la estructura).


  En un trabajo de 1990, Coleman establece que la estructura del capital social es construida mediante redes de relaciones interpersonales, las cuales están determinadas por aspectos valorados (obligaciones-expectativas, información potencial, normas-sanciones efectivas, relaciones de autoridad, organización social apropiable y organización intencional) que son utilizados como recursos para promover los intereses de los individuos y de la red (Millán y Gordon, 2004: 717-720). Asimismo, por medio de esta estructura puede observarse cómo los recursos son aprovechados y cómo se combinan con otros para generar comportamientos y resultados en los distintos niveles del sistema social y para los individuos. La estructura en este enfoque es potencia y a la vez límite de la amplitud y variedad de recursos en juego.


  En la misma línea, para Coleman (1990), el capital social, al ser un recurso inscrito en la estructura social –es decir, un atributo de dicha estructura–, es inalienable e intercambiable. Así, a pesar de ser un recurso que tiene valor de uso, no resulta fácilmente intercambiable. Esta idea marca una diferencia respecto de los capitales físico y humano. En el caso del capital social, los beneficios de la inversión que se hacen en él no son apropiables individualmente: “el capital social no es la propiedad privada de las personas que se benefician de él” (Coleman, 1990: 315). De nuevo, esto es así porque se trata de un atributo de la estructura y no del individuo que forma parte de ella.


  Adicionalmente, el autor se refiere a los trabajos teóricos que North (1990) realiza sobre las instituciones, quien establece que éstas son la suma de normas y valores que permiten la existencia de confianza entre los actores y, por ende, en las relaciones interpersonales (Durston, 2000: 8). Sin embargo, North hace hincapié en el plano económico, es decir, redes generadas con base en transacciones económicas. Por esta razón, este aporte no suele ser aceptado en la noción de corte sociológico de capital social, puesto que, como se mencionó antes, éste interactúa en todos los planos de la conducta, de las relaciones y de las estructuras sociales.


  La mayor crítica que ha recibido el planteamiento de Coleman (Portes, 1998) destaca que se trata de un enfoque inserto en la teoría de la elección racional, con efectos de instrumentalización de las relaciones que describe y de otorgar excesiva racionalidad a unos agentes autointeresados. Asimismo, algunos autores plantean su “deuda” con la teoría del intercambio social de Homans, la cual sí será adecuadamente reconocida en los planteamientos de Nan Lin (Millán y Gordon, 2004: 716).


  Desde una perspectiva que enfatiza el compromiso cívico y las formas de organización de la sociedad civil para el análisis del desempeño democrático, Robert Putnam establece en su obra The Prosperous Community-Social Capital Public Life (1993), que el compromiso cívico es el elemento central mediante el cual el capital social fomenta la cooperación; define esta noción como una relación entre aspectos subjetivos y datos objetivos; tales como redes, normas, confianza y ciertas expectativas derivadas de actitudes de la organización social. Además, considera que el capital social es un conjunto de vínculos horizontales entre las personas que permiten el beneficio del colectivo.


  La diferencia con Coleman estará fundamentalmente en el papel otorgado a las relaciones entre confianza y redes. Para Putnam, el capital social no es más un atributo exclusivo de la estructura, sino que estará determinado por la forma de los vínculos, así como la forma de su organización; es decir, remite al carácter de esas relaciones y a su disposición organizativa (Millán y Gordon, 2004: 723). Así, tiene sentido preguntarse por aquellos elementos que promueven determinadas relaciones y que definen su carácter: en un caso, aludiendo a la confianza (factor externo a la estructura) y, en el otro, al análisis de las redes y las normas que las gobiernan. Ante la pregunta de por qué el capital social favorece la cooperación que garantiza el sentido particular y colectivo de ella misma, para Putnam, la respuesta estará en el carácter cívico de las relaciones y en los factores que promueven dicha condición o carácter.


  Diferenciándose de la perspectiva teórica y metodológica utilizada por Coleman y Putnam para explicar la naturaleza del capital social, Nan Lin (2001) analiza esta noción situándola como parte fundamental del intercambio social; básicamente, mediante la teoría del intercambio de Homans.


  Las redes constituyen el concepto fundamental de su enfoque. Allí es donde se ubica el capital social como recurso movilizable (no ya en la estructura, como Coleman, o en los factores que regulan los vínculos de asociatividad, como en Putnam). Por medio de las redes, “los intereses individuales (o preferencias) son capaces de coordinarse naturalmente y de generar equilibrios de la misma manera que el mercado puede regular los precios” (Millán y Gordon, 2004: 737).


  Este autor establece que el capital social funciona porque los individuos invierten sus recursos en la generación de relaciones sociales con el objetivo de obtener a cambio de ello beneficios, pero donde las redes son el medio para conseguirlos. Es decir, los actores son conscientes de que pertenecer a una red les proporcionará recursos de los cuales carecen y por ello invierten en ella.


  Lin concibe al capital social como un bien social, porque se deriva de las conexiones entre individuos. No se trata de un bien no público ni colectivo, pues justamente es un activo social generado por las relaciones entre actores, inserto en las redes, pero que sólo se capitaliza de manera individual (acceso individual a los recursos). Las redes fijan los límites de la cantidad y distribución de los recursos a los que puede accederse y otorgan un marco (frame) para la ubicación y permanencia de lazos que cada actor asume.


  Paralelamente y más allá de esfuerzos teóricos y desarrollos empíricos de mayor envergadura como los descritos hasta aquí, a finales de los años noventa aparecen algunas reelaboraciones del concepto. El capital social definido por Francis Fukuyama (1997) hizo referencia a la existencia de un conjunto determinado de normas, valores, virtudes, cumplimiento de obligaciones y reciprocidad, que son compartidas entre quienes forman parte de un grupo, y les permite la cooperación entre sus miembro. Por su parte, Ismail Serageldin (1996: 188), inscrita en una vertiente más institucionalizada sobre el capital social, lo concibió como “la base institucional y cultural para que una sociedad funcione”. Finalmente, John Harriss y Paolo De Renzio (1997), en una línea similar pero con efectos de ampliación en el uso del término para otras áreas disciplinares, incluyeron en el capital social a las relaciones y estructuras formales e institucionalizadas como el gobierno, el Estado de derecho, el sistema judicial, entre otras, las cuales al interactuar marcan el ritmo y la orientación del desarrollo social. Por ejemplo, dentro del campo del derecho empresarial, el sentido de capital social empezó a ser usado para establecer la conformación de una empresa mediante la existencia de capital ley o “capital social”; éste se compone de todas las aportaciones de los primeros accionistas de la institución, donde además se establecen normas, estructuras y redes para el manejo de estas aportaciones, con el objetivo de modificar y aumentar la composición y cantidad de las aportaciones de cada accionista y de la empresa (Braudo et al., 2013). Es decir, se trata de ese capital colectivo que constituye la base del emprendimiento empresarial.


  Desde el campo de la ciencia política, también aparecen contribuciones incorporando el concepto de capital social mediante la noción de gobernanza. Natera (2004) señala que la existencia de las formas de gobernanza se ven determinadas por la presencia de condiciones estructurales e institucionales mínimas, que son detalladas por la noción de capital social. Es decir, la gobernanza se desarrolla sobre los actores de una sociedad; la decisión de sus objetivos de convivencia –fundamentales y coyunturales– (redes); y, sobre las formas de coordinarse para realizarlos, su sentido de dirección y su capacidad de dirección (estructuras).


  La gobernanza es establecida por Fontaine (2010) como el modelo o concatenación de acciones que resultan de la interacción de todos o al menos la mayoría de los actores (sociales, políticos, económicos, etc.) interesados en aplicar cierto tipo de gestiones, que les permita realizar la actividad de gobernar (buen gobierno), definiendo las competencias, funciones, estructuras de mando y demás variables.


  Siguiendo esta línea, para Aguilar Villanueva (2006), un elemento importante de la gobernanza como modalidad superadora del gobierno tradicional es la construcción de relaciones, en la cual existe un renacimiento de la confianza de la sociedad en sus propias capacidades, sobre la corresponsabilidad (entre gobierno y sociedad) y la valía de su aporte para la convivencia social.


  DESARROLLOS CONTEMPORÁNEOS. En su vertiente sociológica, sin duda, Bourdieu (2001) fue uno de los autores que más aportes realizó para la complejización del concepto y para otorgarle especificidad y, por ende, mayor capacidad explicativa. Con el objetivo de detallar los diferentes aspectos del capital social, este autor expone que la existencia de una red de vínculos no es algo fortuito, sino que está dada por el trabajo de establecimiento y mantención permanente para producir y reproducir vínculos, mediante los cuales puedan generarse distintos tipos de beneficios; es decir, requiere algún grado de acción sostenida (aunque no necesariamente consciente).


  Más tarde, Bourdieu y Wacquant avanzan al “reconocer que el capital puede adoptar varias formas [lo cual] es indispensable para explicar la estructura y la dinámica de las sociedades diferenciadas” (2005: 159). Estos autores logran diseccionar el concepto de capital social y reconocen tres tipos. El primero es el capital social de unión, que tiene como actores a las redes de familiaridad, amistad, vecindad, comunidad y cercanía, involucrando nexos entre pocas personas y destacando las interconexiones existentes entre individuos y grupos. El segundo es el capital social de puente, en el cual participan las redes organizacionales; las juntas vecinales, comunidades de campesinos, madres solteras, entre otras; es decir, participan en él las formas federativas o grupos similares, y pone acento en los aspectos más normativos de las redes. El tercer tipo es el capital social de escalera, en el que están las redes entre grupos y personas de distinta identidad y diferentes grados de poder sociopolítico, donde los nexos que crean relaciones se generan de forma consolidada entre personas, comunidades y agencias públicas o no gubernamentales, lo cual facilita el acceso a esferas políticas, a recursos de agencias externas, al apoyo entre éstas en momentos de crisis, y permite, además, caracterizar los patrones de relación de la sociedad (Arriagada, 2006:14).


  Como se mencionó antes, en términos generales y más allá de la crítica al uso economicista y hasta contable del término, existe una suerte de mirada positiva per se o a priori del capital social y de alguna manera involucra un uso normativo y hasta evaluativo de este significante. Sin embargo, algunos autores han señalado la existencia de consecuencias o efectos negativos del capital social. En esta línea, Portes (1998) menciona al menos cuatro dificultades: la limitación de las oportunidades de quienes no forman parte de la red, puesto que no pueden acceder a los beneficios allí generados; el impedimento del emprendimiento individual; la inexistencia de la posibilidad de la búsqueda de un destino propio de cada miembro, ya que existen normas preestablecidas; y la posibilidad de que los miembros con mayor posibilidad de emprendimiento del grupo se excluyan de él por sí mismos, en razón del éxito individual alcanzado.


  Como ejemplos concretos de obstáculos producidos por la existencia de capital social, Portes (1998) menciona: 1] el control estricto ejercido por etnias sobre campos laborales específicos, excluyendo de estos espacios a quienes no pertenecen a los grupos; y 2] las reglas/normas establecidas dentro de una comunidad para cuidar (controlar) a los más jóvenes del grupo, provocando que éstos, que no están de acuerdo con ellas, se vayan de esta comunidad (se autoexcluyan del grupo).


  Por último, en los años recientes, el capital social no sólo ha sido objeto de interés en el ámbito académico, sino que ha sido considerado, por algunas organizaciones internacionales como el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal), el Banco Interamericano del Desarrollo (BID) y el Banco Mundial (BM), ligado a sus agendas de intervención. Básicamente, se trata de la utilización de ciertas conceptualizaciones teóricas para justificar propuestas de acción concretas. Aquí nos centraremos de manera breve en las primeras.


  Para el PNUD (2008), el capital social se refiere a relaciones interpersonales que pueden ser utilizadas en la producción y rendimiento de bienes y servicios. Pero también en su contribución a las libertades de las personas, mediante la ampliación de las oportunidades para elegir o al poner en juego la acción de los individuos como agentes de su propio desarrollo.


  Desde la perspectiva de la Cepal, el capital social es considerado “en el momento de promover las políticas públicas con la finalidad de romper con la transmisión intergeneracional de oportunidades desiguales de bienestar” (Bolívar y Flores, 2011: 7).


  Por su parte el BID (2000) se refiere al capital social desde dos sentidos. Un primero, las contribuciones conceptuales sobre los vínculos, valores éticos y cultura, el fortalecimiento de la participación, la confianza, la asociatividad y la conciencia cívica. Y el segundo, las formas de organización social como las instituciones comunitarias, las redes de parentesco, organizaciones de servicio, entre otras, que, han sido utilizadas a lo largo del tiempo para movilizar recursos y atender fines sociales, económicos y políticos.


  Por último, el BM (1999) mira al capital social unido a las normas de confianza, valores, actitudes y redes entre personas e instituciones dentro de un marco de asociatividad o de acciones colectivas y de cooperación. El volumen de capital social facilita o dificulta el desarrollo de una determinada sociedad.
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  [ANALÍA MINTEGUIAGA]


  ciudadanía


  El concepto “ciudadanía”, en general, define las relaciones político-jurídicas entre el ciudadano y la ciudad. Estas relaciones establecen quiénes son ciudadanos y quiénes no, cuáles son sus obligaciones y derechos, cuáles son sus cargos y responsabilidades. Las cuestiones que sintetiza el concepto de ciudadanía, las condiciones y requisitos de ingreso, permanencia o pérdida de la ciudadanía, han cambiado a lo largo de la historia. Los múltiples significados del concepto dependen del enfoque que se adopte.


  En los estudios jurídicos y sociológicos, es común el enfoque descriptivo. Aquí la ciudadanía se observa como un conjunto de normas jurídicas que determinan el estatus jurídico-político del ciudadano. Cada ordenamiento jurídico define tanto quiénes son ciudadanos y quiénes no, como las normas para la adquisición, permanencia y pérdida de la ciudadanía.


  Desde un punto de vista normativo, el concepto de ciudadanía a menudo está cargado valorativamente de elementos éticopolíticos. Con frecuencia supone un ideal del ciudadano, de sus deberes, derechos, virtudes y responsabilidades. No se trata tanto de responder a la cuestión de quiénes son los ciudadanos en tal o cual ciudad, sino de quiénes deberían ser.


  Desde un enfoque particular, la ciudadanía suele incorporar mayores criterios de exclusión, lo que restringe el número de ciudadanos en una comunidad política. A lo largo de la historia, estos criterios de exclusión están asociados con el nacimiento, la renta, el género, la sangre, la raza, la edad, el conocimiento o el mérito. Un enfoque universalista admite a un número mayor de sujetos, eliminando algunos o la mayor parte de estos criterios de exclusión.


  Desde un enfoque local, la ciudadanía se restringe a un pueblo, nación o comunidad política, delimitado geográficamente. Un problema común de estas perspectivas es que deben delimitar los vínculos de pertenencia (la sangre, el nacimiento, la renta, la raza, el género). Desde un enfoque global, se habla de ciudadanía cosmopolita donde los vínculos de unión entre ciudadanos se plantean más allá de las fronteras nacionales. Cabe afirmar que estos enfoques no son excluyentes. En las teorías filosóficas un autor puede utilizar varios para su definición de ciudadanía.


  ANTECEDENTES. Encontramos los antecedentes del concepto de ciudadanía en los planteamientos de Aristóteles. En la Política, plantea lo siguiente: “si la ciudad es un conjunto de ciudadanos. Por consiguiente, tenemos que investigar a quién debe llamársele ciudadano y quién es el ciudadano” (Libro III, 1275a-204). A la primera pregunta –a quién debe llamársele ciudadano–, Aristóteles ofrece una doble respuesta: una en términos descriptivos y la otra en términos normativos. En el sentido descriptivo, Aristóteles responde que los ciudadanos pueden ser sujetos distintos y, en buena medida, dependen de las distintas constituciones. En una aristocracia, son los virtuosos; en una oligarquía, los ricos, y en una democracia, los pobres.


  En su sentido normativo, en cambio, ciudadano debe ser aquel sujeto que sabe mandar, es decir, un sujeto que tiene la capacidad de ser tal. Esta respuesta se refiere a los atributos que debe reunir un individuo para que pueda ser considerado ciudadano.


  En cuanto a la segunda pregunta –¿quién es el ciudadano?–, Aristóteles indica que ciudadano es aquel que participa en los asuntos de la ciudad. Ésta es la esencia de la ciudadanía. Pero para participar en la política es necesario saber mandar, es decir, contar con ciertas cualidades, ciertas excelencias humanas. Estas excelencias se aprenden y se desarrollan; se trata del desarrollo de las virtudes. La participación política como esencia de la ciudadanía –es decir como elemento que define el papel fundamental del ciudadano– es, desde Aristóteles, una idea que recorre toda la historia del pensamiento político, y se funda sobre la idea de igual derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos de la ciudad.


  Esta noción de ciudadanía se mantiene en las reflexiones del filósofo y jurista romano Cicerón. Para él, la participación política es fundamentalmente una obligación de todo ciudadano, sólo que a diferencia de Aristóteles presenta una división jerárquica de las virtudes y coloca como prioritarias a las que se relacionan con el Estado frente a las del conocimiento. Para él, una vida virtuosa significa estrictamente una vida de obligaciones en la que la mayor gloria de un hombre se identifica con la grandeza de la patria (2000; 2002). Los deberes que se derivan de las virtudes tienen la finalidad de evitar sediciones y discordia dentro de la república.


  Junto con esta noción, que subraya los deberes de participar en los asuntos de la república, en Roma fue desarrollándose una idea de ciudadanía acorde con las tendencias imperiales: la ciudadanía como un estatus jurídico vinculado con derechos y obligaciones, ya no sustentado en la sangre o en el nacimiento, sino fundamentalmente en la residencia. Lo anterior se explica por las extensiones territoriales de la república romana, lo que dificultaba conservar los criterios de ciudadanía planteados por Aristóteles. Las reformas en Roma llegaron al grado de conceder la ciudadanía a todos los súbditos pertenecientes al Imperio. Pero los derechos que se atribuían a los ciudadanos romanos, también podían perderse, todos o en parte.


  En las reflexiones aristotélica y ciceroniana, la comunidad política es considerada como un cuerpo orgánico, un cuerpo autónomo y autosuficiente en el cual los ciudadanos ejercitan la virtud. La comunidad política se concibe como un espacio en el que los ciudadanos realizan con plenitud sus capacidades humanas. Esta idea describe a la comunidad política como un organismo estructurado jerárquicamente en el que los ciudadanos ocupan el lugar central en la toma de decisiones, dejando fuera a otros miembros como los extranjeros, las mujeres, los niños o los esclavos.


  Lo anterior es relevante, porque esta idea permanece en el Medievo. Es decir, se entiende a la ciudad como un cuerpo que afirma formas jerárquicas definidas naturalmente, lo que da lugar a las diferencias de estatus jurídico. Son múltiples las condiciones subjetivas de los miembros y se corresponden con cargas y privilegios diferenciados. En este contexto, los individuos no son considerados como iguales, sino son nobles, guerreros, libres, siervos, mujeres u hombres, clérigos, etcétera. Los miembros de la comunidad política están diferenciados en clases sociales. Las cargas y los privilegios dependen del estatus que posee el individuo.


  En el mundo moderno, con el nacimiento de la concepción mecanicista e individualista del Estado, las relaciones político jurídicas entre el individuo y el Estado sufrieron un cambio. Los representantes del contractualismo moderno (Hobbes, Locke, Rousseau y Kant) explican el origen y fundamento del estado civil, ya no a partir de la voluntad divina o de un orden natural, sino como resultado de la voluntad de los hombres. Los individuos en condiciones de libertad y de igualdad deciden dejar atrás el estado natural y formar un estado civil con la finalidad de preservar su vida, su propiedad o su libertad, es decir, sus derechos. Esta manera de pensar el orden social deja atrás la idea del ciudadano como un sujeto pasivo de deberes, para ubicarlo como un sujeto de derechos. Ésta es la idea moderna de ciudadanía: el ciudadano que lucha por el reconocimiento y el ejercicio de sus derechos.


  DESARROLLOS CONTEMPORÁNEOS. En su ensayo Ciudadanía y clase social (1950), el sociólogo inglés T. H. Marshall, define la ciudadanía como un estatus jurídico que reconoce a los miembros de un Estado distintos tipos de derechos. La definición de Marshall reconoce tres dimensiones: ciudadanía civil, política y social vinculadas con tres clases de derechos: civiles, políticos y sociales, respectivamente. Él planteó la relación entre ciudadanía y derechos, con la firme intención de asociar ciudadanía con igualdad; la razón era que la categoría de ciudadanía le servía de base para la integración plena de las clases trabajadoras, esto es la ciudadanía como nuevo paradigma de justicia asociado a la democracia.


  La asociación entre ciudadanía y derechos, tal como la planteó Marshall, ha sido recuperada por muchos autores. Lo anterior se explica porque el concepto de ciudadanía ha resultado un campo fértil para cosechar respuestas en torno a varios problemas que aquejan a las democracias contemporáneas: desde la exigencia de nuevos derechos, la inclusión y el reconocimiento de derechos a clases históricamente excluidas, demandas suscitadas por el creciente pluralismo cultural, la baja participación de los ciudadanos en las democracias, hasta las posibilidades de acción en el plano internacional.


  A partir de la definición de Marshall, se habla de ciudadanía social para señalar que todos los ciudadanos deben ser titulares de derechos sociales como condición de su integración plena a la comunidad política. Hay quienes objetan esta posición señalando que los derechos sociales no son derechos de ciudadanía. Desde una visión evolutiva del desarrollo de los derechos, argumentan que históricamente los derechos asociados con el estatus de ciudadano y con la democracia son los derechos políticos. Los defensores de la ciudadanía social asumen un enfoque normativo, afirman que todos los derechos –incluidos los sociales– deben ser derechos de ciudadanía (Marshall, 1950; Abramovich y Courtis, 2006; Arango, 2012). El problema de fondo es quién se hace cargo de garantizar los bienes incluidos en los derechos sociales. La primera posición sostiene que el ciudadano debe ser autónomo y la muestra está en su capacidad para ser autosuficiente. La segunda asume que en sociedades profundamente desiguales los derechos sociales garantizados por el Estado son las condiciones materiales para el ejercicio de las libertades de aquellas personas que están en una situación de desventaja. Desde otra perspectiva, hay quien niega que los derechos sociales tengan el estatus de derechos (Zolo, 1997). Reconocen que son exigencias de justicia válidas, pero no derechos. Contrario a esta última posición, hay quien reconoce que sí son derechos, pero afirman que son atribuidos al estatus de persona y no al de ciudadano (Ferrajoli, 2001; 2002).


  La asociación entre derechos y ciudadanía ha dado lugar a que cualquier exigencia nueva de derechos o ejercicio de ellos se plantee como otra dimensión de la ciudadanía. Por ejemplo, Otried Höffe (2007), al tratar de responder a los problemas que plantea la globalización, ha considerado que los papeles del ciudadano se dan en tres campos de acción: el económico, el del Estado y el de la aldea global. Lo anterior lo lleva a distinguir tres tipos de ciudadanía: la ciudadanía económica, la ciudadanía política y la ciudadanía del mundo. En este mismo sentido, Adela Cortina distingue seis tipos de ciudadanía: política, social, económica, civil, intercultural y una cosmopolita (Cortina, 2005). Algunos otros autores, como Amartya Sen e incluso el mismo Marshall, hablan también de ciudadanía industrial.


  La idea de que la ciudadanía es primordialmente un estatus que atribuye derechos a los ciudadanos se ha puesto en cuestión por algunos autores, porque afirman que, al dar prioridad a los derechos sobre las obligaciones, se ha generado una idea pasiva de ciudadanía. La consecuencia de esta prioridad de los derechos sobre los deberes se observa en los altos índices de apatía política. La reacción de estos autores es oponer a esta visión una concepción activa de ciudadanía que ponga mayor énfasis en las obligaciones, responsabilidades y virtudes del ciudadano. En esta posición se trata de recuperar los ideales de que la participación política es la esencia de la ciudadanía (Oldfield, 1990; Pocock 1992; Moufe, 1999).


  Desde otra perspectiva, autores como Kymlicka han señalado que la definición de ciudadanía moderna suponía una identidad compartida que integraría a los grupos que habían sido excluidos de la sociedad. Esta integración proveería una fuente de unidad nacional. Sin embargo, según Kymlicka, ha “quedado claro que muchos grupos, negros, mujeres, pueblos aborígenes, minorías étnicas y religiosas, homosexuales y lesbianas, todavía se sienten excluidos de la cultura compartida” (1997: 25). Los miembros de tales grupos se sienten excluidos no sólo a causa de su situación económica, como lo planteaba Marshall, sino sobre todo a causa de su identidad sociocultural, es decir su diferencia. Así, la propuesta es que si se reconocen las diferencias de los individuos, entonces pueden integrarse a la cultura común no sólo como individuos titulares de iguales derechos, sino fundamentalmente por medio del reconocimiento de su identidad cultural. Lo anterior ha llevado a reconocer a Kymlicka la idea de una ciudadanía diferenciada o ciudadanía multicultural, es decir, un modelo de ciudadanía que destaca los derechos diferenciados en función de la pertenencia grupal (Kymlicka, 1996).


  Otra noción de ciudadanía, que parte de un enfoque global, asume que las personas comparten una misma comunidad, por lo cual pueden ser reconocidas como ciudadanos del mundo. La ciudadanía cosmopolita no es una noción nueva; baste recordar en este sentido a Diógenes Laercio, el cínico. Cuando se le preguntó de dónde era, contestó, soy ciudadano del mundo. Él se negaba a ser definido por sus orígenes locales (Diógenes Laercio, 2007: 307). Siguiendo a Diógenes, los estoicos también desarrollaron su imagen de ciudadano del mundo, reconociendo que se es parte de dos comunidades: una local en la que nacemos y otra que es la comunidad de deliberación y aspiraciones humanas, cuyas fronteras se miden por el sol.


  Hoy se recupera la idea de ciudadanía cosmopolita para tratar de responder a problemas que exigen acciones más allá de los Estados nacionales: el hambre, la pobreza, el trabajo infantil, la trata de personas, la migración, el crimen organizado, la contaminación ambiental, la guerra, etcétera. Sin embargo, los autores que asumen el ideal cosmopolita entienden cosas distintas: desde un estado psicológico (Bilbeny, 2007), un proyecto común que está por venir que incluye varios aspectos: económico, social, intercultural (Cortina, 2005), un ideal de educación que se opone al patriotismo (Nussbaum, 1999), un ideal ético (Appiah, 2007), un modelo de membrecía política mundial (Benhabyb, 2006), la universalización de los derechos (Ferrajoli, 2002) o una ciudadanía común europea (Habermas, 2005). Si bien son distintas las perspectivas, lo que todas comparten es que no es un hecho dado, sino un ideal que está por construirse. La mayoría de estos autores parte de una idea básica: que nuestras obligaciones no deberían terminar en la familia, el vecindario o en las fronteras del Estado nacional del que se es miembro, sino que deberían extenderse más allá de las fronteras nacionales, hasta la humanidad. Se trata de la exigencia de que, para responder de modo contundente a muchos de los problemas actuales, es necesario alzar la mirada más allá de nuestros vínculos locales y particulares.


  Este ideal cosmopolita está fincado sobre la base de que cada ser humano tiene un igual valor moral, por lo cual este peso moral igual atribuido a las personas genera deberes morales que tienen un carácter universal (Broke y Brighouse, 2005: 4). Estos deberes, como lo ha expresado Habermas, obligan a plantear el problema, no sólo desde el punto de vista del habitante “de una región opulenta, sino desde el punto de vista del inmigrante que busca en ella su salvación, o digámoslo de otro modo: una existencia libre y digna del hombre y no sólo asilo político” (2005: 640). La mayoría de autores comparten la premisa de que soy humano y nada humano me es ajeno, por lo tanto mis responsabilidades morales son con la humanidad.
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